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En lo principal: opone cuestion previa de improcedencia; en el primer otrosi, en subsidio, contesta; en el segundo, invitación a expertos; en el tercero, acompaña documentos. 
H. CÁMARA DE DIPUTADOS

HUGO ENRIQUE DOLMESTCH URRA, abogado, Ministro de la Excma. Corte Suprema, domiciliado para estos efectos en Santiago, calle Morandé N°  345, asistido por mis abogados y apoderados, Davor Harasic Yaksic y Natalia Barros Daher, en acusación constitucional deducida en mi contra, a la H. Cámara de Diputados digo:

He sido acusado constitucionalmente por un grupo de señoras Diputadas y señores Diputados. Se me imputa haber incurrido en la causal de notable abandono de deberes, contemplada en el artículo 52 N° 2 letra c) de la Constitución Política de la República.

Por este acto y de conformidad a lo dispuesto en los artículos 39 y 43 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, de 05 de febrero de 1990, habiendo sido notificado el día lunes 27 de agosto del presente año, procedo a plantear la siguiente cuestión previa, solicitando que dicha acusación sea desestimada de plano, inadmitida, pues en lo esencial, y según se demostrará, las conductas que se me imputan no tienen, ni con mucho, la naturaleza y entidad para encuadrarse en la causal de notable abandono de deberes. 

La estructura argumentativa de esta cuestión previa, dice directa relación con la respuesta a una serie de preguntas. Dichas respuestas determinarán, con absoluta claridad, que la acusación de los HH. Diputados y Diputadas no cumple con los requisitos exigidos por el legislador, por lo que debe declararse improcedente:

1. ¿Es la acusación presentada la medida de última ratio para solucionar el problema identificado por los acusadores? ¿Reconoce la acusación presentada el carácter excepcional y subsidiario de este mecanismo de control constitucional?

2. ¿Cumple la acusación presentada con el requisito de imputar un notable abandono de deberes, en los términos exigidos por la Constitución? ¿Cumple con el estándar mínimo de seriedad o prueba al atribuir la acusación presentada un notable abandono de deberes? ¿Establece o señala claramente cuál es el deber abandonado? ¿Establece o señala claramente si tal deber fue efectivamente abandonado? ¿Prueba que los acusados actuamos de manera dolosa? ¿Establece o señala claramente que el abandono fue notable?

3. ¿Interfiere la acusación presentada en la labor privativa del poder judicial? ¿Conocer la acusación presentada obligaría al Congreso a contravenir el artículo 76 de la Constitución? ¿Es compatible la acusación presentada con el principio de independencia judicial? ¿Vulnera la acusación presentada el Estado de Derecho y el principio de separación de poderes?

4. ¿Cumple la acusación presentada con los requisitos formales mínimos de toda imputación? ¿Los cargos formulados son claros? ¿Es la acusación presentada apta para trabar un justo y racional procedimiento que permita ejercer debidamente mi derecho constitucional a defensa?

CONSIDERACIONES GENERALES

La mencionada acusación contiene, en resumen, dos capítulos, que constituirían, a juicio de los HH. Sras.Diputadas y Srs. Diputados que la suscriben, notable abandono de mis deberes como juez de la República:

Los mencionados capítulos de acusación, según el libelo correspondiente, se rotulan, el primero,  como “DE LA RESPONSABILIDAD  CONSTITUCIONAL QUE CABE A LOS MINISTROS ACUSADOS, POR HABER FALTADO DE MANERA GRAVE O NOTABLE AL DEBER DE REALIZAR UN CONTROL DE CONVENCIONALIDAD AL MOMENTO DE RESOLVER UN CONJUNTO DE RECURSOS DE AMPARO, QUE FUERON INTERPUESTOS POR CONDENADOS POR DELITOS DE LESA HUMANIDAD, DEJANDO A ÉSTOS EN LIBERTAD CONDICIONAL”; y el segundo, referido a “LA RESPONSABILIDAD CONSTITUCIONAL QUE CABE A LOS  MINISTROS ACUSADOS POR HABER FALTADO DE MANERA GRAVE O NOTABLE A SUS DEBERES, AL HABER FACILITADO LA IMPUNIDAD DE LOS CRIMENES DE LESA HUMANIDAD”.

Como puede verse, la acusación que se me ha formulado dice relación, en los hechos, a la realidad de que concurrí con mi voto a dictar siete sentencias de segundo grado en que se concedió la libertad condicional a siete personas condenadas por delitos de lesa humanidad-, al estimar que sí se reunían los requisitos que las leyes pertinentes exigen al efecto, y que por tanto, lo ajustado a derecho era resolver del modo que se hizo. 

Las referidas sentencias fueron dictadas por la Segunda Sala de la Excma. Corte Suprema los días 30 y 31 de julio último y en ellas se contiene la respectiva argumentación y, por cierto, la decisión, a veces unánime y otras con opinión contraria, pero en todas con mi parecer afirmativo.

El libelo acusatorio contiene nutrida argumentación tendiente, por un lado –Capítulo I-, a la imputación de no haber realizado “un control de convencionalidad  al momento de resolver”; y en el II Capítulo, según se dice, “al haber facilitado la impunidad de los crímenes de lesa humanidad”. 

Estimo innecesario reproducir las circunstancias de hecho invocadas, esto es, la enumeración y características de cada sentencia impugnada, pues ello constituye, en lo sustancial, un hecho cierto y no discutido (las resoluciones fueron dictadas conforme los fundamentos señalados en estas). Ello se hará, sin embargo, en la contestación subsidiaria anunciada en la suma de este escrito.

Los HH. Diputados y Diputadas, para justificar los cargos que me atribuyen, comienzan su presentación haciendo algunas consideraciones previas sobre la verdad de los esfuerzos colectivos por aclarar los delitos cometidos durante el gobierno militar y el efectivo aporte que para ello ha significado el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, en tanto “conquista civilizatoria” de la Humanidad, como se dice en un acápite de la misma. 
Alos dolores, necesidades y esfuerzos consecuentes, siempre he estado atento y creo haber aportado significativamente a su búsqueda, avance y solución. Es por eso que comparto plenamente aquel párrafo de las “Consideraciones Previas” que se resume así: “Sólo la persistente lucha de familiares de las víctimas, abogados y, en suma, del Movimiento de Derechos Humanos, ha logrado alcanzar –en condiciones siempre adversas- cuotas de verdad y justicia en casos de violaciones sistemáticas de derechos humanos”. A estos esfuerzos y adhesión comunes, reitero, no podrá negarse ni olvidarse mi activa contribución, a la cual me referiré.
La respuesta a las imputaciones formales de la acusación se dará, como ya dije, más adelante, pues en primer término me haré cargo de la incidencia previa consistente en que, a mi juicio, la acusación no procede en este caso, por existir reformas legislativas en curso, y tampoco cumple los requisitos que la Constitución Política de la República señala, siendo, por tanto, inconstitucional, por lo que deberá rechazarse. 

Por cierto que la acusación constitucional es una atribución exclusiva de la Cámara de Diputados; que debe ser interpuesta por no menos de diez ni más de veinte de sus miembros; que puede deducirse mientras el afectado esté en funciones, o en los tres meses siguientes a la expiración en su cargo;  que comprende a los Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia; que debe interponerse por escrito y sólo es procedente sobre la base de la exclusiva causal de “notable abandono de deberes". 

No cabe duda alguna que las exigencias formales señaladas se  cumplen, pero enfáticamente afirmamos que “el notable abandono de deberes” alegado por los HH. Diputados y Diputadas, no concurre en la especie.

Desarrollaremos así esta cuestión previa:

1. PRIMER MOTIVO POR EL QUE DEBE ACOGERSE LA CUESTIÓN PREVIA: LA ACUSACIÓN PRESENTADA DESCONOCE QUE LA ACUSACIÓN CONSTITUCIONAL ES UN MECANISMO DE CONTROL EXCEPCIONAL Y DE CARÁCTER SUBSIDIARIO.
Es conocido y ha sido siempre aceptado que, para ser admitida a trámite, una acusación constitucional, en razón de su gravedad, debe ser empleada sólo como último recurso; esto es, a falta de otros remedios eficaces de la cuestión que la funda. La acusación deducida no cumple con este esencial requisito para ser declarada procedente pues el remedio natural al problema que la funda consiste en modificar la legislación y no en acusar constitucionalmente. La acusación es improcedente y por tanto solicito a la H. Cámara de Diputados que la tenga por no interpuesta.    

1.1. La última ratio como requisito de una acusación constitucional y sus fundamentos. 

La acusación constitucional corresponde a un mecanismo de control excepcional y subsidiario. Trátese de un mecanismo político, jurídico, o una mezcla de ambos, lo cierto es que opera únicamente cuando no existen vías institucionales distintas para proceder. Afirmo, categóricamente, que, en la especie, sí existen otras vías para afrontar este problema y una de ellas, la más adecuada, está justamente a disposición de la H. Cámara, en su carácter de poder colegislador.
En efecto, por un lado, la excepcionalidad de este mecanismo de control, como parte del sistema de frenos y contrapesos chileno, viene dada por (1) las personas susceptibles de acusación, que corresponden a las más altas autoridades de Estado que taxativamente enumera la Constitución y por (2) las causales que la hacen procedente, también enumeradas de manera taxativa en la Constitución, que dicen directa relación con la función propia de cada una de las autoridades acusables. 
Por el otro lado, la subsidiaridad de este mecanismo de control, viene dada por el hecho de que sólo procede tratándose de causales gravísimas, de casos graves y concretos, constitutivos de delito, infracción o abuso de poder. Ello se condice además con la gravedad de la sanción asignada para el acusado: la destitución inmediata del cargo y la prohibición de ejercer funciones públicas por cinco años. 

Declarar ha lugar esta acusación constitucional conllevaría la suspensión inmediata de los acusados y produciría su arraigo. De ser acogida por el Senado, se verificaría la destitución de un juez de la Corte Suprema, o eventualmente de tres de ellos –es decir, de la mayoría de los jueces que componemos la Sala Penal de esa Corte- y nuestra  inhabilitación para ejercer funciones públicas por el plazo de 5 años. Lo anterior representa el ejercicio de la máxima función sancionadora o punitiva del Congreso en contra de una autoridad judicial, la que se vería privada de su cargo, en el que todo juez goza de inamovilidad mientras dure su buen comportamiento. 
En otras palabras, aprobar esta acusación implica el ejercicio de la actividad punitiva del Estado, conlleva penas privativas de derechos esenciales para los Ministros acusados y genera un efecto político y jurídico de enorme magnitud en la judicatura chilena y en su relación con los restantes poderes del Estado.
Lo anterior no significa que a falta de acusación constitucional, falta de control y, por tanto, falta de un sistema de frenos y contrapesos que caracteriza las democracias modernas, el único camino que queda para solucionar la materia que se quiere afrontar es la acusación. Siempre será menester verificar si existen otros mecanismos institucionales de corrección de la situación, vías menos gravosas que las contempladas a propósito de una acusación constitucional. 

En efecto, esta H. Cámara, de manera uniforme y reiterada, ha establecido que la acusación constitucional constituye un procedimiento supletorio o de última ratio, lo que ha sido también confirmado por la doctrina nacional.
Para muestra, la H. Comisión encargada de analizar la procedencia de la acusación constitucional deducida en contra del ex Ministro de Justicia, señor Luis Bates Hidalgo, en la página 111 de su informe de fecha 26 de noviembre de 2004, señaló:

“La acusación constitucional, como instituto de garantía, configura un tipo de control jurídico en manos del Congreso Nacional, doblemente excepcional y de carácter subsidiario. 

Atendida la jerarquía de las autoridades susceptibles de ser acusadas y la naturaleza y gravedad de las causales que la autorizan, la acusación constitucional es un resorte excepcional establecido por nuestra Constitución, a fin de sancionar, únicamente, actos graves y concretos, constitutivos de un ilícito constitucional que amerita la destitución en el cargo de la autoridad acusada. La acusación constitucional es, en consecuencia, un mecanismo de control jurídico-político de carácter extremo, procedente solo en última ratio, una vez que se han agotado todos los recursos o arbitrios que contempla el ordenamiento jurídico para dar solución a la infracción normativa que sirva de fundamento”. 

Por su parte, la H. Comisión encargada de estudiar la procedencia de la acusación constitucional deducida contra el ex Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, don Jorge Rodríguez Grossi, en la página 68 de su informe de fecha 1 de abril de 2003, hizo presente lo siguiente:
“Tampoco puede dejar de mencionarse el hecho que a juicio de la mayoría de la doctrina constitucional chilena, y tal como ha quedado consignado en la historia de la última década de acusaciones constitucionales, este instituto jurídico debe ser considerado como la última ratio del derecho público chileno, por cuanto en él se puede llegar a privar a una persona de su alta investidura pública, y más aún, inhabilitarlo, para el evento que la acusación fuera aprobada por el Senado, para el desempeño de funciones públicas por un lapso de 5 años (…).
Pero la extrema gravedad de las acusaciones constitucionales no sólo se refiere a la persona de los acusados, sino también a la estructura de poder del Estado y al cometido de las funciones públicas. Las acusaciones constitucionales paralizan, y si no al menos desvían la atención que las altas magistraturas deben tener respecto de los asuntos públicos que la Constitución y las leyes han dejado a su cargo. 

Lo anterior obliga a utilizar de forma prudente este dispositivo constitucional extremo, reservándolo para casos particularmente graves en los cuales se han agotado las vías jurídicas y políticas para solucionar los conflictos. No hacerlo importaría no tan solo la banalización de este instrumento, sino que además podría significar un grave atentado a la gobernabilidad del país, que es un valor que debe ser protegido y promovido especialmente por quienes detentan responsabilidades de conducción o representación política”.  

En tal sentido, la acusación constitucional como mecanismo de control y sanción sólo puede operar cuando no existan otros mecanismos que permitan dar solución al problema planteado. En este caso, el problema planteado por los HH. Diputados y Diputadas, dice relación con la legislación nacional vigente referida al otorgamiento de beneficios carcelarios para condenados por delitos de lesa humanidad. La acusación constitucional no puede utilizarse con el propósito de ejercer presión sobre la Corte Suprema para impulsar un determinado criterio jurisprudencial, incluso tratándose de las llamadas causas de derechos humanos. La acusación constitucional no es un mecanismo de extensión de las atribuciones legislativas que corresponden al Congreso Nacional, sino que es un mecanismo sancionatorio que sólo cabe ejercer en casos de especial gravedad y entidad.
Tal como señalaré a continuación, la acusación deducida en mi contra no cumple con el requisito de ser un mecanismo de última ratio, lo que constituye un primer vicio, que tradicionalmente ha sido admitido como cuestión previa. El objetivo pretendido por los HH. Diputados y Diputadas puede ser alcanzado legislando sobre la materia. 
1.2. Razón por la cual la acusación deducida no cumple con el requisito de ser un mecanismo de última ratio: el remedio natural a la cuestión que funda la acusación consiste en legislar y no en acusar constitucionalmente. 

En esencia la acción deducida nos acusa de haber incumplido con el derecho internacional de los derechos humanos, tanto en su vertiente delativa al deber de ejercitar un control de convencionalidad, como en la de evitar la impunidad, lo que constituye los capítulos primero y segundo de la acusación, respectivamente. Así, ambos capítulos de la acusación nos imputan haber dejado sin aplicación o haber hecho una aplicación puramente nominal del derecho internacional, infringiéndolo en la sustancia. La acusación no nos atribuye haber dejado sin aplicación el derecho interno, sino por el contrario, afirma que las decisiones de conceder la libertad condicional a siete condenados por delitos de lesa humanidad habrían aplicado, entendemos que correctamente o por lo menos sin abandonar nuestros deberes, el derecho doméstico o nacional. 
El abandono de deberes que se nos imputa consistiría en haber aplicado ese derecho doméstico al resolver las solicitudes de libertad condicional, en condiciones que, por tratarse de violaciones a derechos humanos, debimos haber obviado el ordenamiento jurídico interno, dando preeminencia al derecho internacional; el que a juicio de los HH. Diputados y Diputadas, nos obligaría a no otorgar beneficios carcelarios sino hasta que los solicitantes cumplieran 2/3 de sus respectivas sentencias. 

En lo esencial, el libelo se funda en que los Estados partes de algunos tratados no pueden invocar el derecho interno para dejar de cumplir sus obligaciones internacionales, deber que estaría expresado, en primer lugar, en el artículo 27 de la Convención de Viena acerca del Derecho de los Tratados. 

Lo que la acusación afirma, pero nunca considera, es que el deber de no ampararse en el derecho interno y de adecuar éste a la normativa internacional corresponde a los Estados. Al interior de los Estados, el deber recae sobre sus diversos órganos, cada uno conforme a su competencia específica. 
La jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado, de manera reiterada y uniforme, que todos los órganos del Estado, incluidos los jueces, deben velar porque los efectos de las disposiciones de los tratados internacionales “no se vean mermadas por la aplicación de normas contrarias a su objeto y fin. Los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles están en la obligación de ejercer ex oficio un ‘control de convencionalidad’ entre las normas internas y los tratados de derechos humanos de los cuales es Parte el Estado, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes”. Así, por ejemplo “(…) esta Corte considera pertinente recordar (…) que en el ámbito de su competencia todas las autoridades y órganos de un Estado Parte en la Convención tienen la obligación de ejercer un control de convencionalidad” (Sentencia de 28 de agosto de 2014 en el caso de personas dominicanas y haitianas expulsadas vs. República Dominicana, párrafo 497). 

Es más, cuando la Corte Interamericana ha condenado al Estado de Chile por casos de incumplimiento de deberes en casos de graves violaciones a los derechos humanos ocurridas durante la dictadura (cuando, en términos de la propia acusación, los Ministros acusados hemos comprometido la responsabilidad del Estado de Chile), lo ha hecho para reprochar el incumplimiento del legislador y no de los jueces. En efecto, ha ordenado al Estado de Chile realizar un acto legislativo, no uno judicial, tal como se dispuso en la sentencia recaída en el caso Almonacid Arellano vs. Chile: 
“El Estado debe asegurarse que el Decreto Ley No. 2.191 no siga representando un obstáculo para la continuación de las investigaciones de la ejecución extrajudicial del señor Almonacid Arellano y para la identificación y, en su caso, el castigo de los responsables; y (…) debe asegurarse que el Decreto Ley No. 2.191 no siga representando un obstáculo para la investigación, juzgamiento y, en su caso, sanción de los responsables de otras violaciones similares acontecidas en Chile”. 
Es evidente para cualquier persona que conoce nuestra Constitución Política, que la derogación, por ejemplo, del Decreto Ley de Amnistía es un deber que recae en el legislador, no en los jueces. Basta esta sola cita para demostrar el hecho evidente de que el deber de asegurar la vigencia del derecho internacional de los derechos humanos en el territorio nacional no recae únicamente en los jueces, sino también en los legisladores. Se trata de un deber que recae en todos los órganos del Estado, quienes deben cumplirlo en el ámbito de sus competencias (y ciertamente los jueces no tenemos la facultad de derogar normas de derecho interno, pues ello compete de forma exclusiva al poder legislativo; ni tenemos la facultad de inaplicar normas de derecho interno en casos particulares, pues ello compete al Tribunal Constitucional).
De este modo, si efectivamente existiera un deber internacional de no otorgar libertades condicionales sino hasta cumplido 2/3 de las sentencias para delitos de lesa humanidad (cuestión que controvertimos, y a la que nos referiremos más adelante), el remedio natural a ello no puede consistir en que los Ministros acusados, en un acto de prevaricación, desconozcamos una perentoria regla interna para dejarla sin aplicación. El primer obligado por el derecho internacional, dentro del ámbito de sus competencias, a salvar la supuesta contradicción entre reglas, es el legislador. Su obligación consistiría en  modificar el derecho interno, estableciendo que los condenados por delitos de lesa humanidad no tendrán derecho a obtener la libertad sino hasta cumplido 2/3 de la pena y reuniendo los demás requisitos que supone la acusación son de derecho internacional.
Bien saben los miembros del Congreso Nacional, que durante los últimos años se han tramitado distintos proyectos de ley a este respecto, tal como ilustra la siguiente tabla referida a los principales proyectos ingresados desde el año 2016 a la fecha:

	Ingreso del proyecto
	Detalle
	Etapa tramitación

	8 de agosto de 2018 
	Boletín 12010-07: Determina el sentido y alcance del Decreto Ley N° 321, de 1925, que establece la libertad condicional para los penados, respecto de los condenados por los delitos previstos en la ley N°20.357.

	Primer trámite constitucional (Cámara de Diputados). El 14 de agosto pasó a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

	3 de julio de 2018 
	Boletín 11865-07: Aumenta requisito para otorgar libertad condicional a condenados por homicidio de miembros de las Policías y Gendarmería de Chile.

	Primer trámite constitucional (Senado). El 4 de julio de 2018 pasó a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

	8 de mayo de 2018 
	Boletín 11723-07: Modifica el Código Penal y el decreto ley N° 321, de 1925, que Establece la libertad condicional para los penados, en el sentido de aumentar el período de privación de libertad de los condenados por los delitos que indica, en caso que la víctima sea menor de siete años.

	Primer trámite constitucional (Cámara de Diputados). El 10 de mayo de 2018 pasó a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

	16 de enero de 2018 
	Boletín 11573-07: Modifica el artículo 3° del decreto ley N° 321, que establece la libertad condicional para los penados, con el objetivo de incluir el delito de robo con violación entre los delitos de mayor gravedad para efectos del cómputo del cumplimiento mínimo de su condena.

	Primer trámite constitucional (Senado). El 17 de enero de 2018 pasó a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

	16 de enero de 2018
	Boletín 11569-07: Modifica diversos cuerpos legales en lo relativo al cumplimiento de penas y medidas de seguridad.


	Primer trámite constitucional (Senado). El 16 de enero de 2018 pasó a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y se mandó poner en conocimiento de la Corte Suprema. La Corte con fecha 8 de febrero de 2018 evacuó el respectivo informe.



	4 de octubre de 2017 
	Boletín 11466-07: Modifica el decreto ley N° 321, de 1925, que Establece la Libertad Condicional para los Penados, con el objeto de hacer aplicable dicho beneficio únicamente a quien haya tenido irreprochable conducta anterior.

	Primer trámite constitucional (Cámara de Diputados). El 5 de octubre de 2018 pasó a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

	18 de mayo de 2016
	Boletín 10696-07: Sustituye el decreto ley N°321, de 1925, que establece la libertad condicional para los penados.
	Comisión Mixta por rechazo de modificaciones (Cámara de Diputados). El avance legislativo de este proyecto estuvo inactivo desde diciembre del año 2016. Se reactivó recién el pasado 3 de agosto con el objetivo de elegir los nuevos diputados que integrarán la Comisión Mixta que debía proponer la forma y modo de resolver las discrepancias surgidas durante la tramitación.


	17 de mayo de 2016 
	Boletín 10681-25: Modifica el decreto ley N° 321, de 1925, que Establece la Libertad Condicional para los Penados, en materia de requisitos para su otorgamiento.
	Primer trámite constitucional (Cámara de Diputados). El 24 de agosto de 2016, pasó a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, informado previamente por la Comisión de Seguridad Ciudadana. 


	11 de mayo de 2016 
	Boletín 10671-07: Modifica el artículo 4° del decreto ley N° 321, de 1925, del Ministerio de Justicia, que establece la libertad condicional para los penados, a fin de que la Fiscalía Judicial respectiva sea oída en los casos que indica.
	Primer trámite constitucional (Senado). El 11 de mayo de 2016 pasó a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se mandó poner en conocimiento de la Corte Suprema. La Corte, presidida por mí, con fecha 5 de julio de 2016 evacuó el respectivo informe.
 

	5 de mayo de 2016 
	Boletín 10654-07: Modifica el decreto ley N° 321, de 1925, que Establece la Libertad Condicional para los Penados, con el objeto de exigir, como requisito para su otorgamiento, un informe psicosocial del condenado.
	Primer trámite constitucional (Cámara de Diputados). El 10 de mayo de 2016 pasó a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se mandó poner en conocimiento de la Corte Suprema. La Corte, presidida por mí, con fecha 5 de julio de 2016 evacuó el respectivo informe. 



Me permitiré detener en uno de los últimos presentados, que modifica diversos cuerpos legales en lo relativo al cumplimiento de penas y medidas de seguridad, ingresado al Senado por Mensaje Presidencial de la Presidenta Michelle Bachelet, quien, como todos sabemos, en la materia que nos ocupa, es la actual Alta Comisionada de Derechos Humanos de la Organización de Naciones Unidas. Este proyecto ingresó con fecha 16 de enero de 2018, correspondiente al Boletín Nº 11569-07, y que actualmente está radicado en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de dicho Senado.

Este proyecto de ley pretende justamente aumentar los requisitos exigidos por la ley para otorgar el beneficio de libertad condicional a condenados por delitos de lesa humanidad. A continuación reproduzco parte del Mensaje de la Presidenta Bachelet, que revela los problemas en la legislación vigente, que permiten que existan distintas interpretaciones jurídicas plausibles respecto a su aplicación al caso concreto (énfasis agregado): 

“Desde el retorno a la democracia en 1990, el Estado de Chile ha asumido la responsabilidad que le cabe respecto de aquellos hechos constitutivos de graves violaciones a los derechos humanos, acaecidos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990, mediante el reconocimiento y el cumplimiento de sus deberes de investigar, juzgar y sancionar a las personas responsables por esas violaciones.

El compromiso con dichos deberes se ha consolidado y proyectado mediante la promulgación de la ley N°20.357, que tipifica los denominados crímenes de lesa humanidad, genocidio y crímenes de guerra, con el objeto de regular y sancionar como tales esos graves hechos (…)

Sin perjuicio de los hitos señalados, se mantiene la deuda de normar la ejecución de las penas de aquellas personas condenadas por delitos tipificados en la ley N°20.357, como también por aquellos que en conformidad al derecho internacional constituyan genocidio, crímenes de lesa humanidad o crímenes de guerra, cualquiera haya sido la denominación que dichas conductas hubieren tenido al momento de su condena, como los ocurridos en la pasada dictadura que afectó a nuestro país. Lo anterior, a fin de evitar que la concesión u otorgamiento indebido de beneficios o gracias genere eventualmente una forma de impunidad, en atención a que se trata de la comisión de graves violaciones a los derechos humanos”.

Es claro entonces que existen discrepancias jurídicas respecto a la aplicación de la legislación vigente, que el Poder Ejecutivo identificó ya en ese momento por lo que propone reformar los cuerpos normativos pertinentes, en particular el Decreto Ley N°321 que establece la libertad condicional para los penados. Más adelante me referiré a la imposibilidad de incurrir en la causal de “notable abandono de deberes” por fallar un conflicto jurídico conforme a una, de a lo menos dos, interpretaciones jurídicas plausibles que existen a este respecto.

Continúa el Mensaje Presidencial señalando los fundamentos del proyecto de ley, en particular respecto al régimen de beneficios penitenciarios respecto a delitos de lesa humanidad, donde se mencionan distintas “fuentes internacionales que sirven de guía a las políticas de Estado en esta cuestión”, lo que revela una vez más que para asegurar una solución distinta a la decidida en estos siete casos (por no ser posible interpretar la ley de modo diferente), es imprescindible llevar a cabo una reforma legislativa. Es más, en el propio Mensaje Presidencial se da cuenta de la existencia de distintas interpretaciones en tribunales, al relatar una de ellas (énfasis agregado): 

“Aquí, es importante destacar que la exigencia de arrepentimiento se encuentra íntimamente relacionada con la finalidad de reinserción de la pena a la que se hizo referencia. Esto viene a consagrar a nivel legal una interpretación que nuestros tribunales ya han venido sosteniendo sobre el  acceso  a  beneficios  de  las  personas  condenadas  por  este  tipo  de  delitos. Así, por ejemplo, para que una persona se entienda corregida y rehabilitada para la vida social, requisito base para que proceda la libertad condicional, se ha exigido que dé cuenta de haber adquirido una adecuada conciencia del delito cometido, del daño y mal causado, lo que no se cumple si se mantiene la justificación de las acciones delictivas, requiriéndose que se demuestre una real disposición al cambio. Estas exigencias han sido justificadas en la naturaleza de los delitos, por considerarse que ellos hacen alusión a agravios que van más allá de quienes resultan concreta y específicamente afectados por los mismos, atendida la condición de violación a los derechos humanos de que se trata”. 

Respecto al contenido mismo del proyecto ley, en particular sobre el régimen de beneficios penitenciarios respecto de condenados por crímenes o simples delitos de lesa humanidad, de genocidio o de guerra, se proponen modificaciones que “precisen” o “refuercen” el alcance de la ley, lo que nuevamente demuestra que jurídicamente existen distintas interpretaciones jurídicas plausibles del contenido de la norma vigente (énfasis agregado): 

“A continuación, en materia de libertad condicional, el proyecto de ley modifica el Decreto Ley N° 321, que establece la libertad condicional para los penados, en dos sentidos. Primero, se precisa la utilización de la expresión “beneficio”, sustituyéndose el uso de la, hasta hoy, interpretable referencia a la expresión “derecho”, cuando corresponde. Segundo, se agrega un inciso final nuevo al artículo 3°, que refuerza los requisitos para optar al beneficio de la libertad condicional de aquellas personas condenadas por crímenes de lesa humanidad, genocidio o de guerra, incorporando una exigencia temporal y las condiciones de aportar antecedentes serios y efectivos en causas criminales por delitos de la misma naturaleza de los que tengan conocimiento, y de suscribir una manifestación pública de su arrepentimiento por los hechos cometidos que les atribuye la sentencia condenatoria, por el contexto de los mismos y por el mal causado a las víctimas y sus familiares (…)”.

Como si lo anterior no fuera suficientemente demostrativo, el Ministro de Justicia y Derechos Humanos de la época, señor Jaime Campos, se ha referido en distintas oportunidades a la relevancia y urgencia del proyecto de ley presentado. Para muestra, cito un extracto de la carta publicada por diario El Mercurio con fecha 28 de febrero de 2018 (énfasis agregado):
“(…) se trata de una iniciativa que nos permitirá avanzar sólidamente en el encuentro de la paz social; resuelve situaciones humanitarias hoy no previstas o mal reguladas; rechaza la impunidad y la venganza; reconoce el universalismo de los Derechos Humanos e incorpora principios y normas de Derecho Internacional obligatorios; deja en la órbita jurisdiccional cuestiones que de su seno jamás debieron haber salido, la que esperamos sea continuada por el nuevo gobierno y aprobada por el próximo Parlamento (…)”.

Asimismo, a propósito de la presentación de la acusación constitucional que nos convoca, el -ahora- ex Ministro señaló lo siguiente en una carta publicada por diario El Mercurio con fecha 23 de agosto de 2018 (énfasis agregado):
“Sabido es que el ordenamiento legal debiese ser la expresión de la idea de Derecho válida de la nación en un momento determinado de su historia (…) si la legislación no expresa esos fines, el problema no ha sido causado por quienes aplican la ley, sino por los que la dictan o no la han modificado. Así planteado, resulta absurdo que los que no han cumplido con su rol legislador acusen de notable abandono de deberes a quienes simplemente han interpretado las normas aprobadas por sus ahora detractores, en circunstancias que oportunamente debieron haber incorporado las nuevas visiones políticas, éticas o jurídicas que en el presente demandan. 

Llama la atención la sorpresa evidenciada por algunos frente a este episodio, toda vez que lo contenido en las resoluciones de marras son materias conocidas y constituían el fundamento de numerosas sentencias dictadas en los últimos años. El aparente cambio de doctrina no pasa de ser más que una nueva posverdad comunicacional (…) 

En cuanto Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, hace más de un año indicamos al Gobierno y a los dirigentes políticos y parlamentarios que lo sustentaban: (…) b) Es falso que el Derecho Internacional prohíba acceder a beneficios poscondena a los sancionados por delitos de lesa humanidad (…) si bien señala exigencias adicionales para acceder a los beneficios que concede esa Corte (tiempo, arrepentimiento y cooperación), es menester que los signatarios las incorporen en su legislación interna, para así poder ser aplicadas por sus tribunales. Luego, no es efectivo que las normas de ese Estatuto sustituyan automáticamente las disposiciones de la ley chilena, al punto que su texto no lo estipula. c) A esa fecha, varios condenados por delitos de lesa humanidad ya habían obtenido algunos de los mencionados beneficios, de suerte que, de no mediar un cambio de legislación, muchos otros los alcanzarían en los años siguientes (…)”. 

Del modo expuesto, si el gobierno pasado envió un proyecto de ley de las características anotadas, ello constituye un reconocimiento de lo imperfecta que es la legislación vigente en cuanto cumplimiento de penas y evidencia las razones por las que la Corte Suprema pronunció los fallos que tanta polémica hoy provocan (…)”.
En el mismo sentido se pronunció el constitucionalista Patricio Zapata, en su calidad de experto, ante la Comisión encargada de estudiar la procedencia de la acusación constitucional (énfasis agregado): 
“Es imperativo que el Congreso continúe con lo que se está haciendo (…) para efectos de corregir la legislación y que eso se pueda aplicar (…) De manera que existen medios, éste no es el único medio. Destituir a estos tres magistrados no es el único medio. Hay otros medios. Destituir a estos tres magistrados por notable abandono de deberes es una opción que fuerza el sentido del concepto de notable abandono de deberes (…) Es evidente que los tres magistrados no desprecian el derecho internacional, lo aplican, lo entienden, sólo tienen una aplicación discutible respecto de una de sus posibles aplicaciones concretas”.
Propongo entonces el siguiente ejercicio hipotético: supongamos como cierto el supuesto de la acusación referido a que los jueces de la Corte Suprema tenemos, en razón del deber de convencionalidad, la potestad para dejar sin aplicación una norma de derecho interno, tan clara y perentoria como la que establece el derecho a la libertad condicional. Ahora bien, si el deber de convencionalidad es un deber que recae en el Estado y, por tanto, en todos sus órganos, sería forzoso concluir que, ello significa, para los jueces, dejar de aplicar la ley nacional, y para el poder legislativo, derogar o modificar el Decreto Ley 321 que establece la libertad condicional para los condenados, por corresponder a un cuerpo normativo contrario al derecho internacional de los derechos humanos. 
Siendo así, atendido el carácter excepcional y subsidiario de la acusación constitucional, la presentada por los HH. Diputados y Diputados debe declararse no ha lugar, por existir otro remedio de carácter eficaz y ordinario, para cumplir los deberes que el Estado de Chile ha asumido con la comunidad internacional. La alternativa consiste justamente en que el Congreso lleve adelante la decena de proyectos de ley, actualmente en tramitación, con el objetivo de remediar eventuales resoluciones que, según la acusación, son contrarias al derecho internacional de los derechos humanos. 
La modificación legislativa para adaptar el derecho interno al derecho internacional de los derechos humanos está expresamente contemplada en el segundo de los artículos de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, como el primer y principal mecanismo para cumplir con el deber de convencionalidad. De hecho, es el único mecanismo expresamente señalado. En efecto, bajo el Capítulo “Enumeración de Deberes” establece (énfasis agregado):

“Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1º no estuviera ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades”. 

A mayor abundamiento, este es el remedio que sugiere la declaración de un organismo internacional, al referirse a los beneficios intrapenitenciarios, los que ciertamente tienen una alta similitud con aquellos que se examinan en esta acusación.  En efecto el Grupo de Trabajo Sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias de Naciones Unidas en informe de fecha 29 de enero de 2013, refiriéndose específicamente al caso chileno, consignó (énfasis agregado): 
“21.  El Grupo de Trabajo toma nota de las modificaciones realizadas al Reglamento de Establecimientos Penitenciarios y saluda la existencia de proyectos legislativos que dan lugar a un debate público sobre el tema de los beneficios intracarcelarios.  En este sentido, el Grupo de Trabajo insta al gobierno y al poder legislativo a permitir una amplia participación en los debates legislativos a los familiares de personas desaparecidas y de otras graves violaciones a los derechos humanos.  Asimismo, exhorta a los poderes del Estado a tomar en cuenta (…)”.  

Es fundamental subrayar que, como la propia acusación se encarga de afirmar, su eventual aprobación no modificará las sentencias ya dictadas. Por ende, el único sentido preventivo útil o práctico que tendría la acusación constitucional consistiría en evitar que otros condenados por delito de lesa humanidad obtuvieran el beneficio antes de cumplir con las dos terceras partes de sus condenas.  
Pues bien, el único modo eficaz de lograr el objetivo recién indicado de evitar que se concedan nuevas libertades condicionales a condenados por delitos de lesa humanidad sobre la base de las exigencias generales de la legislación interna consiste en la reforma legislativa. Desde luego, sólo la reforma legal puede asegurarlo, tal como indica el Mensaje del proyecto de ley antes referido, pues sólo entonces los jueces estaríamos obligados a fallar conforme a ello, bajo apercibimiento de abandonar nuestros deberes si no lo hacemos. En cambio, hacer prosperar esta acusación no garantiza que los mismos criterios y fundamentos que tienen los fallos en los que se funda este reproche no se repitan (pretender lo contrario confesaría que esta acusación vulnera el principio de independencia de los jueces). La legislación, a diferencia de las eventuales consecuencias de prosperar esta acusación, tiene la virtud de obligar con efectos generales.

Es la modificación legislativa y no la acusación, el remedio adecuado para dar solución al problema identificado por los acusadores. La acusación presentada es improcedente y por tanto debe tenerse por no interpuesta.  
Lo anterior es suficiente razón para declarar no ha lugar la acusación, pero hay mas.   

2. SEGUNDO MOTIVO POR EL QUE DEBE ACOGERSE LA CUESTIÓN PREVIA: LA ACUSACIÓN PRESENTADA NO CUMPLE CON EL REQUISITO DE IMPUTARME NOTABLE ABANDONO DE DEBERES, EN LOS TÉRMINOS EXIGIDOS POR LA CONSTITUCIÓN.

2.1. La causal de notable abandono de deberes de un magistrado de un tribunal superior de justicia. 
Habitualmente el debate jurídico en acusaciones de este tipo gira en torno a tomar partido entre la tesis estrecha y la llamada tesis amplia en esta materia. 

La teoría estrecha o restringida tuvo su génesis en 1868, año en que se registró una de las primeras acusaciones constitucionales. Dicha acusación fue dirigida en contra del entonces Presidente de la República, señor Manuel Montt, y tres Ministros de la Corte Suprema. En el desarrollo de la misma se determinó que los inculpados no habían incurrido en el ilícito de notable abandono de deberes, toda vez que ello consistía más bien en una cuestión adjetiva o formal, más que una cuestión sustantiva o material en las funciones que cumple el juez, según expusiera el entonces senador Domingo Santa María: 
“Así un tribunal debe comenzar su audiencia a tal hora, debe inspeccionar y vigilar la conducta de sus subalternos, debe visitar los lugares de detención, etc., y si violara estos deberes de una manera notable, si hiciere punible abandono de ellos, se haría reo del delito que podría denunciarse ante esta Cámara. Pero, juntamente con estas funciones, los tribunales tienen otra tarea más grave y delicada, cual es aplicar la ley y dirimir mediante esta aplicación las contiendas judiciales que ante ellos se ventilan. Pues bien, si en esta tarea de aplicación de la ley el tribunal delinque por torcida o falsa aplicación, no corresponde que el Senado investigue y juzgue acerca de la genuina aplicación de las leyes que hagan los tribunales”. 

Por otro lado, se ha dicho que la teoría amplia o extensiva surgió en 1945, con ocasión de la acusación constitucional que se siguiera en contra del Contralor General de la República, a quien se le aplicaba la misma causal que los magistrados superiores de justicia. En este caso se acogió la acusación sobre la base de la interpretación amplia, la cual incluye las cuestiones sustantivas en las funciones del juez, según lo expuesto por el senador don José Maza quien alegó que podía el Contralor abandonar sus deberes en forma material, por no concurrir a su despacho o ausentarse del lugar de su jurisdicción y podía también abandonarlos, infringiendo clara y deliberadamente la ley al resolver, esto es, al cumplir la parte más importante de su misión: 

 “No vacilo en afirmar que la acusación está bien planteada por la Cámara y que no vale la excusa de que sólo se abandonan los deberes cuando no se asiste a la oficina o no se firma oportunamente el despacho”.

Cada una de las acusaciones posteriores, muchas de las cuales se sucedieron en la década de los 90, fueron una oportunidad de debatir con fuerza y brillo estas dos tesis. En cada una de esas oportunidades, los sostenedores de una y otra tesis trajeron a colación opiniones si no contradictorias, al menos tensionadas entre quienes concurrieron a redactar la propuesta del texto que aún nos rige, en la llamada Comisión Ortúzar: Sergio Diez y el propio Enrique Ortúzar por la tesis restringida; Jaime Guzmán por la más amplia; resolviéndose en definitiva en esa instancia mantener los breves conceptos que venían de la tradición constitucional chilena.

No puede decirse que este debate haya quedado definitivamente zanjado, ni siquiera al aprobarse la acusación en contra del Ministro Cereceda, pues finalmente las razones públicas que se dieron en ella para sustentar la condena se fundaron en el incumplimiento de un deber adjetivo, como lo fue el atraso en la dictación de la sentencia, en su calidad de Presidente de la Sala, desestimándose la acusación en contra de los otros dos Ministros, acusados en razón de la sustancia de lo resuelto.   
Traigo a colación ese debate pues cualquier Sr. o Sra. Diputado que, en defensa de la independencia judicial, estime que puede acusar a un juez sólo si éste abandona sus deberes de asistir al despacho y allí conocer, resolver y hacer ejecutar lo juzgado, pero que no puede entrar a juzgar sus criterios judiciales, le bastará tan solo esa consideración para desestimar de plano la acusación presentada, pues en su texto no encontrará una sola palabra o frase en la que se nos acuse de haber abandonado los deberes adjetivos que permiten el ejercicio de la función jurisdiccional. 

2.1.1. Sentido y alcance de la expresión “notable abandono de deberes” desde una perspectiva histórica. 

A continuación realizaré una breve síntesis de las acusaciones constitucionales más relevantes que han sido presentadas en nuestro país, con especial énfasis en la discusión referida a la expresión “notable abandono de deberes”. 


 La primera acusación contra miembros de los Tribunales Superiores de Justicia por notable abandono de sus deberes (1868 -1869), contuvo seis capítulos.

En los aspectos más sobresalientes del debate, según consta en los Diarios de la Cámara, se vertieron las siguientes expresiones (énfasis agregado): 
“Hay actos propios del Juez que por su naturaleza no están ni pueden estar sometidos a enjuiciamiento. El Juez es llamado a aplicar la leí i del juicio que al hacer esta aplicación forme, no puede tener responsabilidad como delincuente. La inteligencia y aplicación de la lei es un ejercicio de la razón individual, es una aplicación del criterio que puede ser suceptible de error pero no constituye delito” (Sr. Antonio Varas, sesión de 25.08.1868, pág. 658).

“La Constitución no ha querido que los Tribunales de Justicia, en la delicada función que ejercen aplicando la lei, queden sometidos a jueces en quienes no concurra la competencia suficiente para apreciar con exactitud y verdad los fallos en que se suponga que la lei ha sido abiertamente i maliciosamente infrinjida. ¿Cómo formaría juicio cabal la Cámara sobre espediente de Gandarillas, el de Figueroa, el de Cabrera?; ¿Cómo apreciaría las infracciones de lei que hayan podido cometerse en ellos, cuando muchos señores diputados no tienen conocimientos especiales en Jurisprudencia?” (Sr. Domingo Santa María, sesión de 25.08.1868, pág. 678).

Esta acusación fue rechazada en el Senado mediante sentencia de 10 de mayo de 1869, que en lo medular decía (énfasis agregado): 
“Considerando respecto del primer capítulo que los magistrados cumplen estrictamente su deber cuando en las causas sometidas a su conocimiento y decisión aplican las leyes según su leal saber y entender (…) Considerando además que no compete al Senado juzgar acerca de la verdadera y genuina aplicación de las leyes que hagan los tribunales. Considerando finalmente que en ninguno de los capítulos de la acusación que se han enunciado hay culpabilidad ni abandono notable de deberes, ni nada que empañe la honorabilidad y rectitud que deben distinguir a los magistrados del primer Tribunal de la República”.
De esta manera, es posible apreciar que ya en esa época, se entendía que el concepto de notable abandono de deberes no decía relación con los fundamentos o contenido de los fallos, ni con la aplicación de las leyes que en ellos se hiciere.

Al término de la revolución de 1891, la Cámara de Diputados declaró haber lugar a la acusación interpuesta en contra de numerosos magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia. Sin embargo no prosperó porque al poco tiempo de restablecerse la normalidad constitucional se dictaron leyes de amnistía que cubrieron las acusaciones de la Cámara.

En 1933, un grupo de Diputados acusó a la Corte Suprema por su presunta responsabilidad en diversos hechos. En los debates pertinentes, el H. Diputado y Constitucionalista, don Carlos Estévez Gazmuri expresó (énfasis agregado): 
“Si fuera permitido a otras autoridades que no fueran los Tribunales, apreciar la forma como ellos han aplicado la ley, habríamos destruido por su base el primer fundamento que establece la Constitución como base de la organización del Poder Judicial: la independencia del mismo.

Si el Congreso o el Presidente de la República, en cualquier momento, entrara a ejercer funciones judiciales, violaría abiertamente la Constitución, porque la Constitución se los prohíbe en la forma más terminante y más precisa, precisamente, con el objeto de asegurar la independencia de los magistrados judiciales en el desempeño de esta primera y más importante función de su cargo (…).

Hay pues, Honorable Cámara, dos funciones enteramente distintas que la Constitución señala y aparta precisamente: una es el mal desempeño de los deberes como juez -y en este sentido puede el juez delinquir y estar sometido a proceso dentro de los Tribunales- y otra, enteramente distinta que es el notable abandono de estos deberes en cuanto funcionario público, en cuanto magistrado. Esta última es la única que a nosotros nos corresponde juzgar.

Es ésta la doctrina que yo he sostenido precisamente, Honorable Presidente: nunca la Cámara puede entrar a averiguar si el Magistrado ha interpretado bien o mal la ley, porque eso convertiría a la Cámara en Poder Judicial, cosa que le es absolutamente prohibida” (Sr. Carlos Estévez G., sesión de 28.07.1933, Pág. 999).
La proposición de acusación constitucional fue rechazada el 28 de junio de 1933. Se reitera entonces la tesis que ninguna autoridad ajena al Poder Judicial puede ejercer funciones judiciales o revisar sentencias.

 En 1961, la Comisión en forma clara y precisa excluyó la posibilidad de un juicio político en aquellos casos que se relacionan con la forma de administrar justicia y la interpretación de la ley. Se dijo en la oportunidad: 
‘‘Claramente se advierte, pues, que la Constitución Política ha restringido la posibilidad de instaurar un juicio político en contra de los miembros de los Tribunales Superiores de Justicia mediante acusación constitucional, a los casos de notable abandono de deberes, que no puede confundirse en modo alguno con la forma en que los jueces administran justicia, la que puede, incluso, llegar a ser constitutiva de los delitos de cohecho u otras formas de prevaricación o torcida administración de justicia, tipificados en los Arts. 223 a 226 del Código Penal. Los precedentes de las acusaciones constitucionales de 1868 (Jorge Hunneeus: La Constitución ante el Congreso, T. I. pág. 263) y de 1933 (Bol. Sesiones Cámara de Diputados T. I. pág. 861, Informe de la Comisión y pág. 1.054) contra la Corte Suprema, han fijado este criterio constituyendo jurisprudencia parlamentaria sobre el particular” (Sesión de 30.05.1961, pág. 168).

La acusación fue declarada inadmisible por la H. Cámara de Diputados, incluyéndose el voto de su Presidente H. Diputado Sr. Jacobo Schaulsohn. Nuevamente, no sólo se reitera el alcance de la expresión notable abandono de deberes, sino que además se le da el carácter de jurisprudencia parlamentaria.

En 1967, el Informe de la Comisión nuevamente se refirió al significado de la expresión “notable abandono de deberes” (énfasis agregado): 
“El notable abandono de sus deberes tiene otro muy distinto significado. Ellos no tienen relación con la facultad de juzgar, que es función inherente a la judicatura, sino a situaciones de orden material, económico, disciplinario o moral. Don Antonio Varas, Ministro y amigo de don Manuel Montt, que era senador en aquel tiempo, expuso que deberes eran actos propios de los jueces, que en atención a la naturaleza de ellos, no podían ser sometidos a enjuiciamiento, porque se guían por la razón individual o criterio. Don Eleodoro Yañez sostuvo en la comisión redactora de la Constitución Política del año 1925, sobre este punto que (...) como si se tratara de un juez que tenga pervertida su autoridad moral (deber) por causas independientes del ejercicio del cargo” (Sesión de 14.11.1967, pág. 1.452 y siguientes).

En la ocasión, intervinieron numerosos Diputados, destacándose el Sr. Renato Valenzuela Labbé, quien sostuvo (énfasis agregado): 
“La forma como los Ministros de la Corte Suprema interpretan la ley al aplicarla a los casos, a las contiendas a ella sometidas, constituye, como dice el profesor de Derecho Constitucional y Administrativo don Enrique Silva Cimma, la esencia de la potestad que la Constitución entrega al Poder Judicial”.

La H. Diputada Sra. Inés Enríquez, como integrante de la Comisión, estuvo encargada de informar a la Cámara. Junto con hacer una pertinente defensa del principio de separación de poderes, terminó concluyendo que no podía imputarse notable abandono de deberes a quienes en cumplimiento de sus funciones como Poder del Estado y en ejercicio legítimo de sus atribuciones, aplican textos en cuya dictación no han participado. Esta acusación fue rechazada en la H. Cámara de Diputados.

 
En diciembre de 1992 fueron acusados los Ministros Srs. Cereceda, Beraud y Valenzuela, además del Auditor General del Ejército Sr. Torres. Se les imputaba haber resuelto una contienda de competencia entre la justicia civil y la justicia militar, prefiriendo a esta última por estimar que a la época de los hechos el país se encontraba en “estado de guerra interna”. Según los acusadores, los sentenciadores habrían incurrido en notable abandono de deberes. Además, la acusación se basó en una supuesta mala constitución de la Sala que había conocido de otro asunto, como también en la demora para dictar un fallo de casación, recaído en el proceso referido en el párrafo anterior.

La acusación fue aprobada en la Cámara de Diputados. En el Senado sólo fue acogida contra del ex Ministro Sr. Hernán Cereceda, siendo de importancia destacar que los Srs. Senadores que permitieron la mayoría necesaria, dejaron constancia de que lo hacían sólo por el atraso en la dictación del fallo.

Así las cosas, la única vez en la historia republicana de nuestro país, que un juez ha sido hallado culpable en el contexto de una acusación constitucional dirigida en su contra, ha sido por el incumplimiento de un deber adjetivo. En la oportunidad se mantuvo, una vez más, el criterio tradicional-restringido relativo a la extensión y significado de la expresión “notable abandono de deberes”.
2.1.2. Sentido y alcance de la expresión “notable abandono de deberes” desde una perspectiva sistemática. 

Habiendo ya analizado el sentido y alcance de la expresión “notable abandono de deberes” desde una perspectiva histórica, es turno de hacerlo desde una perspectiva sistemática, es decir, interpretar tal expresión de modo que su sentido y alcance sea acorde con el contenido general del ordenamiento jurídico chileno, particularmente, con el contenido normativo de la Constitución. De este modo, su significado atenderá al conjunto de normas del que forma parte (interpretación unitaria), pues una norma no puede ser interpretada de manera aislada, sino que debe serlo conforme al “sistema” del que forma parte. 


Una lectura sistemática de los artículos 52 N° 2 letra c), 76 y 79 de la Constitución, permite concluir que el “notable abandono de deberes” nunca puede estar referido a la dictación de fallos de Ministros de la Corte Suprema, ni, por tanto, a la revisión de su contenido (salvo que se trate de sentencias, por ejemplo, que contengan disposiciones claramente aberrantes, como que la persona humana no tiene dignidad).

Por de pronto, el artículo 76 inciso 1° lo prohíbe expresamente (énfasis agregado): 
Artículo 76.- La facultad de conocer de las causas civiles y criminales, de resolverlas y de hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribunales establecidos por la ley. Ni el Presidente de la República ni el Congreso pueden, en caso alguno, ejercer funciones judiciales, avocarse causas pendientes, revisar los fundamentos o contenido de sus resoluciones o hacer revivir procesos fenecidos (…)”. 
 
Cabe entonces preguntarse por el alcance de la expresión “revisar los fundamentos o contenido de sus resoluciones”. Siendo esta expresión una novedad constitucional, que sólo rige desde 1981, es de suma importancia precisar su alcance y extensión.

Al establecer la prohibición que comentamos, la intención del legislador fue reforzar aún más la independencia del Poder Judicial e impedir que los otros Poderes del Estado pudieren, como hemos dicho, revisar o calificar los fundamentos, contenido, justicia o legalidad de lo que se resuelve, inclinándose de este modo por una interpretación restringida de la expresión "notable abandono de deberes”.

¿Podría, por ejemplo, el Congreso atribuir abandono de deberes porque no comparte los razonamientos y la lógica interpretativa de una sentencia de casación?

¿Podría el Congreso destituir a un juez porque en determinado proceso criminal, en sentencia de término, éste decide absolver o condenar a un individuo y ello no sea a satisfacción de un grupo de parlamentarios?

Los HH. Diputados y Diputadas acusadores deberán recordar que, de acuerdo con lo que previene el N° 4 del artículo 170 del Código de Procedimiento Civil, “las sentencias definitivas de primera o de única instancia y las de segunda que modifiquen o revoquen en su parte dispositiva las de otros tribunales”, como es el caso, deben contener "las consideraciones de hecho o de derecho que sirven de fundamento a la sentencia”, las que por cierto están expresamente señaladas en cada uno de las siete resoluciones referidas en la acusación constitucional, tal como analizaré más adelante.
Conforme a lo señalado en el artículo 76 antes transcrito, al Congreso Nacional le está vedado revisar o calificar estas consideraciones o fundamentos del fallo y tampoco puede hacerlo respecto, por ejemplo, la determinación del alcance del objeto litigioso y la legislación aplicable al caso concreto.

Como queda demostrado de las ideas antes expuestas, la acusación yerra en su base, en su esencia, y, por eso, es improcedente en Derecho, ya que invade atribuciones privativas y exclusivas del Poder Judicial y pretende revisar y calificar algo que la Constitución Política de la República prohíbe, cuestión que la convierte en abierta y manifiestamente inadmisible, motivo por el que sólo cabe dar lugar a la cuestión previa que se plantea.

Durante estos días se ha discutido respecto al significado de “revisar”. El profesor Humberto Nogueira, en audiencia de fecha 31 de agosto de 2018 ante la Comisión encargada de estudiar la procedencia de la acusación constitucional, señaló que correspondía atender al significado de esta palabra conforme a la definición del Diccionario de la Real Academia Española. Lo cierto es que la RAE define este concepto de dos maneras: primero, en un sentido técnico, de modo que revisar significa “ver con atención y cuidado” y, segundo, en un sentido que aplicado a este caso revelaría que se trata del ejercicio propio de la jurisdicción, a saber, “someter a nuevo examen para corregirlo, enmendarlo o repararlo”.


Incluso si en el caso del artículo 76 pudiera estimarse que la prohibición de “revisar” implica “modificar” resoluciones judiciales, permitiendo entonces “verlas” o “examinarlas”, tal como pretenden los HH. Diputados y Diputadas, el tenor del artículo 79 que transcribo a continuación (énfasis agregado) permite concluir, sin lugar a dos interpretaciones, que el sentido y alcance de la expresión “notable abandono de deberes” que los acusadores pretenden otorgarle, es errado y, por tanto, inconstitucional.    

Artículo 79. “Los jueces son personalmente responsables por los delitos de cohecho, falta de observancia en materia sustancial de las leyes que reglan el procedimiento, denegación y torcida administración de justicia y, en general, de toda prevaricación en que incurran en el desempeño de sus funciones.
Tratándose de los miembros de la Corte Suprema, la ley determinará los casos y el modo de hacer efectiva esta responsabilidad”.

Este artículo señala que, respecto al contenido de los fallos, conforme lo desprendido del inciso primero, será la ley (es decir, normas de carácter legal) y no la Constitución (es decir, normas de carácter constitucional, como son aquellas referidas a la acusación constitucional), la que determinará los casos y el modo de hacer efectiva la responsabilidad que cabe a los jueces por el contenido de sus fallos. A mayor abundamiento, cabe revisar el artículo 324 del Código Orgánico de Tribunales: 

Artículo 324. “El cohecho, la falta de observancia en materia sustancial de las leyes que reglan el procedimiento, la denegación y la torcida administración de justicia y, en general, toda prevaricación o grave infracción de cualquiera de los deberes que las leyes imponen a los jueces, los deja sujetos al castigo que corresponda según la naturaleza y gravedad del delito, con arreglo a lo establecido en el Código Penal.

Esta disposición no es aplicable a los miembros de la Corte Suprema en lo relativo a la falta de observancia de las leyes que reglan el procedimiento ni en cuanto a la denegación ni a la torcida administración de la justicia”. 


Lo anterior genera una aparente contradicción entre lo establecido en el artículo 52 N° 2 letra c) y lo establecido en el artículo 79. 
Artículo 52.- “Son atribuciones exclusivas de la Cámara de Diputados: (…)

2) Declarar si han o no lugar las acusaciones que no menos de diez ni más de veinte de sus miembros formulen en contra de las siguientes personas: (…)

c) De los magistrados de los tribunales superiores de justicia y del Contralor General de la República, por notable abandono de sus deberes; (…)”

Sin embargo, tal contradicción es aparente, toda vez que el artículo 79 regula situaciones de carácter específico que dicen relación con la responsabilidad personal de los jueces en casos que dicen directa relación con el ejercicio de la jurisdicción (“delitos de cohecho, falta de observancia en materia sustancial de las leyes que reglan el procedimiento, denegación y torcida administración de justicia y, en general, de toda prevaricación en que incurran en el desempeño de sus funciones”). Por tanto, la determinación de este tipo de responsabilidad de los jueces no cabe dentro de las atribuciones constitucionales del Congreso, toda vez que la propia Constitución le sustrajo explícitamente esta facultad. 


¿Cómo solucionar entonces la supuesta contradicción entre el artículo 52 N° 2 letra c) y el artículo 79? Siendo leales al texto constitucional e interpretando que el “notable abandono de deberes” corresponde a la infracción de determinados deberes –de carácter adjetivo y sustantivo si se quiere– siempre que no se refieran a las conductas establecidas en el artículo 79. Resulta pertinente destacar que entre las conductas enumeradas en este último artículo se encuentra la “prevaricación”, es decir, dictar a sabiendas una resolución arbitraria e injusta, lo que se refiere justamente al ejercicio de la jurisdicción, y que es lo que los acusadores me imputan. 


Esta lectura, a su vez, es sistemáticamente acorde con la prohibición establecida en el inciso primero del artículo 76 (“Ni el Presidente de la República ni el Congreso pueden, en caso alguno (…) revisar los fundamentos o contenido de sus resoluciones”). Ya sea que “revisar los fundamentos o contenido de sus resoluciones” se entienda como “modificar” o simplemente “examinar”, es claro que ello excede las competencias constitucionales de la H. Cámara de Diputados. 
2.2. La acusación interpuesta no cumple con el estándar mínimo de seriedad o de prueba al atribuirnos notable abandono de deberes. 

Más allá de la discusión sobre si el concepto “notable abandono de deberes” alcanza deberes adjetivos y/o sustantivos, y si determinados deberes sustantivos sólo pueden ser conocidos conforme lo señalado en normas de carácter legal, para aquellos que consideren que una acusación en contra de un juez sí puede fundarse en el contenido de una o varias decisiones judiciales, habrán de concordar que, en razón del necesario resguardo de la separación de los poderes; de la protección de la independencia judicial; de la imparcialidad de sus jueces y del derecho a defensa de los acusados, resulta indispensable que una acusación (1) identifique claramente el deber que se impute como abandonado; (2) que se afirme no una infracción discutible a ese deber, sino un abandono del mismo y (3) que se justifique cómo es que tal abandono puede ser calificado de notable. 

Estos requisitos de una acusación constitucional en contra de un juez se ven reforzados en razón de dos principios que debe respetar el Estado cuando ejerce su potestad sancionadora, de la que ciertamente la acusación constitucional es una expresión más. Se trata de dos principios básicos de la ética, que unen singularmente a ésta con el Derecho. 
Estamos conscientes que éste es un juicio político. Mucho se ha dicho respecto a la naturaleza jurídica o política de una acusación constitucional como ésta. Aunque aún persistan muchas cuestiones discutidas en este debate, existen dos principios básicos que, en un Estado de Derecho, el Estado debe respetar cuando despliega un juicio de reproche en contra de un individuo. Ellos vinculan lo jurídico y lo político, por lo que nos parece especialmente pertinente traerlos a colación en esta instancia. 
El primero de esos valores o principios es el que, en el ámbito penal y el administrativo, se conoce cómo principio de tipicidad: se exige que el Estado le reproche a un individuo tan sólo lo que antes le ha anunciado como una conducta ilícita o indebida. En la especie, ello obliga a acusar a un Ministro tan sólo por notable abandono de un deber claro, una obligación precisa. Se refuerza así que los deberes que se dicen abandonados deben estar claramente establecidos como tales. Ello no es así en la especie. 

En segundo lugar, una acusación debe respetar el principio básico de que no hay responsabilidad sin culpa: en este caso, el notable abandono de deberes alegado requiere mala intención, o al menos, culpa.


De ese modo, y a partir de estas dos vertientes, resulta claramente exigible que una acusación constitucional en contra de un juez, para ser admitida a trámite, debe identificar, con claridad,  el deber preciso y evidente del juez que se dice incumplido (principio de tipicidad), y, en segundo lugar, que ese deber debe haber sido notablemente abandonado; esto es, con mala intención o grave negligencia (no hay responsabilidad sin culpa). En palabras de Alejandro Silva Bascuñán, en “Tratado de Derecho Constitucional”, Tomo VI, Editorial Jurídica, Santiago, año 2000, página 173; una acusación constitucional por esta causal (énfasis agregado):

 “[p]rocede cuando se producen circunstancias de suma gravedad que demuestran, por actos u omisiones, la torcida intención, el inexplicable descuido o la sorprendente ineptitud con que se abandonan, olvidando o infringiendo los deberes inherentes a la función pública ejercida”. 

 
Expondré, en lo que sigue, como es que la acusación no satisface ninguno de estos dos estándares mínimos.
2.2.1. La acusación no establece con claridad cuál es el deber abandonado. 
Si bien es cierto la acusación destina unas breves páginas a concretar la acusación que me imputa junto a los otros dos Ministros acusados (70 a 75 para el primer capítulo y 89 a 90 para el segundo), está lejos de identificar, cuál sería el deber incumplido a propósito del capítulo acusatorio primero y cómo las sentencias judiciales que fundan el reproche del capítulo acusatorio segundo, significarían haber incurrido en abandono de tal deber. 

En efecto, en el primer capítulo se afirma que estos jueces habrían faltado al deber de realizar un control de convencionalidad. Se afirma que en el derecho internacional de los derechos humanos no se prohíbe, sino que se permite otorgar beneficios penitenciarios a los violadores a los derechos humanos. Si entramos al fondo del asunto, habremos de examinar cómo es que tal beneficio es considerado, en el derecho internacional, como un derecho de los condenados y como un deber del Estado, por lo que los Ministros acusados fallamos –de hecho- conforme al derecho internacional. 

En consecuencia, el asunto de una supuesta infracción se reduce a cuáles serían los requisitos para conceder la libertad condicional a violadores a los derechos humanos. Para fundar tal infracción, la acusación incurre en tres afirmaciones infundadas y erróneas: 

1. La jurisprudencia de la Corte Interamericana establecería como requisito para otorgar la libertad condicional el cumplimiento de dos terceras partes de la pena impuesta. Esta afirmación carece de todo fundamento en la acusación. La Corte Interamericana nunca ha establecido tal regla, y por el contrario, ha declarado que la regla de la Corte Penal Internacional sólo es aplicable a las condenas determinadas por esa misma Corte. En efecto, en la Resolución de Supervisión de Cumplimiento de Sentencia del Caso Barrios Altos y Caso La Cantuta vs. Perú, de 30 de mayo de 2018, la CIDH  razona: 
“41. En síntesis, los Estatutos de los tribunales penales internacionales (…) únicamente regulan el otorgamiento de beneficios en la ejecución de la pena por esos mismos tribunales, siendo que además el de la Corte Penal Internacional lo que regula es la posibilidad de “reducción de la pena”.  Ello implica que las penas fijadas por el tipo de delitos conocidos por dichos tribunales penales internacionales no pueden ser perdonadas o reducidas por decisiones discrecionales de los Estados respectivos.
2. La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en su jurisprudencia, habría razonado que los Estados no deben entregar beneficios indebidos a condenados por delitos de lesa humanidad. Eso es efectivo, y la Corte lo ha dicho así en varios casos. Lo que los HH. Diputados y Diputadas no logran fundar nunca en su acusación, porqué los beneficios otorgados en las sentencias en que se sustenta el reproche son indebidos, pues jamás señalan qué deber, regla o principio de derecho internacional los Ministros acusados infringimos. Y la acusación no logra establecer esta afirmación que resultaría esencial para sustentarla, por cuanto nunca la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha hecho este razonamiento a propósito del otorgamiento de la libertad condicional habiéndose cumplido la mitad de la pena, y por cierto, menos lo ha hecho en los casos en que los Ministros acusados debimos pronunciarnos, ni en ninguno que guarde una mínima analogía con ellos. 
Como demostraré si entramos al fondo, tan sólo en dos de los casos citados el Estado había otorgado el beneficio de la libertad condicional. En ellos había otorgado el beneficio una vez cumplido un noveno y un sexto de la condena impuesta. En el otro caso, la libertad se había concedido una vez cumplido una cuarta parte de la pena, pero este beneficio aparecía otorgado como un premio al hecho que los condenados, liberados de facto de la pena de presidio que cumplían, habían participado en un nuevo homicidio planificado por el Estado
. En el fondo de la cuestión analizaré aquello. 
Sin embargo y como cuestión de admisibilidad, destaco que, en parte alguna del libelo acusatorio se afirma que la jurisprudencia de la Corte Interamericana haya establecido que sea indebido –por sí sólo o en sí mismo- otorgar el beneficio de la libertad condicional una vez cumplida la mitad de la pena; afirmación que resultaría falsa y que es necesario aseverar para sostener que, al otorgar el beneficio cumplida la mitad de la pena, los jueces de los Estados Partes infringen un deber, principio o regla de derecho internacional.   

3. Los tribunales de Chile deberían seguir la regla de los dos tercios de la condena, en razón de ser ésa la regla de la Corte Penal Internacional. Pero ocurre que ese deber no existe. La propia regla de la Corte, contenida en el artículo 110 del Estatuto de Roma, promulgado en el Estado de Chile el 6 de julio de 2009, es clara en su tenor evidente (énfasis agregado):

“Examen de una reducción de la pena. 
1. El Estado de ejecución no pondrá en libertad al recluso antes de que haya cumplido la pena impuesta por la Corte.

2. Sólo la Corte podrá decidir la reducción de la pena y se pronunciará al respecto después de escuchar al recluso.

 3. Cuando el recluso haya cumplido las dos terceras partes de la pena o 25 años de prisión en caso de cadena perpetua, la Corte examinará la pena para determinar si ésta puede reducirse. El examen no se llevará a cabo antes de cumplidos esos plazos (…)”.
De ese modo, la regla de las 2/3 partes de cumplimiento de la pena, que la acusación supone debimos aplicar, no obliga a los Estados Partes del Tratado con respecto a las condenas que el mismo dicte en casos de derechos humanos, sino a la propia Corte Penal Internacional, respecto de las personas que ésta condene. 
En consecuencia, el primer capítulo de la acusación falla ostensiblemente en identificar el deber incumplido. No existe una regla en el derecho internacional de los derechos humanos que obligue a esperar el cumplimiento de las dos terceras partes de la condena para conceder el beneficio de la libertad condicional. 

En lo que toca al segundo capítulo, se nos atribuye a los Ministros acusados haber permitido la impunidad de estos delitos. Sin embargo, la propia Corte Interamericana de Derechos Humanos ha definido, de manera consistente y reiterada, que la impunidad consiste en (énfasis agregado):

“La falta en su conjunto de investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y condena de los responsables de las violaciones de los derechos protegidos por la Convención Americana, toda vez que el Estado tiene la obligación de combatir tal situación por todos los medios legales disponibles ya que la impunidad propicia la repetición crónica de las violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las víctimas y de sus familiares”
.  

En la especie, cada uno de los condenados beneficiados habían cumplido, a la fecha de las sentencias que se nos reprochan, tal como reconocen los acusadores, más de la mitad de sus condenas privativas de libertad. En la propia acusación no hay una sola palabra o frase que explique cómo se nos puede atribuir a los Ministros acusados, la grave imputación de haber otorgado o facilitado la impunidad de los condenados. En efecto, en las páginas 89 y 90 de la acusación, en cuyo epígrafe se anuncia que se explicará el modo en que los Ministros acusados habríamos facilitado la impunidad, (1) se vuelve sobre la acusación de que los beneficios habrían resultado indebidos; (2) se insiste en que no se habrían cumplido los requisitos establecidos en el derecho internacional de los derechos humanos para concederla; (3) se afirma que es legítimo conceder tal beneficio, pero que, al hacerlo debe respetarse el acceso a la justicia de las víctimas; (4) se afirma que las fuentes del derecho internacional son parte del acervo universal y se dice que lo abandonamos en la fase de cumplimiento de la pena. 
Como puede apreciarse, el segundo capítulo remite enteramente al primero. No contiene una sola línea para explicar lo que anuncia; esto es el modo en el que estos acusados habrían facilitado la impunidad (no otra cosa) de los delitos. 
Ello no es extraño, toda vez que, atendida la definición de “impunidad” de la propia Corte Interamericana de Derechos Humanos, resultaría, a lo menos difícil, usar el concepto de impunidad para hechos investigados y establecidos como delitos en una sentencia y en condiciones que sus responsables fueron enjuiciados y condenados y en circunstancias que más de la mitad del tiempo de esas condenas fueron cumplidas en recintos carcelarios y, al cabo de todo ello, se les concedió una libertad restringida y condicionada, que constituye una forma alternativa de cumplir la pena. 
2.2.2. La acusación no atribuye abandono de deberes, sino haberlos cumplido de un modo que los acusadores no comparten. 

La RAE ha señalado que el vocablo abandono implica la “acción y efecto de abandonar y abandonarse”, en tanto que “abandonar” es “dejar, desamparar a una persona o cosa”; “dejar un lugar, apartarse de él, cesar de frecuentarlo o habitarlo”. También significa “descuidar uno de sus intereses u obligaciones”, o bien, “dejar una actividad u ocupación o no seguir realizándola”. Por tanto, “abandonar un deber” significa dejarlo enteramente sin ejecución. Abandonar significa restarse, dejar de lado, ausentarse de una actividad u ocupación que constituye un deber. 
De una lectura atenta de la acusación, de una que vaya más allá de los adjetivos, se colige que no se nos acusa como Ministros por haber abandonado nuestro deber de ejercer jurisdicción, o por no considerar que los condenados a quienes dimos el beneficio eran autores de delitos de lesa humanidad. La propia acusación reconoce que ejercimos jurisdicción y reconoce que los condenados fueron considerados como condenados por delitos de lesa humanidad. La acusación no nos atribuye haber abandonado; esto es, haber dejado enteramente sin ejecución el derecho internacional de los derechos humanos. Por lo demás, ello habría resultado un exceso imposible de demostrar, en condiciones que las sentencias en las que se funda el reproche se hacen cargo –explícitamente- de las disposiciones contenidas en el Estatuto de Roma y de la  jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
Estas dos fuentes de derecho internacional (el Estatuto de Roma y la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos), de las cuales la propia acusación se funda para sostener la existencia de un deber incumplido, están expresamente consideradas en las sentencias que dictamos los Ministros acusados. Por eso es que no se acusa, no puede acusarnos de abandono de deberes, sino de haber hecho una interpretación indebida de esos instrumentos.  
Así queda, por ejemplo, de manifiesto en el primer capítulo donde no se nos acusa de haber dejado sin aplicación el Estatuto de Roma, sino de haber entregado un “argumento de carácter literal para dejarlo sin aplicación al caso concreto”  (pág. 70), bastando esa sola afirmación que sirve de título al supuesto abandono de nuestros deberes, para entender que estamos frente a una discusión acerca del modo en que argumentamos una sentencia; al modo correcto de considerar un tratado internacional y no al hecho de haberlo desconsiderado. 
El carácter literal de la aplicación que se nos reprocha vuelve a reiterarse en página 71, la que en forma decidora para la tesis que sostenemos, afirma: “En el fondo, ante una interpretación que neutraliza la aplicación de un tratado internacional, siendo que el artículo 110 del referido pacto (…)”. Las expresiones no requieren comentarios.  Es evidente que lo imputado en la acusación, es la forma de interpretar un tratado internacional, ejercicio que ciertamente está lejos de representar un abandono de deberes. 
Como si ello no fuere suficiente, en el párrafo siguiente los acusadores indican que “no se advierte de lo razonado por los jueces, que ellos realicen un ejercicio de ponderación para el otorgamiento del beneficio (…)”.  Una vez más, los HH. Diputados y Diputadas acusadores cuestionan una forma de ponderar y de interpretar, lo que ciertamente no representa el abandono de deberes, sino justamente el ejercicio de la jurisdicción, la aplicación de la ley al caso concreto por parte de los Ministros de la Excma. Corte Suprema, en cumplimiento del deber que la Constitución nos ha impuesto. 
Nuevamente, esta vez en la página 75: “es así que la Corte Suprema, con un mínimo de consideración de estos elementos debió llegar a la única conclusión posible en la materia (…)”. Queda en evidencia que los Ministros acusados no desconsideramos elementos ni menos abandonamos nuestros deberes. Lo que la acusación materialmente nos imputa es haber arribado a una conclusión que un grupo de Sres. y Sras. Parlamentarias estima como indebida. 

Lo anterior demuestra que la acusación constitucional se refiere a una –supuestamente- errada interpretación del derecho internacional de los derechos humanos; pues se nos acusa de aplicarlo al caso concreto de manera incorrecta, no de abandonar nuestro deber de considerarlo al momento de dictar sentencia. No se nos atribuye un abandono de deberes, sino un incorrecto cumplimiento de ellos. Tal como demostré anteriormente, de la lectura de los hechos relatados en los capítulos acusatorios I y II, se desprende que estamos justamente en la situación contraria a lo que podría estimarse un “notable abandono de deberes”, puesto que los Ministros acusados, conforme a los hechos descritos en la acusación, precisamente hemos cumplido el deber constitucional que obliga a todos los jueces de la República, esto es, “conocer de las causas civiles y criminales” y “resolverlas” (artículo 76 de la Constitución Política). 

Ciertamente la acusación repite muchas veces que habríamos abandonado nuestros deberes, pero materialmente lo que nos atribuye es un erróneo cumplimiento de los mismos. En ese sentido me atrevo a señalar que la intención de sancionar a los Ministros acusados se justifica en último término por haber dictado una resolución cuyos fundamentos y contenidos los HH. Diputados y Diputadas no comparten desde el punto de vista político, sin reparar en que tales resoluciones fueron tomadas de conformidad a la legislación vigente y no pueden ser objeto de revisión por órgano o persona alguna puesto que, de lo contrario, se destruirán principios como son la independencia del Poder Judicial y la estabilidad jurídica.  

Bien conoce la H. Cámara de Diputados el principio de separación de poderes públicos, que importa la división de funciones entre distintos órganos estatales. Al respecto, el profesor Fernando Atria, en “La forma del Derecho”, Editorial Marcial Pons, Buenos Aires, 2016, Pág. 227 y 228, ha señalado (énfasis agregado):

“La función legislativa es identificar las normas que van en el interés de todos; su estructura, entonces, ha de ser una que hace que eso sea probable. Por eso el cuerpo legislativo en todos los sistemas democráticos es siempre una asamblea que en principio el menos pretende representar a todos los miembros de la comunidad política (…)

Pero el juez no necesita representar a nadie. Lo que aparece ante el juez es una norma que ya ha sido sometida al procedimiento legislativo de justificación, y por esto el juez no debe volver a preguntarse si la norma representa adecuadamente los intereses de todos los involucrados. Por supuesto, es posible que el juez crea que no lo hace, que ha habido un error legislativo (es decir: el juez puede, como cualquier otro ciudadano, creer que la ley es injusta). Debido a la distinción entre la función legislativa y la judicial como ha sido formulada más arriba hay, sin embargo, una decisión que el legislador no ha tomado, por la que el juez no puede respetarla (no es posible respetar una decisión que no ha sido tomada): el legislador no ha decidido que la norma es aplicable a cada uno de los casos cubiertos por el significado de la norma. El legislador sólo ha considerado la aplicación de la norma a los casos típicos, por lo que el juez deberá determinar si el caso del que conoce es un caso típico o no lo es (…)”.
Me he referido anteriormente al alcance y sentido de la expresión “notable abandono de deberes”. En el caso que nos convoca, irrefutablemente, sea cual fuere la tesis doctrinaria que se sostenga, he demostrado que, tal como reconocen los HH. Diputados y Diputadas acusadores, los Ministros acusados no hemos abandonado los deberes que en el ejercicio de nuestras funciones ministeriales nos corresponden y, por ende, menos aún lo hemos hecho notablemente.

El origen de todo conflicto humano surge con motivo de las diferencias respecto a su modo de solución. Tal como señalara el profesor y ex Presidente del Tribunal Constitucional, señor Juan Colombo Campbell, en “La jurisdicción en el derecho chileno. Un aporte al estudio del conflicto y sus formas de solución”, Editorial Jurídica, Santiago, Pág. 1 y 2: “los conflictos surgen como efecto de las múltiples relaciones entre personas, y la evidente necesidad de ponerles término por medios racionales y adecuados (…) corresponde al Estado o a la comunidad internacional, en su caso, normar para prevenirlos, y, producidos, arbitrar los mecanismos necesarios para su justa solución (…) en el ámbito del derecho chileno, corresponde a los jueces al ejercer la jurisdicción en la solución de los conflictos de intereses de relevancia jurídica sometidos a su decisión”. 

Existe un conflicto de relevancia jurídica cuando un sujeto, con su acción u omisión, produce como resultado una infracción al ordenamiento jurídico vigente. Ante tal conflicto, como señala el profesor Atria, los jueces hemos sido mandatados constitucionalmente para conocer el conflicto, resolverlo conforme a normas que ya han sido sometidas al procedimiento legislativo de justificación y hacer ejecutar lo resuelto. 

Tal como señalara tan elocuentemente el académico y ex ministro de la Corte Suprema, señor Carlos Cerda Fernández, en “Iuris Dictio”, Editorial Jurídica de Chile, Santiago, 1992, Pág. 251:

“(…) la decisión judicial tendiente a resolver las contiendas en forma justa se estructura así: 

· Conocida una conducta y la normativa atinente (ambas van estrechamente unidas en el juez que tiene asimilado o encarnado el sistema), y 

· Previstas determinadas consecuencias a partir de una determinada decisión, 

· Se fija el sentido o alcance de la norma elegida y se establece con precisión el caso o hecho a juzgar, para obtener los resultados que se valoran de justicia”.
Tratándose de la resolución de recursos de amparo, como es el caso, Cerda Fernández, en Pág. 301 y 302 de la obra antes referida, señala que:

“ (…) la resolución judicial supone tres elementos: 

· Determinar si existió o no la actuación que se indica como causante del agravio a la libertad. 

· Informarse acerca de las causas de la misma, y

· Conocer la facultad con que ha obrado quien la llevó a cabo”. 
En ambos casos Cerda Fernández revela la posibilidad de que ante casos similares, los jueces resuelvan de forma distinta. En ese sentido el jurista español Gonzalo Rodríguez Mourullo, en “Aplicación judicial del Derecho y lógica de la argumentación jurídica”, Pág. 15,  ha entendido que el fallo judicial no es nunca la “conclusión necesaria de un silogismo, sino siempre una decisión que, como tal, presupone la posibilidad de optar por otra u otras soluciones”. En este caso, tanto la posibilidad de acoger cada uno de los siete recursos de amparo, como de rechazarlos, constituían alternativas jurídicamente plausibles. 

Al respecto cabe citar a la profesora de la Universidad de Santiago de Compostela, Sonia Esperanza Rodríguez Boente, quien en “La justificación de las decisiones judiciales”, Universidad de Santiago de Compostela, Servicio de Publicaciones e Intercambio Científico, 2003, Pág. 80 y 81, señala lo siguiente (énfasis agregado):
“(…) en los casos difíciles se hace más patente el argumento de autoridad, que siempre está latente en una decisión judicial. El juez está legitimado para actuar discrecionalmente y para elegir, dando las razones de su decisión, por supuesto, pero nadie puede reprocharle que haya optado por una solución y no por otra, pues ambas eran “jurídicamente” posibles. Así que al final subyace la idea de que es el juez quien tiene la autoridad para elegir, para decidir. Aun así, el argumento de autoridad no basta para justificar una decisión, sino que siempre es preciso incluir las razones que han llevado a decidir en ese sentido”. 

Los hechos relatados en la acusación constitucional demuestran que los Ministros acusados fuimos llamados justamente a resolver un conflicto de carácter jurídico, donde existían a lo menos dos formas plausibles de resolución. Por las razones que fueron claramente señaladas en cada una de las siete resoluciones recaídas sobre apelaciones contra sentencias que acogían o rechazaban los recursos de amparo interpuestos por los interesados, los ministros y abogados integrantes de la Sala Penal de la Corte Suprema, estimamos procedente resolver el conflicto jurídico sometido a nuestro conocimiento y decisión, de la forma en que lo hicimos. Nuestra autoridad para resolver el conflicto conforme a Derecho, proviene de la función judicial que el legislador nos ha delegado de manera exclusiva y excluyente, conforme al principio de separación de poderes. 

En cada uno de los siete casos iniciados por condenados privados de libertad en el Centro de Detención Preventiva y Cumplimiento Penitenciario Especial Punta Peuco, los Ministros acusados nos enfrentamos, a grandes rasgos, al siguiente conflicto. Por un lado, la Comisión de Libertad Condicional, que rechazó el otorgamiento de la libertad condicional pretendida por determinado condenado, estimaba haber actuado en tal caso conforme a las facultades que la ley le permitía. Por el otro lado, el condenado interesado, alegaba encontrarse preso con infracción de lo dispuesto en la Constitución o en las leyes, puesto que la Comisión de Libertad Condicional no había actuado conforme a Derecho. Ante esta situación, los siete condenados privados de libertad, por separado y en atención a la particularidad de su caso, vía acción de amparo, conocida en primera instancia por la Corte de Apelaciones y en segunda instancia por la Corte Suprema, que ordenásemos guardar las formalidades legales y adoptar de inmediato las providencias que juzgásemos necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado (artículo 21 de la Constitución Política). 

Tal como ocurre en toda confrontación de carácter jurídico, la resolución del conflicto presentado ante nosotros tenía a lo menos dos interpretaciones en cuanto a su resolución, las que fueron expresamente representadas, prácticamente en todos los casos
, por los interesados en ésta: el condenado privado de libertad, la Comisión de Libertad Condicional y las víctimas (representadas por la Subsecretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos o bien, por la Agrupación de Familiares de Ejecutados Políticos). 

2.2.3. La acusación nos imputa dolo, esto es, haber obrado con la torcida intención de vulnerar una regla de derecho internacional de los derechos humanos, sin aportar prueba alguna de tal grave intención que se nos atribuye. 

Los HH. Diputados y Diputadas acusadores nos imputan a los Ministros acusados, un actuar doloso. En el primer capítulo acusatorio, en la página 70, afirman (énfasis agregado): “Los acusados en forma deliberada y consciente, incumplen su deber de ejercer un control de convencionalidad (…)”. Por su parte, en el segundo capítulo, en la página 89, afirman (énfasis agregado): “Los acusados, en forma deliberada y consciente incumplen y abandonan sus deberes al impedir el acceso a la justicia en la ejecución de penas de delitos de lesa humanidad…”.

El dolo puede ser definido de distintas maneras dependiendo de la situación jurídica que se trate. Por ejemplo, a propósito de la determinación de responsabilidad civil, es definido en el inciso final del artículo 44 del Código Civil: “El dolo consiste en la intención positiva de inferir injuria a la persona o propiedad de otro”. Como vicio del consentimiento, ha sido definido por el profesor Víctor Vial del Río, como aquel “constituido por la maquinación fraudulenta destinada a que una persona preste su consentimiento para la celebración de un acto o contrato”. Finalmente, en el ámbito del derecho penal, ha sido definido por el profesor Enrique Cury Urzúa como “el conocimiento del hecho que integra el tipo, acompañado por la voluntad de realizarlo o, al menos, por la aceptación de que sobrevenga el resultado como consecuencia de la actuación voluntaria”; y por el profesor Mario Garrido Montt como “saber el sujeto lo que va a ejecutar y en querer hacerlo”. 

Como puede apreciarse, las expresiones utilizadas por los HH. Diputados y Diputadas acusadores (“deliberada y consciente”), no pueden sino entenderse como la imputación de intención torcida o dolo en el incumplimiento de deberes, de los cuales los Ministros acusados habríamos estado conscientes y los que habríamos abandonado de forma deliberada, esto es, con la positiva intención de dejarlos sin aplicación. Esa es la acusación que se nos ha formulado, la que ya no puede ser modificada (pues vulneraría el principio de congruencia y el derecho a defensa), para imputarnos culpa u otra forma de responsabilidad.
Pues bien, ocurre que la acusación no contiene palabra o frase alguna que pueda dar fundamento a la imputación de haber actuado de forma deliberada; esto es, con la específica intención de abandonar nuestros deberes y dejar sin aplicación el derecho internacional de los derechos humanos. ¿Cómo probarán los acusadores, sus propios dichos? ¿Acaso el actuar doloso se puede desprenderse del tenor de las siete sentencias referidas por ellos? 
Ante tan grave acusación, que forma parte esencial de la acusación que se nos formula, y que resulta enteramente gratuita, por su carácter infundado, no nos queda sino subrayar que, en nuestro sistema jurídico, es un principio general que el dolo, como componente de la responsabilidad debe ser probado y no cabe presumirlo, menos cuando se nos imputa o atribuye un licito como parte de la potestad punitiva del Estado. Los HH. Diputados y Diputadas acusadores no ofrecen en parte alguna de su libelo, prueba alguna referida a que los Ministros acusados actuamos dolosamente, por lo que la acusación constitucional debe ser desestimada. 
2.2.4. La acusación no funda la forma o la razón por la que el abandono de deberes resultaría “notable”. 
La acusación tampoco cumple con el requisito de explicar o fundar cómo el abandono de deberes imputado a los Ministros acusados, resultaría notable, requisito que debe cumplir el libelo acusatorio para ser admitido a trámite. 
Si bien en las páginas 75 a 77 de la acusación existe un título destinado a tratar esta materia, en relación al primer capítulo de la acusación, y otro tanto ocurre en la página 90, respecto del segundo capítulo, esos apartados intentan demostrar que el incumplimiento de los deberes sería grave, por cuanto comprometería la responsabilidad internacional del Estado de Chile. Sobre la gravedad del incumplimiento de los deberes, existe entonces una alegación en la acusación de dos carillas respecto del capítulo primero y de media carilla respecto del capítulo segundo, pero no existe una sola palabra en esas carillas que permita calificar este incumplimiento como “notable”.

Lo notable y lo grave son dos conceptos distintos. En materia de gravedad, como ya se indicó, la acusación argumenta que ella radica en el compromiso de la responsabilidad internacional de Chile; esto es, alude a los efectos que tendría el deber incumplido para nuestro Estado. 
En cambio, el carácter notable del abandono de deberes refiere la magnitud del abandono. Así, para el Diccionario de la Lengua Española la expresión “notable” es un adjetivo que significa “digno de nota, atención o cuidado” o “dicho de una cosa: Grande y sobresaliente, por lo cual se hace notar en su línea”. Es decir, debe tratarse de un abandono que debe ser manifiesto de manera abierta, descarada, tan sobresaliente que resulte evidente. 
Así, el abandono de deberes en este caso corresponde a actitudes que impliquen afectar el ejercicio de la función judicial, es decir, el ejercicio de la jurisdicción, desde un punto de vista adjetivo o sustantivo. Es decir, ya sea que se adscriba una tesis restringida o amplia respecto al contenido de los deberes, no puede discutirse que debe referirse a una conducta abusiva que afecte el ejercicio de la jurisdicción. En otras palabras, lo notable refiere la torcida intención o el inexplicable descuido, que debe hacer sorprendente la ineptitud con que se abandona el deber, conforme enseña Alejandro Silva Bascuñán (citado en el acápite 2.2. de esta presentación). Nada tiene que hacer con la gravedad de los efectos del incumplimiento acusado.  
La causal “notable abandono de deberes” del artículo 52 N° 2 letra c) de la Constitución, debe ser interpretada conforme a lo señalado en el artículo 53, es decir, “abuso de poder”. Los hechos por los que se nos acusa, corresponden justamente al cumplimiento del deber constitucional de ejercer jurisdicción, resolviendo el conflicto conforme a una tesis jurídicamente plausible. No puede haber abuso de poder cuando éste es ejercido conforme a Derecho. Incluso si pudiera decirse que como jueces cometimos un “error” al fallar como lo hicimos, esto no cabe en el concepto de abuso de poder que ciertamente requiere un comportamiento doloso y malintencionado, cuestión que como indiqué anteriormente, los HH. Diputados y Diputadas no prueban en su liberlo acusatorio. 

Tal como he señalado, la acusación no ha cumplido con el requisito mínimo de caracterizar como notable el abandono de deberes, al limitarse, bajo el epígrafe respectivo, a adjetivar como grave el efecto que se habrá de verificar con el incumplimiento del derecho internacional de los derechos humanos por parte de estos acusados.
2.2.5. A mayor abundamiento, la acusación pretende que los Ministros acusados respondamos a nombre del Estado de Chile, por casi 45 años de injusticia en materia de derechos humanos.
Una de las HH. Diputadas acusadoras, ha confesado que la acusación constitucional no sólo reprocha las siete sentencias que han sido definidas, a grandes rasgos, como el fundamento de ésta. En efecto, en el marco del ciclo “Derecho y Actualidad” de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, específicamente con fecha 24 de agosto de 2018, la H. Diputada Carmen Hertz, en el encuentro académico titulado “Crímenes de lesa humanidad vs. Beneficios carcelarios”, señaló lo siguiente (énfasis destacado): 
“Como sabemos la Sala Penal de la Corte Suprema, no cierto, hace unas semanas, en siete fallos otorgo la libertad condicional a siete criminales de lesa humanidad, sin que concurrieran los requisitos que el orden internacional establece, pero además, de que no soslayar lo que son los requisitos del orden internacional cabe hacer presente que cada uno de estos sujetos tenía asignada penas que son irrisorias, eran autores de desapariciones forzadas o de ejecuciones. Y sin embargo, las penas, penas que además se las dictan 40 años después de haber cometido los crímenes, o sea, pasaron cuatro décadas en impunidad absoluta eran penas de 5 años, de 6 años, por crímenes aberrantes. Entonces, si consideramos el factor de que la pena no fue proporcional a la gravedad de los delitos cometidos y además, se otorga la libertad condicional sin que concurran los requisitos que el orden internacional establece, tenemos evidentemente una forma de impunidad; y ese es el tema de fondo. Esto no es sólo una discusión jurídica, tiene que ver con la ética de este país, tiene que ver con el ADN del pacto en sociedad, porque en definitiva y todo el país lo sabe, el transito que ha tenido que hacer el movimiento de derecho humanos durante todas estas décadas, no vamos a hablar por supuesto, de los 17 años de dictadura en que tuvimos el proyecto de derechos humanos (…) sino que estamos hablando de la post dictadura, del período de transición. Todo ese camino ha sido un camino de perseverancia, un camino lleno de obstáculos, de obstáculos puesto por intereses muy poderosos, siempre uno tras otro, las arremetidas, no cierto para dificultar y para hacer, en definitiva, imposible, lo cual por suerte no ha sido así, instalar en este país como viene no solo jurídico, sino que político, sociales y morales, la verdad, la justicia y la construcción de la memoria colectiva ha sido un camino muy arduo. Eso es lo real, un camino en que hemos contado con muy pocos apoyos políticos, eso también es un hecho (…) esto es lo que nosotros tenemos que tener como marco para poder evaluar hoy día lo que significa el tema de las libertades condicionales. Porque no es solo, no es solo, un tremendo acto de denegación de justicia, sino que estamos hablando de un país, el nuestro, que no es Suecia, es un país que fue traumatizado por crímenes repugnantes que se cometieron, por crímenes que traumatizaron a la sociedad chilena porque cuando se intenta aniquilar a un sector de la población por sus opiniones políticas a través de ejecuciones masivas, a través de desapariciones forzadas, a través de la tortura como instrumento sistemático y masivo, esa sociedad queda traumada, y no es posible reconstruirse como sociedad si no transitamos por la verdad, por la justicia, que es la principal fuente de la memoria y construimos memoria colectiva real. Porque si no la frase del “nunca más” no pasa de ser un enunciado teórico y retorico. No existe ninguna posibilidad del “nunca más” si en este país no hay justicia. Y como hemos obtenido, qué justicia hemos obtenido al cabo de 40 años, dosis relativas de justicia, no podemos dejar por supuesto de reconocer que ha habido un desarrollo progresivo de parte de los tribunales de justicia, pero que obtiene ese desarrollo, es a partir de la detención de Pinochet en Londres, es a partir de que Pinochet vuelve y hay un punto de inflexión en el poder judicial, ahí, ahí, hasta ese momento, fue oídos sordos. O sea nosotros todo el periodo de la dictadura, como ustedes saben, todos los recursos de amparo fueron sistemáticamente rechazados salvo uno (…) Todos los demás recursos fueron sistemáticamente rechazados, todas las denuncias que se hicieron fueron ignoradas y después en los ‘90 los tribunales de justicia siguieron ignorando aplicando el Decreto Ley de Amnistía Pinochet, aplicando la prescripción, aplicando la cosa juzgada, no haciendo justicia en este tema y comienza como digo, muy lentamente después de la detención de Pinochet en Londres (…) pues bien, ahí muy progresiva pero muy lentamente comienza los tribunales, yo diría recién a mediados de la década del 2000, en adelante a incorporar las normas del derecho internacional de los derechos humanos a los fallos, lo cual es obligatorio. Y así llegamos hoy a las libertades condicional (…) En virtud del llamado control de convencionalidad que la Corte Interamericana de Derechos Humanos hace obligatorio para todos los Estados Partes de la Convención Americana, la Corte Suprema debió y debe, y debió en el pasado y debe hacerlo en el futuro, ejercer ese control de convencionalidad y ajustar sus fallos al orden internacional independientemente que este adecuada o no la normativa interna. Eso por un lado y por otro lado, el Estado chileno al igual que todos los Estados que forman parte de la comunidad internacional, civilizada, porque o si no nos ponemos al margen, si pasamos a ser un estado fallido, un estado canalla, el deber de sancionar e investigar significa de manera alguna establecer formas de impunidad a estos crímenes repugnantes y una forma como señalaba al comienzo, de impunidad es precisamente asignarles penas irrisorias a crímenes repugnantes y después darles la libertad condicional (…)”. 
La intervención de la H. Diputada acusadora, demuestra que se pretende sancionar a tres Ministros de la Corte Suprema (1) por hechos que exceden el contenido declarado en la acusación constitucional, y (2) por la responsabilidad que le cabría al Estado de Chile en su conjunto, correspondiente a un período de casi 45 años, por hechos en los que no me vi implicado directa e indirectamente, que a grandes rasgos han sido caracterizados como cuatro décadas de injusticia en materia de Derechos Humanos. ¿Debo acaso responder por hechos que no han sido explicitados en la acusación y que además no he cometido? ¿Debo responder a nombre de Chile?
A mayor abundamiento, la H. Diputada reconoce que el objetivo de la acusación también es interferir en futuros fallos judiciales, lo que deja en evidencia el atentado contra la independencia judicial que esta acusación supone. 
3. TERCER MOTIVO POR EL QUE DEBE ACOGERSE LA CUESTIÓN PREVIA: LA ACUSACIÓN PRESENTADA ES IMPROCEDENTE POR CUANTO INTERFIERE EN LA LABOR PRIVATIVA DE LOS TRIBUNALES. ACEPTARLA A TRÁMITE OBLIGARÍA A ESTA H. CÁMARA A REVISAR LOS FUNDAMENTOS DE SIETE DECISIONES JUDICIALES, EN VULNERACIÓN DIRECTA A UNA CLARA PROHIBICIÓN CONSTITUCIONAL. 
3.1. El concepto de notable abandono de deberes debe entenderse de manera armónica con el principio de independencia judicial. 
Tal como se ha indicado, quienes siguiendo una muy estimable tradición más que centenaria en Chile, aunque discutida, estimen que, en razón de la necesidad de preservar la independencia judicial, los jueces sólo pueden ser acusados en virtud de haber hecho un notable abandono de deberes administrativos o formales propios del cargo, tales como su deber de asistencia y atención del despacho, pero no en mérito al contenido de una o más sentencias, les bastará aquello para declarar inadmisible la presente acusación, en razón de no fundarse en el incumplimiento de esos deberes. 

Quienes sostengan la tesis contraria y estimen posible que se abandonen deberes en razón de lo que un juez resuelva, y en el modo en que lo funde, deberán necesariamente entender tal facultad en términos que resulten compatibles y se ponderen con los principios de la separación de poderes, la independencia judicial y la imparcialidad del juez. En razón que estos principios tienen consagración constitucional, es indispensable entenderlos a la luz de esas normas. 

Para preservar la independencia judicial, una norma ya tradicional en nuestras cartas fundamentales, el inciso primero del artículo 76 de la Constitución dispone que “ni el Presidente de la República ni el Congreso pueden, en caso alguno, ejercer funciones judiciales, avocarse causas pendientes, revisar los fundamentos o contenidos de sus resoluciones o hacer revivir procesos fenecidos”. La acusación se cuida de destacar que su ejercicio no implica atribuirse funciones judiciales, avocarse causas pendientes o hacer revivir procesos fenecidos, pues no tendrá la virtud de modificar los beneficios de las libertades condicionales ya otorgadas, y en eso la acusación es correcta; pero yerra al afirmar que ella no implica “revisar los fundamentos o contenidos de sus resoluciones”. 

El propio texto de la acusación reconoce que la voz “revisar” debe entenderse como “someter algo a nuevo examen para corregirlo, enmendarlo o repararlo”. La acusación presentada acierta al señalar que este mecanismo de control constitucional no tendrá la virtud de corregir o enmendar lo ya resuelto por estos acusados. Sin embargo, no analiza la voz reparar. En su sentido natural y obvio reparar significa “desagraviar o satisfacer al ofendido”; o también quiere decir, “remediar o precaver un daño o perjuicio”. De ese modo el significado del acto que prohíbe la Constitución, cual es, en lo que interesa, que el Congreso Nacional revise los fundamentos o contenidos de una resolución, va más allá del mero hecho de invalidar o reemplazar una sentencia e incluye también, la tarea de someter algo a nuevo examen para desagraviar o satisfacer al ofendido, o bien, de remediar un daño que los acusadores estiman consumado.
3.2. La acusación incurre, de manera palmaria y literal, en un acto que la Constitución prohíbe expresamente. 
En la especie, la acusación constitucional realiza precisamente el ejercicio de someter a examen los fundamentos de las sentencias que fundan la acusación y su propósito es ciertamente el de reparar o desagraviar a las víctimas de violaciones de derechos humanos, supuestamente ofendidas, según señala expresamente la propia acusación, por lo resuelto por estos acusados, en cuanto se nos atribuye que en dichas resoluciones los Ministros acusados habríamos denegado su derecho de acceso a la justicia. También la acusación busca reparar el riesgo de que el Estado de Chile comprometa su responsabilidad internacional del Estado de Chile (páginas 1, 3 y 4). 
3.2.1. La acusación no puede votarse en el Senado sin revisar o examinar los fundamentos de siete resoluciones judiciales. 
La acusación ciertamente examina los fundamentos de las sentencias en que se funda. Los examina y discrepa de ellos. Como ya demostré, la acusación (1) no niega que los Ministros acusados hayamos tenido a la vista el derecho internacional de los derechos humanos; (2) reconoce expresamente que las sentencias que dictamos consideran y citan las dos fuentes de derecho internacional en las que la acusación se funda para sostener que abandonamos nuestra obligación de respetar los principios y normas de esa rama del derecho (el Estatuto de Roma y la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos). 

Al ser imposible acusarnos de no haber considerado o abandonado las fuentes del derecho internacional de los derechos humanos, la acusación se erige sobre la base de revisar los fundamentos de lo resuelto, es decir, examinando la manera en la que los acusados interpretamos y aplicamos el derecho nacional e internacional. 

En efecto, y comenzando con la jurisprudencia de la Corte Interamericana, la acusación discrepa del modo en el que la entendimos y aplicamos, motejando esa forma como una “interpretación neutralizadora” de la misma, concepto que queda explicado en las páginas 63 a 66 del texto de la acusación, para luego acusarnos precisamente de ello, de hacer tal interpretación neutralizadora, como resulta claro del punto 1.2. del capítulo III en que se materializa el primer capítulo acusatorio, páginas 72 a 73: 
“El considerando 6° de las resoluciones aludidas cuya redacción es idéntica en las causas roles 16817-18, 16819-18, 16820-18, 16821-18 y 16822-18 cita el caso “Barrios Alto Vs Perú”, indicando que: 

‘… el fallo dictado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Barrios vs. Perú, en la resolución sobre el cumplimiento de la sentencia de 7 de septiembre de 2012, sólo cuestiona el otorgamiento ‘indebido’ de beneficios en la ejecución de la pena, lo que eventualmente puede conducir a una forma de impunidad, situación que no se produce en el caso de autos, donde el amparado cumple los extremos legales y reglamentarios para acceder a la libertad condicional’.

Al referirnos a la jurisprudencia de la Corte IDH relativa al otorgamiento de beneficios carcelarios, como es la libertad condicional, señalamos primero que la Corte lo que hace es exigir para su otorgamiento un ejercicio de ponderación para evitar que su concesión signifique una forma de impunidad”. Es por eso que la Corte utiliza la expresión “indebido” para referirse a si el otorgamiento es debido o indebido en atención al ejercicio de control de convencionalidad y no si la concesión del beneficio cumple con los requisitos señalados por la ley nacional, como creen los magistrados. Por tanto, dicho argumento neutraliza la aplicación de la Convención Americana de Derechos Humanos y la jurisprudencia de la Corte”.

Otro tanto ocurre cuando se nos acusa de dejar sin aplicación el Estatuto de Roma. La acusación reconoce que los Ministros acusadores consideramos ese instrumento internacional al momento de ejercer jurisdicción, para luego discrepar de la forma en que lo hicimos, según queda patente del siguiente párrafo ya citado de la acusación (página 70): 

“Los Ministros acusados citan el Estatuto de Roma, pero entregan un argumento de carácter literal para dejarlo sin aplicación al caso concreto”.
La revisión de los fundamentos de lo resuelto y la discrepancia acerca de la interpretación queda aún más prístina en el texto que le sigue, al afirmar éste (página 71 y 72 ): 

“Por tanto, se desprende que los Ministros no reconocen que el Estatuto de Roma pueda ser aplicado al caso concreto y para ello esgrimen una razón de texto, ya que el Estatuto se refiere a las “rebajas” y no al caso del otorgamiento de libertad condicional. Esta razón de carácter literal tiene como consecuencia dejar sin aplicación el Tratado de Roma y las reglas que son utilizadas para conceder beneficios como la libertad condicional para el derecho penal internacional. En el fondo, ante una interpretación que neutraliza la aplicación de un tratado internacional, siendo que el artículo 110 del referido pacto no es otra cosa que (…) “no se advierte de lo razonado por los jueces, que ellos realicen un ejercicio de ponderación para el otorgamiento del beneficio (…)”. 
En la página 75, una vez más una abierta revisión de fundamentos, una nueva discrepancia acerca del modo en que jueces debemos aplicar el Derecho: 

  “Es así que la Corte Suprema, con un mínimo de consideración de estos elementos debió llegar a la única conclusión posible en la materia (…) Los Ministros, empero, confirman que están frente a delitos de lesa humanidad, y aduciendo razones de derecho interno terminan aplicando el decreto ley sobre libertad condicional (…)”.
Los párrafos que anteceden son suficientemente elocuentes para demostrar que la acusación exige (1) revisar los fundamentos de lo resuelto y sostener una tesis jurídica del modo adecuado –a su juicio- de interpretar y dar eficacia a normas jurídicas; (2) revisar la forma de resolver una supuesta antinomia entre ellas y (3) ponderar los bienes jurídicos en disputa. La acusación constituye una abierta invitación a hacer lo que la Constitución no sólo prohíbe al Congreso, sino a hacer lo que la Constitución expresamente reserva a los jueces.

3.2.2. El examen de los fundamentos implica una revisión de los fundamentos contenidos de sentencias judiciales, en los términos de la prohibición contenida en el artículo 76 de la Constitución. 
Habiendo quedado establecido, más allá de cualquier duda, que la acusación incurre precisamente en una revisión o examen de los fundamentos de las sentencias que les sirven de base, alegando que ellos constituyen una equivocada interpretación del derecho vigente, sólo resta demostrar que esa revisión se hace con el preciso objeto de desagraviar o satisfacer a los familiares de las víctimas que la acusación entiende agraviados y ofendidos con esas resoluciones, para concluir necesariamente que la acusación está invitando a que el Congreso Nacional revise los fundamentos o contenidos de resoluciones judiciales y con ello infrinja la separación de poderes y ponga en entredicho la independencia judicial.  
La acusación menciona, de manera reiterada, que la infracción de Derecho que los Ministros acusadores habríamos cometido, conlleva un agravio a la sociedad chilena toda, y a los familiares de las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, en cuanto les niega su derecho a acceso a la justicia (páginas 1, 3 y 4). También la acusación establece como sujeto agraviado al Estado de Chile, en cuanto se afirma que los acusados habríamos comprometido su responsabilidad internacional (páginas 75 a 77 y 90). 

Al acusarnos, lo que se busca es reparar en parte las consecuencias de esos agravios en que supuestamente habríamos incurrido. Al efecto, el texto de la acusación presenta nuestra conducta como la reapertura de una herida histórica inferida al país (páginas 1 y 2):

  “La conducta de los ministros acusados revive una herida abierta en nuestra sociedad y abre una peligrosa puerta para que los culpables de la desaparición y muerte de otros chilenos quede en la más absoluta impunidad. Al mismo tiempo, lo resuelto por los ministros debilita severamente el derecho de acceso a la justicia de las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos y sus familiares (…) Frente a estos graves hechos, los diputados y diputadas firmantes estimamos que asiste a la Cámara de Diputados un deber ético e institucional ineludible de salvar el prestigio de la Nación frente a los compromisos asumidos ante el mundo. Resulta imprescindible que el Congreso Nacional active el mecanismo de la acusación constitucional (…)”.
Es la acusación la que devela sus propósitos reparatorios luego de conceder que no puede ya invalidar o modificar lo resuelto por los Ministros acusados. Busca sancionarnos con el objeto de desagraviar a las víctimas y el Estado de Chile, por la vía de una reparación como medida de satisfacción,  pues de ese modo los HH. Diputados y Diputadas entienden habría que avanzar en el proceso histórico y progresivo de búsqueda de justicia, verdad y reparación integral a las víctimas y familiares de víctimas de crímenes de lesa humanidad. Tales propósitos reparatorios han sido reconocidos por la Asamblea General de Naciones Unidas en la Resolución N° 60/147 de fecha 16 de diciembre de 2005, “Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones” (énfasis agregado): 
22. La satisfacción ha de incluir, cuando sea pertinente y procedente, la totalidad o parte de las medidas siguientes: (…)

d) Una declaración oficial o decisión judicial que restablezca la dignidad, la reputación y los derechos de la víctima y de las personas estrechamente vinculadas a ella;No podemos entender que la potestad sancionadora del Estado pudiera ejercerse en un caso como este sin esas finalidades reparatorias que entraña la sanción pretendida; las que en su sentido natural y obvio forman parte de la voz “revisar”, que es precisamente lo que la Constitución prohíbe al Congreso Nacional llevar a cabo respecto de lo resuelto por la judicatura.
No podemos entender que la potestad sancionadora del Estado pudiera ejercerse en un caso como este sin esas finalidades reparatorias que entraña la sanción pretendida; las que en su sentido natural y obvio forman parte de la voz “revisar”, que es precisamente lo que la Constitución prohíbe al Congreso Nacional llevar a cabo respecto de lo resuelto por la judicatura.
3.3. Referencia al Estado de Derecho y el principio de separación de poderes públicos. 
La Constitución Política de la República de 1980 consagra la separación de los Poderes Públicos, lo que se ha contemplado en toda nuestra historia constitucional.

Tal como señalan las disposiciones de la Carta Fundamental pertinentes a esta materia que se transcriben a continuación, los ciudadanos de Chile hemos decidido organizarnos bajo un sistema que contempla la clara separación de los poderes públicos o poderes del Estado en tres, que grandes rasgos pueden conceptualizarse de la siguiente manera: 

1. Poder Legislativo: conforme a lo establecido en la Constitución Política, el encargado de elaborar las leyes que rigen a los habitantes de Chile, corresponde al Congreso Nacional, integrado por el Senado y la Cámara de Diputados.  

Artículo 46. “El Congreso Nacional, se compone de dos ramas: la Cámara de Diputados y el Senado. Ambas concurren a la formación de las leyes en conformidad a esta Constitución y tienen las demás atribuciones que ella establece”.

El Artículo 52 establece las atribuciones exclusivas de la Cámara de Diputados; el Artículo 53 las atribuciones exclusivas del Senado; y el Artículo 54 contiene las atribuciones exclusivas del Congreso. Las disposiciones citadas indican que son facultades exclusivas de los poderes públicos. No son compartidas por ningún otro poder del Estado.

2. Poder Ejecutivo: conforme a lo señalado en la Constitución Política, el Presidente de la República encabeza la administración del Estado de conformidad a las leyes dictadas por el Poder Legislativo. 

Artículo 24. “El Gobierno y la Administración del Estado corresponden al Presidente de la República, quien es el Jefe del Estado. Su autoridad se extiende a todo cuanto tiene por objeto la conservación del orden público en el interior y la seguridad externa de la República, de acuerdo con la Constitución y las leyes”.

3. Poder Judicial: conforme a lo señalado en el artículo 76 de la Constitución Política, la misión de administrar justicia y ejercer la jurisdicción corresponde –de manera exclusiva y excluyente- a los tribunales establecidos por la ley. Conforme a ello, los jueces, según su competencia, deben establecer la correcta y justa aplicación del derecho vigente para cada conflicto de relevancia jurídica que se les presenta, resolver el caso de conformidad al ordenamiento jurídico fijado por el Poder Legislativo, y hacer ejecutar resoluciones judiciales en caso de incumplimiento. 

Artículo 76. “La facultad de conocer de las causas civiles y criminales, de resolverlas y de hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribunales establecidos por la ley. Ni el Presidente de la República ni el Congreso pueden, en caso alguno, ejercer funciones judiciales, avocarse causas pendientes, revisar los fundamentos o contenido de sus resoluciones o hacer revivir procesos fenecidos”.

Sin perjuicio de las excepciones que la propia Constitución Política de la República señala, cada poder del Estado ejerce sus facultades en forma exclusiva e independiente, de modo que la función jurisdiccional por regla generalísima recae en los tribunales establecidos por ley. Así, los conflictos jurídicos de competencia de la Corte Suprema, sólo pueden ser conocidos y resueltos por ésta, no correspondiendo que durante el juicio o con posterioridad a él, otro poder u órgano del Estado pueda revisar el contenido o los fundamentos de la correspondiente resolución. Ello se encuentra expresamente prohibido en el inciso primero del artículo 76 de la Constitución. 

La estructura clásica de estos tres poderes se enmarca en los principios del Estado de Derecho que la Constitución Política de la República consagra en todo su articulado. Debemos destacar, por su importancia, lo dispuesto en los artículos 6° y 7° de la Constitución Política:

Artículo 6°. “Los órganos del Estado deben someter su acción a la Constitución y a las normas dictadas conforme a ella (…)

Los preceptos de esta Constitución obligan tanto a los titulares o integrantes de dichos órganos, como a toda persona, institución o grupo.

La infracción de esta norma generará las responsabilidades y sanciones que determine la ley”.

Artículo 7°. “Los órganos del Estado actúan válidamente previa investidura regular de sus integrantes, dentro de su competencia y en la forma que prescriba la ley. Ninguna magistratura, ninguna persona ni grupo de personas pueden atribuirse, ni aun a pretexto de circunstancias extraordinarias, otra autoridad o derechos que los que expresamente se les hayan conferido en virtud de la Constitución o las leyes.

Todo acto en contravención a este artículo es nulo y originará las responsabilidades y sanciones que la ley señale”.

Como lo han expresado numerosas sentencias del Tribunal Constitucional y de la Excma. Corte Suprema, ambas disposiciones consagran las bases del Estado de Derecho, como la división orgánica y funcional de los poderes constituidos.

Además, estas normas están contempladas en el Capítulo I de la Constitución Política denominado “Bases de la Institucionalidad”. Por ello todos los actos, infracciones, delitos, abusos de poder o hechos que atenten  contra estas normas, ponen en juego y afectan gravemente la institucionalidad que nos hemos dado.

Así se explica la existencia en nuestro ordenamiento de la causal de cesación en el cargo de Diputado o Senador, contemplada en el Artículo 60 de la Constitución Política de la República, inciso 5° que dice (énfasis agregado):

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso séptimo del número 15° del artículo 19, cesará, asimismo, en sus funciones el diputado o senador que de palabra o por escrito incite a la alteración del orden público o propicie el cambio del orden jurídico institucional por medios distintos de los que establece esta Constitución, o que comprometa gravemente la seguridad o el honor de la Nación.”

Todo lo anterior, sin perjuicio de la existencia de otros importantes órganos que forman parte de la Institucionalidad, tales como el Tribunal Constitucional (Capítulo VIII); la Contraloría General de la República (Capítulo X); y el Consejo de Seguridad Nacional (Capítulo XII).

Las ideas acerca de la independencia del Poder Judicial son antiguas en la historia del derecho comparado y nacional. A este último respecto, podemos recordar las palabras del ilustre jurisconsulto don José Victorino Lastarria, quien en sus Obras Completas, Estudios Políticos y Constitucionales, Edición Oficial de 1906, Pág. 143 señaló:

“El Poder Judicial es como los demás, un verdadero poder político del Estado, i por consiguiente no puede existir sino en virtud de una delegación nacional, cuya circunstancia es la única base de su independencia”.

3.4. Referencia al principio de independencia de los jueces.
La independencia judicial corresponde a un atributo institucional, a una condición de debido proceso y por tanto un derecho de todo ciudadano. Es decir, la independencia judicial constituye un presupuesto institucional del debido ejercicio de la función judicial. 

Al respecto la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en “Garantías para la independencia de las y los operadores de justicia. Hacia el fortalecimiento del acceso a la justicia y el Estado de Derecho en Las Américas”, 2013, ha señalado lo siguiente (énfasis agregado): 

“La Comisión observa que varios países de la región excluyen a las y los miembros de las Altas Cortes de la carrera judicial y está establecido constitucionalmente el mecanismo de control por parte del Poder Legislativo. Entre las constituciones de los Estados parte de la Convención en los cuales existe el denominado “juicio político” se encuentran: (…) Chile (…) En Estados como los anteriores, además de los peligros que representa en sí misma la posibilidad de que las y los operadores de justicia sean sancionados por un poder que tiene una naturaleza esencialmente política, gran parte de las causales utilizadas para dar lugar a tales procesos adolecen de amplitud o vaguedad, y pueden resultar problemáticas para el cumplimiento del principio de legalidad. Entre dichas causales se encuentran por ejemplo (…) “notable abandono de los deberes” (…).

La CIDH insiste en que, además de que varios de los procedimientos que regulan los juicios políticos no garantizan el principio de legalidad y las garantías del debido proceso, la sola facultad atribuida al poder legislativo de separar de sus cargos a las y los operadores de justicia por su propia naturaleza resulta problemática con la garantía de independencia que deben tener las y los operadores de justicia sin temor a ser sancionados por otros poderes. En consecuencia, la Comisión considera que atendiendo al alto riesgo que significa la figura del juicio político, en donde existe, se debe asegurar que el control realizado no sea precisamente de “índole político”, sino “jurídico”, con base en causales que cumplan el principio de legalidad y en procedimientos que revistan las debidas garantías, incluyendo la revisión del fallo, evitando que sea utilizado para responder a intereses políticos o a sociales o económicas”.

Así, la acusación constitucional establecida en el sistema chileno, debe convivir con el principio de separación de poderes. En otras palabras, el límite de la acusación constitucional radica en la afectación de funciones que le son propias a otro poder público, como es el Poder Judicial. 

En directa relación con lo expuesto, en los artículos 6° y 7° de la Constitución Política de la República y en especial en el inciso 2° de este último, se encuentra el artículo 76 transcrito previamente, que impide que el poder ejecutivo y el poder legislativo interfieran con las funciones propias del poder judicial.

Importantes autores sostienen que la independencia del Poder Judicial es el basamento principal del régimen constitucional. En opinión de Jaime Galté Garré, en su “Manual de Organización y Atribuciones de los Tribunales”, Editorial Jurídica de Chile, 1965, Pág. 67:

“Si falta ésta, se anularía el respeto que debe rodear a toda sentencia judicial, si los jueces tuvieran que sufrir la influencia política o administrativa de los otros poderes del Estado”.

El profesor de Derecho Constitucional, don Francisco Cumplido Cereceda, en el ejercicio de su cargo de Ministro de Justicia, aportó una idea semejante en torno a este principio, según da cuenta una publicación contenida en el Diario El Sur de Concepción, Cuerpo Actual, de 28 de abril de 1991:

“Para que haya un Estado de derecho efectivo, se requiere de un Poder Judicial independiente. Esto es fundamental en un Estado de derecho que es, a su vez, el pilar básico de un sistema democrático”.

En similar sentido, a propósito de la acusación constitucional referida, se han pronunciado numerosos académicos, hombres y mujeres de Derecho, y también, el Poder Judicial, en representación del poder público directamente afectado. Para muestra: 

1°.- El pleno de la Excma. Corte Suprema, con fecha 10 de agosto de 2018, según consta en Acta N° 143-2018, emitió una declaración pública en la que sostuvo lo siguiente (énfasis agregado): 

“Presupuesto indispensable de un Estado de Derecho es el respeto de las competencias y atribuciones de las distintas autoridades estatales, conforme a los pesos y contrapesos que la Constitución Política de la República contempla (…) entre las bases del mismo Estado de Derecho se asegura a todas las personas la garantía de un debido proceso legal, que tiene como pilar fundamental la presencia de un juez que ejerza las potestades jurisdiccionales, que el ordenamiento jurídico le confiere, con independencia e imparcialidad, que en concepto de la Organización de Naciones Unidas importa que “los jueces resolverán los asuntos que conozcan con imparcialidad, basándose en los derechos y en consonancia con el derecho, sin restricción alguna y sin influencias, alicientes, presiones, amenazas o intromisiones indebidas, sean directas o indirectas, de cualquiera sectores o por cualquier motivo” (principio 2), por lo cual “no se efectuarán intromisiones indebidas o injustificadas en el proceso judicial, ni se someterán a revisión las decisiones judiciales de los tribunales” (principio 4), postulados que ha hecho suyos la Cumbre Judicial Iberoamericana (…) 

El cuestionamiento de las argumentaciones de una resolución judicial implica la revisión de la misma por un organismo extraño y por vías diferentes de la jurisdiccional, circunstancia totalmente reñida con el ordenamiento constitucional y que genera una grave afectación de la autonomía de los magistrados, y por lo mismo de la efectiva vigencia de la garantía de los ciudadanos de contar con un juez independiente e imparcial. 

Lo que está en riesgo con este proceder no son los cargos de los jueces de la Corte Suprema, sino la autonomía indispensable para su desempeño y, por ende, la vigencia del Estado de Derecho y el respeto de las competencias y facultades propias de las autoridades, conforme a la Carta Fundamental”. 

2°.- El profesor de Derecho de la Universidad Diego Portales, Juan Enrique Vargas, el recién pasado 21 de agosto, señaló lo siguiente en una columna de opinión en el Diario La Tercera (énfasis agregado): 

 “Existe consenso sobre la necesidad de contar con jueces independientes, de forma que puedan decidir imparcialmente los asuntos de que les corresponde conocer, considerando solamente los hechos y el derecho aplicables, dejando de lado toda otra variable ajena al pleito. Naturalmente, jueces inmersos en una sociedad nunca estarán completamente inmunizados a presiones ambientales, e incluso a influencias directas. Por eso la independencia judicial no es un bien absoluto, sino más bien es una aspiración que demanda mantenerse permanentemente alerta, para ir haciendo las correcciones institucionales que se vayan necesitando (…) Es oportuna la alerta, porque en nuestro país hemos visto en el último tiempo que los políticos no ocultan su interés por contar con una justicia más dócil (…) Se suma ahora la amenaza de acusar constitucionalmente a ministros de la Corte Suprema tan solo por la interpretación que han hecho de los beneficios de libertad condicional a condenados por causas de derechos humanos.

Tenemos un sistema judicial razonablemente independiente de la política, no lo arriesguemos”.

3°.- El ex Ministro de Justicia y abogado, señor Jaime Campos, con fecha 23 de agosto de 2018, señaló lo siguiente en una carta publicada en diario El Mercurio (énfasis agregado): 

“En nuestro ordenamiento jurídico la potestad de interpretar la ley compete exclusivamente a los Tribunales de Justicia. Ese es uno de los pilares de la separación de Poderes Públicos, de la independencia del Poder Judicial y tiene expreso reconocimiento constitucional. Tan efectivo es lo anterior que, según el Código Orgánico de Tribunales, los miembros de la Corte Suprema no cometen delito de prevaricación ni torcida administración de justicia, de manera que lo que determinan en sus sentencias es la verdad judicial. Del modo expuesto, al fallar, los magistrados no hacen otra cosa que cumplir con su imperativo constitucional. Luego, es inconstitucional un juicio político basado en el contenido de un dictamen judicial, tanto porque el cumplimiento de sus obligaciones y el ejercicio legítimo de sus funciones jamás pueden constituir notable abandono de deberes -por mucho que una mayoría parlamentaria discrepe de las razones expuestas en una sentencia- cuanto porque ningún otro Poder del Estado está facultado para revisar los fundamentos de sus resoluciones (…)”.

4.- La Asociación Nacional de Magistrados de Chile, con fecha 24 de agosto de 2018, emitió una declaración pública en los siguientes términos (énfasis agregado): 

“La Independencia Judicial es una garantía que asegura al justiciable un juez imparcial, el que está obligado a fallar únicamente conforme a derecho, garantía que también incluye la obligación de las autoridades públicas de abstenerse de realizar injerencias indebidas tanto respecto del juez considerado individualmente como del propio Poder Judicial, como institución. En ese sentido se ha pronunciado reiteradamente la CIDH (…)

En ese contexto, el juicio político, denominado acusación constitucional, aparece como una coacción indebida, al pretender sancionar a jueces por decisiones jurisdiccionales adoptadas dentro del marco de sus atribuciones, sólo por no compartirla, atentando, también, contra la separación de poderes, base sustancial de un Estado Democrático de Derecho.

Entender lo contrario, podría llevarnos, en un futuro no lejano, a que cada vez que no se comparta lo resuelto por un tribunal superior, los jueces sean acusados, dependiendo el resultado de ese juicio de la mayoría política del Congreso, causando la consecuente inestabilidad de las instituciones estatales”.

5°.- Treinta y cinco abogados y académicos en el ámbito de las Ciencias Penales, el pasado 26 de agosto, suscribieron una carta publicada por diario El Mercurio, señalando (énfasis agregado): 

“La existencia de la facultad de acusar constitucionalmente a ministros de la Corte Suprema no excluye la necesidad de un uso cauteloso y prudente de una herramienta que, de ser utilizada fuera de los casos previstos por la Constitución, puede afectar de manera ilegítima la idea de separación de poderes. La concesión de una atribución que consta en la Constitución requiere de responsabilidad en su ejecución, responsabilidad que a todas luces se extraña en el caso de la actual acusación, que en el fondo se sostiene en el cuestionamiento de una interpretación plausible dada por los ministros, lo que excede la facultad otorgada por nuestra Constitución Política. No hay notable abandono de funciones cuando un juez se limita a fijar el sentido de la ley dentro de los límites que le permite nuestra institucionalidad.

Una acusación constitucional como la referida pone en peligro la confianza en una de las instituciones base de nuestro Estado de Derecho como es nuestro Poder Judicial y constituye una intromisión del poder político en las funciones que le son propias”.

6.- El presidente de la Corte Suprema, con fecha 30 de agosto de 2018, se sumó a la declaración suscrita por el Pleno de dicha Corte, en el siguiente sentido (énfasis agregado): 

“Lo que me interesa destacar es que estamos frente a un problema de autonomía (…) Dentro de sus atribuciones cada uno de los órganos del Estado tiene una determinadas competencias, y cuando estas se topan o rozan fuertemente con las competencias de otro de los órganos del Estado como es en este momento el Poder Judicial, estamos en una situación que sencillamente dificulta el desarrollo normal de las instituciones públicas (…) Debe existir siempre autonomía de funciones. Lo que a un poder del Estado le está permitido, no le está permitido al otro (…) Cuando se cuestiona el contenido de la sentencia se está incluyendo –y sobre todo por la posibilidad de que se haga de manera sostenida- en el funcionamiento del sistema. No puede operar bien un sistema en el que todos los órganos del Estado se están atribuyendo tener el criterio final y veraz sobre lo que está en discusión (…) Cuando se habla de pérdida de autonomía es que el sistema no puede funcionar tensionado con este tipo de cosas (…)”. 
7.- Catorce reconocidos profesores de derecho constitucional, el pasado 6 de septiembre de 2018, manifestaron su “categórico rechazo” a la acusación presentada, en una carta publicada por Diario El Mercurio (énfasis agregado):

“De la lectura de la acusación presentada se observa una vulneración del principio de independencia del Poder Judicial y se desprende inequívocamente la pretensión de cuestionar la interpretación efectuada por los jueces respecto de la normativa nacional e internacional, materias que son de la exclusiva competencia de los tribunales de justicia, lo que constituye uno de los fundamentos esenciales de nuestro Estado de Derecho. 

En los términos planteados, la acusación constituye un abuso o exceso de poder que se inmiscuye en las atribuciones exclusivas de los tribunales de justicia, vulnerando el principio de independencia judicial, que desde nuestros primeros ordenamientos constitucionales forma parte de nuestra República y del orden institucional”.

3.5. Corolario. 
Al ejercer la acusación constitucional en contra de un juez, debe cuidarse (1) no interferir en la separación de poderes, (2) no vulnerar la independencia judicial y con ello (3) atentar en contra de la independencia personal de los jueces. 

En razón de ello, y tal como he expuesto previamente, muchos sostienen que la acusación en contra de un juez no procede sino cuando se le imputa notablemente abandonar deberes administrativos o formales. Tal comprensión resultó ser la única o dominante durante todo el siglo XIX y la primera mitad del XX. A mediados de ese siglo primó la tesis contraria, pero no en el caso de la acusación de un juez, sino del Contralor General de la República. Nunca en la historia de Chile un juez ha sido destituido en razón del contenido de sus sentencias o del mérito de sus fundamentos. 

En resguardo de la independencia judicial, el artículo 76 de la Constitución prohíbe, entre otras cosas, al Congreso “revisar los fundamentos o contenidos de sus resoluciones”. Es una regla perentoria, fijada para resguardar el principio de la independencia judicial. En la especie, la presente acusación no puede examinarse sin incurrir en una abierta revisión del contenido de sentencias. En efecto, la mera lectura de la acusación, en sus términos literales y en su fondo, es una invitación a examinar siete sentencias judiciales y el propósito de hacerlo es el de reparar un supuesto error que agravia a los familiares de las víctimas de violaciones a los derechos humanos, a quienes según la acusación se les habría privado de su derecho de acceso a la justicia y al Estado de Chile, cuya responsabilidad internacional se habría visto comprometida. En razón de ello, entrar al fondo de esta acusación constitucional implica necesariamente infringir la prohibición contenida en el inciso primero del artículo 76 de la Constitución que proscribe al Congreso Nacional revisar los fundamentos o contenidos de las resoluciones judiciales.

El único modo de evitar incurrir en esa prohibición consiste en abstenerse de revisar los fundamentos de las decisiones judiciales, declarando inadmisible la presente acusación constitucional y teniéndola por no presentada, lo que solicito a esta H. Cámara.  
4. CUARTO MOTIVO POR EL QUE DEBE ACOGERSE LA CUESTIÓN PREVIA: LA ACUSACIÓN PRESENTADA NO CUMPLE CON EL REQUISITO DE CLARIDAD MÍNIMA EN LOS CARGOS FORMULADOS, POR LO CUAL ES INAPTA PARA TRABAR UN PROCESO LEGAL RACIONAL Y JUSTO Y PERMITIRME EJERCER DEBIDAMENTE EL DERECHO A DEFENSA. 
4.1. La acusación omite antecedentes de total importancia. Al hacerlo, me imputan hechos que no han ocurrido. 
La acusación nos atribuye a los Ministros acusados haber concedido la libertad condicional del condenado Emilio Robert de la Mahotiere González, facilitando con ello la impunidad del hecho en el que participó y comprometiendo la responsabilidad internacional del Estado de Chile.

Basta leer la sentencia dictada en esa causa, para concluir que, al acoger el recurso de amparo deducido en ella, no ordenamos la libertad condicional del condenado, sino que ordenamos a la Comisión reevaluar su situación. Lo anterior por cuanto la Sala Penal de la Corte Suprema, confirmó la sentencia de primera instancia, dictada por la Corte de Apelaciones con fecha 19 de julio de 2018, en Causa Rol N° Amparo 1600-2018, que en el considerando octavo y en la parte resolutiva establece (énfasis agregado):

“8°) Que, así las cosas, estimando que la falta de fudnamentación precedentemente apuntada conlleva considerar arbitraria la decisión adoptada en su mérito y teniendo especialmente en consideración que frente a cualquier privación, perturbación o amenaza a la libertad personal, el artículo 21 de la Constitución Política de la República faculta a la correspondiente magistratura para adoptar las medidas o providencias que juzgue necesarias con el objeto de restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado, se deberá acoger la presente acción cautelar con la finalidad de que la Comisión de Libertad Condicional evalúe nuevamente la postulación del amparado, realice el cotejo que exigen los artículos 2 del Decreto Ley N° 321 y 4 del Decreto N° 2.442 y dicte inmediatamente después un pronunciamiento que sea colofón de aquel. 

Por estas consideraciones, y visto además lo dispuesto en los artículos 19 y 21, ambos de la Constitución Política de la República, se acoge el recurso de amparo (…) y en consecuencia se ordena a la Comisión que evalúe nuevamente la postulación del amparado, realice el cotejo que exigen los artículos 2 del Decreto Ley N° 321 y 4 del Decreto N° 2.442 y dicte inmediatamente después un pronunciamiento que sea colofón de aquel”.  
Conforme a lo resuelto, el condenado Emilio Robert de la Mahotiere González se encuentra actualmente privado de libertad y, por tanto, no libre condicionalmente.
¿Debo también defenderme de esta imputación por cuanto los Ministros acusados habríamos facilitado dejar impune un delito o debemos entender que, al no haberse ordenado su libertad condicional y al no gozar de ella, ya no cabe hablar de “facilitar la impunidad” y los cargos quedan automáticamente levantados a este respecto?

4.2. La acusación es contradictoria consigo misma al imputarme responsabilidad en los hechos. 
En el primer capítulo acusatorio, específicamente en el acápite  denominado “El incumplimiento imputable a los acusados” (páginas 77 y 78), se nos imputa lo siguiente (énfasis agregado):
“La infracción personal que cabe a los Ministros Dolmestch, Valderrama y Künsemüller está en haber revocado las sentencias apeladas de la Corte de Apelaciones de Santiago, Rol N° 16.817-18, 16.819-18, 16.820-18, 16.821-18, 16.822-18 (…)”.
Prácticamente de manera inmediata, en el párrafo subsiguiente del mismo acápite, los HH. Diputados y Diputadas acusadoras reprochan un comportamiento distinto, es más, abiertamente opuesto a lo imputado previamente (énfasis agregado):

“El grado de imputabilidad de los Ministros, entonces, está en haber confirmado las sentencias dictadas por la Corte de Apelaciones de Santiago (…)”.

En el segundo capítulo acusatorio, específicamente en el acápite  denominado “El incumplimiento de los deberes establecidos en los puntos II, III y IV de este capítulo, es imputable a los acusados” (páginas 91 y 92), se nos imputa lo siguiente (énfasis agregado):
“La infracción personal que cabe a los Ministros Dolmestch, Valderrama y Künsemüller está en haber revocado las sentencias apeladas de la Corte de Apelaciones de Santiago, Rol N° 16.817-18, 16.819-18, 16.820-18, 16.821-18, 16.822-18 (…)”.

Y luego, nuevamente, prácticamente de manera inmediata, en el párrafo subsiguiente del mismo acápite, los HH. Diputados y Diputadas acusadoras reprochan un comportamiento distinto, es más, abiertamente opuesto a lo imputado previamente (énfasis agregado):

“El grado de imputabilidad de los Ministros, entonces, está en haber confirmado las sentencias dictadas por la Corte de Apelaciones de Santiago (…)”.

¿Cuál es la conducta que se me reprocha y de la cual debo defenderme? ¿De haber revocado o de haber confirmado las sentencias dictadas por la Corte de Apelaciones de Santiago?
4.3. Corolario. La acusación no es apta para fundar un debido proceso ni para permitirme un adecuado derecho a la defensa. 
Aprobar este libelo requiere hacerlo respecto de toda la acusación presentada, incluyendo necesariamente todos los cargos que ella atribuye, no resultando posible fundar un debido proceso y ejercer derecho a la defensa en condiciones que, por un lado, la acusación da por ciertos hechos que no han ocurrido, como es la supuesta libertad del condenado Emilio Robert de la Mahotiere González; y, por el otro, la acusación contiene reproches o imputaciones contradictorias e irreconciliables entre sí (no se puede, a la vez, confirmar y revocar una sentencia apelada).

En términos jurídicos, este libelo es entonces inepto para fundar un debido proceso y permitir el derecho a la defensa.  No siendo posible corregirlo, como ocurre por ejemplo en los juicios civiles, la única forma de que esta H. Cámara no tome una decisión evidentemente incorrecta, y vulnere además el derecho a defensa de los Ministros acusados, es declarando inadmisible la acusación constitucional presentada y tenerla por no presentada.

CONCLUSIONES DE LA LLAMADA “CUESTIÓN PREVIA”
Al inicio de esta cuestión previa señalé las preguntas que la H. Cámara de Diputados debe hacerse al momento de determinar si debe declararse procedente o no la acusación constitucional presentada. De conformidad con lo expuesto anteriormente, podemos concluir lo siguiente: 
1. La acusación presentada debe ser declarada inadmisible por inconstitucionalidad, pues desconoce el carácter excepcional y subsidiario (última ratio) del mecanismo de control establecido en los artículos 52 y 53 de la Constitución. La acusación constitucional no es la vía adecuada para dar solución al problema identificado por los HH. Diputados y Diputadas e incluso existen proyectos de ley en actual tramitación que tienen por objetivo precisar y reforzar el contenido del Decreto Ley N° 321, en particular respecto a las condiciones que deben cumplirse para conceder la libertad condicional a un condenado por delitos de lesa humanidad, restringiendo de ese modo la interpretación de la ley que puedan efectuar los tribunales. El remedio legislativo es claramente la vía natural y democrática para resolver una cuestión, a lo menos, discutible en nuestro sistema jurídico, lo que es reconocido implícita y explícitamente en los proyectos de ley antes indicados.
2. Incluso si se considera que no existen otras vías para solucionar el problema denunciado por los HH. Diputados y Diputadas acusadores, la acusación no cumple con los requisitos formales exigidos por la Constitución, entre los cuales se establece que la única causal por la que un juez de la Corte Suprema puede ser objeto de acusación, conforme lo dispone el artículo 52 N° 2 letra c), es notable abandono de deberes. La acusación presentada debe ser desestimada de plano, pues sin entrar al fondo del asunto y de su sola lectura, queda de manifiesto que no logra identificar aquellos deberes que se dicen incumplidos.  La misma se funda en supuestas infracciones en la forma de interpretar y aplicar algunas fuentes del derecho y no en el abandono de deberes desde que, como los mismos acusadores reconocen, los Ministros acusados habríamos razonado con las fuentes jurídicas que se dicen abandonadas, pero se nos imputa haberlo hecho indebidamente. Ello no puede constituir abandono de deberes sino –a lo más- la acusación de una mala interpretación o incorrecta aplicación del derecho, lo que no puede hacerse equivalente al abandono de deberes. Tampoco cabe entrar al fondo de esta acusación por cuanto no funda en absoluto el necesario requisito de calificar como “notable” el abandono de los deberes y no existe fundamentación y menos prueba del dolo del que se nos acusa.

3. La acusación presentada debe ser declarada inadmisible, pues permitir la discusión del fondo del asunto implica una intromisión indebida en las funciones jurisdiccionales que a nivel constitucional han sido delegadas de modo exclusivo y excluyente a los tribunales establecidos por ley, infringiendo el Estado de Derecho y los principios de separación de poderes e independencia judicial. No se puede entrar al fondo de esta acusación sin incurrir en el acto que el artículo 76 de la Constitución explícitamente prohíbe al Congreso; específicamente en cuanto el fondo exige examinar el fundamento y el contenido de siete sentencias judiciales ejecutoriadas, adherir o discrepar de la interpretación que ellas hacen del derecho internacional de los derechos humanos, con el objeto de reparar o remediar los dos efectos que la propia acusación atribuye a las infracciones que se nos imputan: agraviar a los familiares de las víctimas de los respectivos delitos, denegándoles su derecho de acceso a la justicia, y reparar el daño por comprometer la responsabilidad internacional del Estado de Chile.

4. La acusación presentada debe ser declarada inadmisible, por contener incongruencias, omisiones y contradicciones de tal entidad, que han imposible llevar adelante un debido proceso legal, que otorgue garantías suficientes para el ejercicio del derecho a defensa de los Ministros acusados. 
Finalmente, en relación a lo antes dicho, me permito señalar que la pretensión de imponer, mediante la coacción que significa una acusación constitucional, una única conclusión posible sobre un determinado asunto jurídico, no sólo lesiona de modo insoportable –y altamente peligroso para los ciudadanos– la independencia de los magistrados y el ejercicio exento de presiones y amenazas, de sus funciones, sino que afecta el normal funcionamiento del Estado de Derecho, y por ende, la democracia como sistema de convivencia política.  Así lo han dado a conocer públicamente y en forma unánime, no sólo el Poder Judicial, sino numerosas otras personas e instituciones, representativas de diversas tendencias políticas.
POR TANTO, en mérito de lo expuesto y de las disposiciones constitucionales y legales citadas, 
Solicito a la H. Cámara de Diputados tener por deducida cuestión previa, referida a la inadmisibilidad de la acusación constitucional presentada en mi contra, y en definitiva, a la luz de los antecedentes y probanzas que se acompañarán y producirán durante el estadio procesal correspondiente, declarar su inadmisibilidad y tenerla por no interpuesta, toda vez que el libelo acusatorio no reúne los requisitos para superar esta etapa preliminar.

PRIMER OTROSÍ: Pido a esta H. Comisión, para el evento improbable que la H. Cámara de Diputados desestime la cuestión previa y declare ha lugar la referida acusación constitucional, tenerla por contestada y rechazarla, declarando mi absolución, de conformidad con los argumentos que paso a exponer a continuación. 
La estructura argumentativa de esta contestación, también tendrá directa relación con la respuesta a una serie de preguntas. Dichas respuestas determinarán, con absoluta claridad, la necesidad unívoca de rechazar la presente acusación constitucional. 

1. En primer lugar, cabe preguntarse si los Ministros de la Excma. Corte Suprema pueden ser objeto de una acusación constitucional. 

2. En segundo lugar, considerándose que formalmente sí pueden ser acusados, cabe preguntarse, por un lado, por el tipo de conductas que caben dentro de la causal “notable abandono de deberes”, y por el otro, si las conductas descritas en la acusación corresponden en términos generales al tipo de conductas previstas por dicha causal. 

3. En tercer lugar, en caso que se considere que la dictación y contenido de los siete fallos objeto de la acusación pueden ser revisados por el Congreso, cabe preguntarse si estas sentencias exhiben aquellas características que sin lugar a dudas revelan un “notable abandono de deberes”: grave, reiterada y relevante falta de los deberes inherentes a las altas funciones públicas que la Constitución Políticas y las leyes han asignado a los Ministros de los Tribunales Superiores de Justicia.
4. En cuarto lugar, en caso que se considere que estas sentencias exhiben aquellas características, cabe preguntarse si los HH. Diputados y Diputadas han logrado acreditar con entera claridad, es decir, demostrar por los antecedentes exhibidos en la acusación, que los Ministros acusados incurrimos en el abandono de nuestros deberes con torcida intención o descuido manifiesto. 
Finalmente, me referiré en particular a cada uno de los capítulos acusatorios, en todo lo que no haya sido referido en términos generales al contestar las cuatro preguntas antes indicadas. 

PROLEGÓMENO BIOGRÁFICO, EN LO QUE DICE RELACIÓN CON LA MATERIA DE LA ACUSACIÓN: LOS DERECHOS HUMANOS
A modo de introducción, y considerando que las acusaciones que se me imputan dicen relación a la forma en que he desempeñado mi labor en el Poder Judicial, al dictar sentencias en materia de derechos humanos, he optado por comenzar con una breve narración de lo que ha sido el trabajo que he desarrollado para contribuir a materializar –a través de sentencias que dictado- la incorporación del Derecho Internacional de los Derechos Humanos.

Estimo imprescindible que el Congreso conozca estos antecedentes, teniendo en especial consideración las normas constitucionales pertinentes que transcribo a continuación (énfasis agregado). 

Artículo 52.- “Son atribuciones exclusivas de la Cámara de Diputados: (…)

2) Declarar si han o no lugar las acusaciones que no menos de diez ni más de veinte de sus miembros formulen en contra de las siguientes personas: (…)

c) De los magistrados de los tribunales superiores de justicia y del Contralor General de la República, por notable abandono de sus deberes; (…)

Para declarar que ha lugar la acusación (…) se requerirá el de la mayoría de los diputados presentes y el acusado quedará suspendido en sus funciones desde el momento en que la Cámara declare que ha lugar la acusación. La suspensión cesará si el Senado desestimare la acusación o si no se pronunciare dentro de los treinta días siguientes”.

Artículo 53.- “Son atribuciones exclusivas del Senado:

“1) Conocer de las acusaciones que la Cámara de Diputados entable con arreglo al artículo anterior. (…)

El Senado resolverá como jurado y se limitará a declarar si el acusado es o no culpable del delito, infracción o abuso de poder que se le imputa (…).

Por la declaración de culpabilidad queda el acusado destituido de su cargo, y no podrá desempeñar ninguna función pública, sea o no de elección popular, por el término de cinco años (…)”. 

  Las normas previamente transcritas revelan que la conducta reprochable, por la vía de una acusación constitucional, debe consistir en un abuso de poder de tal entidad (“notable”) que merezca, en caso de declararse ha lugar la acusación, (1) la inmediata suspensión de funciones, y, en caso de declararse la culpabilidad, (2) la inmediata destitución del cargo y (3) la prohibición de desempeñar funciones públicas por el término de cinco años. 

Se trata de una sanción en extremo severa, que tal como señalara el abogado constitucionalista Patricio Zapata, en audiencia de fecha 30 de agosto de 2018 ante Vuestra Comisión -encargada de estudiar la procedencia de la acusación constitucional- debe ser tenida en consideración. En ese sentido el experto declaró que no es inadecuado ni inconveniente –por el contrario- tener a la vista los antecedentes de los acusados, puesto que la pena arriesgada es de tal gravedad, que atendido el principio de proporcionalidad en el castigo (“a mayor falta, mayor castigo” o “a menor falta, menor castigo”), debe condecirse con un patrón de conducta de carácter grave y reiterado. Por tanto, atendida la entidad de la pena, procede que los juzgadores analicen “la manera en que estas personas [los acusados] ejercen el poder que les hemos confiado como comunidad”, siendo razonable revisar cómo se ejerció tal poder, lo que ciertamente no depende únicamente de siete sentencias dictadas en dos días, como es el caso. 
1. ANTECEDENTES PERSONALES. 

Soy profesor de educación básica y abogado de la Universidad de Concepción. Mis estudios básicos los cursé en Parral, los secundarios en Curicó y los universitarios en Concepción. 
En mis primerios años luego de obtener el título de abogado, decidí ejercer libremente la profesión en Parral y sus alrededores. Al poco tiempo, decidí volcarme al servicio público, que es donde me he desempeñado durante prácticamente toda mi vida profesional: primero, como Defensor Público en Parral, luego como Secretario del Juzgado de Letras de Río Bueno, después como Juez de Letras de Bulnes. A partir de la década del ‘80 comencé a trabajar en los tribunales superiores de justicia: primero como Relator de las Cortes de Apelaciones de Chillán y Santiago, luego como Relator de la Corte Suprema, después como Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, y desde el año 2006, como Ministro de la Corte Suprema, la que presidí entre los años 2016 y 2018. Desde la década de los noventa, además, he ejercido labores docentes en la Academia Superior de Ciencias Policiales de Carabineros de Chile, en la Escuela Técnica de la Policía de Investigaciones de Chile y en la Academia Judicial. 
A lo largo de mi carrera como funcionario del Poder Judicial, me he ocupado de contribuir de manera significativa a la protección y promoción de los derechos humanos en nuestro país. En tal sentido, y sólo por nombrar algunas actividades realizadas en ese sentido, fui miembro de la delegación oficial del Estado de Chile a la presentación del 2° Informe ante el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, II Ciclo del Examen Periódico Universal, realizada en la ciudad de Ginebra, Suiza; también fui Coordinador Nacional de Causas por Violación a los Derechos Humanos, donde mantuve el control de estas causas en todo el país, e impulsé la creación de la base de datos para la Memoria Digital sobre la materia, que habrá de ilustrar a las futuras generaciones; y participé como expositor en el Foro Judicial Internacional “Nuevas Propuestas para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio” realizado en México D.F., Estados Unidos Mexicanos. 
Estoy casado hace 45 años y soy padre de cinco hijas. Me permito señalar que esta acusación afecta gravemente mi prestigio y honra como juez, función pública que me enorgullezco de ejercer desde hace 37 años. 
Además, he contribuido de manera activa a la incorporación del Derecho Internacional de los Derechos Humanos. En otras palabras, no desprecio ni desconozco la relevancia de los derechos humanos en las democracias modernas ni tampoco la importancia del derecho internacional a la hora de velar por su protección y promoción.
2. COMPROMISO CON LA PROTECCIÓN Y PROMOCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS, COMO JUEZ DE LA REPÚBLICA. 

Como juez de la República, he intentado contribuir a la protección y promoción de los derechos humanos, especialmente a partir de la década de los ’90. Mis esfuerzos y acciones en tal sentido, han sido ampliamente reconocidas. Ejemplo de ello, es la carta suscrita hace unos días por distintos abogados y académicos vinculados al mundo de los Derechos Humanos, quienes manifiestaron su oposición a la acción constitucional presentada en mi contra y también en contra de los Ministros Künsemüler y Valderrama (énfasis agregado):

“Quienes suscribimos entendemos que, en este caso particular, más allá de cualquier discusión sobre la legitimidad del ejercicio de esta facultad constitucional por parte de los parlamentarios, no podemos desatender la trayectoria de los Ministros acusados, y queremos dar fe de su contribución, desde su alta función, a materializar a través de sus sentencias la incorporación del Derecho Internacional de los Derechos Humanos en distintos ámbitos de la vida de nuestra sociedad.

Estamos convencidos que la responsabilidad de evitar impunidad es una tarea que nos convoca a todos, especialmente al Poder Ejecutivo y al Congreso Nacional, quienes a través de su actividad legislativa, han podido y deben establecer un marco jurídico transparente e inequívoco respecto de esta materia, reformando toda ley que obstaculice, perjudique o impida el cumplimiento de las obligaciones que impone al Estado de Chile el Derecho Internacional de los Derechos Humanos”.
Me permitiré, en primer lugar, resumir brevemente mi participación como juez en algunas de las más importantes causas de derechos humanos, que demuestran mi compromiso con la protección y promoción de estos: 
1. Operación Albania (Causa Rol 39.122-87 del 6° Juzgado del Crimen de Santiago, visita extraordinaria). 

La llamada “Operación Albania” o "Matanza de Corpus Christi", corresponde a uno de los operativos más grandes de la Central Nacional de Informaciones, más conocida por su acrónimo, CNI. Los hechos ocurrieron en 1987, correspondientes al asesinato de doce miembros del Frente Patriótico Manuel Rodríguez (nueve hombres y tres mujeres) a manos de cincuenta agentes estatales aproximadamente, lo que causó gran conmoción nacional e internacional. 

La CNI calificó estos operativos como “enfrentamientos” en contraposición a asesinatos, lo que finalmente, fue desestimado por tribunales. Por ello la causa se radicó originalmente en el 2° Juzgado Militar de Santiago, por violencias innecesarias con causa de muerte (Rol N° 950-87). Su conocimiento luego pasó a la justicia ordinaria, bajo el Rol N° 39.122-87 del 6° Juzgado del Crimen de Santiago. 

Estuve a cargo de la investigación y tramitación de esta causa el año 1998, como Ministro Civil en la Corte Marcial. Los acusados confesaron el 30 de junio de 1998 y dicté el correspondiente auto de procesamiento el 27 de julio de 1998. 

Posteriormente, entre los años 1999 y 2001, el Ministro Milton Juica estuvo a cargo de la investigación y tramitación de esta causa, hasta que fue nombrado Ministro de la Corte Suprema. Entre los años 2001 y 2005 retomé la instrucción de la causa y en enero de 2005 dicté sentencia como Ministro en Visita, luego de llevar a cabo una serie de diligencias, algunas de ellas solicitadas por el Consejo de Defensa del Estado y también por los familiares de las víctimas, en relación a los hechos antes descritos. En particular, condené a cadena perpetua al ex director de la CNI, Hugo Salas Wenzel, por su participación como co-autor de delitos de homicidio simple y calificado; al mayor (r) Álvaro Corbalán Castilla a 15 años y un día de presidio mayor en su grado máximo, por su participación como co-autor de delitos de homicidio simple y calificado; y al oficial de Carabineros Iván Quiroz Ruiz a 10 años y un día de presidio mayor en su grado medio, por su participación como autor de delitos de homicidio calificado. Además, de las condenas de otras once personas. 
Por otro lado, se concedió la más alta indemnización conocida en este tipo de delitos: $ 300.000.000.- por cada víctima.
2. Secuestro y homicidio de José Carrasco Tapia, Felipe Rivera Matus, Gastón Vidaurrázaga Manríquez y Abraham Muskatblid Eidelstein (Causa Rol N° 39.122-B del 6° Juzgado del Crimen de Santiago, visita extraordinaria). 
En septiembre de 1986, funcionarios de la CNI secuestraron y asesinaron a las personas antes referidas. 

Estuve a cargo de la investigación y tramitación de esta causa entre los años 2001 y 2006, momento en el que asumí como Ministro de la Corte Suprema. Los procesados confesaron su participación en julio del año 2005. El 29 de diciembre de 2007 el Ministro Haroldo Brito condenó a 14 personas por su participación en los hechos. 

3. Secuestro de Julián Peña Maltés, Alejandro Pinochet Arenas, Manuel Sepúlveda Sánchez, Gonzalo Fuenzalida Navarrete y Julio Muñoz Otarola (Causa Rol N° 39.122-C del 6° Juzgado del Crimen de Santiago, visita extraordinaria). 
En septiembre de 1987, funcionarios de la CNI detuvieron, sin orden judicial, a las cinco personas individualizadas, para ser interrogadas y mantenidas ocultas en el Cuartel Borgoño. Al tiempo, se organizó un operativo para retirar los cinco cuerpos, transportarlos en un helicóptero del Ejército y luego arrojarlos al mar. 

Estuve a cargo de la investigación y tramitación de esta causa entre los años 2003 y 2006, momento en que asumí como Ministro de la Corte Suprema. El 14 de octubre de 2013, el Ministro Mario Carroza dictó sentencia condenatoria en contra de 34 personas por su participación en los hechos antes descritos.
4. Homicidio de Jécar Nehgme Cristi (Causa Rol N° 39.122-D del 6° Juzgado del Crimen de Santiago, visita extraordinaria). 
En septiembre de 1989, funcionarios de la CNI, tras un largo seguimiento por Santiago, interceptaron a la persona antes individualizada y haciendo uso de sus armas de fuego, le dispararon a corta distancia, resultando como consecuencia de ello varios impactos de bala que le provocaron la muerte. 

Estuve a cargo de la investigación y tramitación de esta causa desde el año 2003. El año 2013 dicté sentencia condenatoria en contra de 6 personas por su participación en los hechos antes descritos (5 confesaron y uno reconoció los hechos con posterioridad).
En segundo lugar, analizaré los fallos de la Sala Penal de la Corte Suprema, en materia de crímenes de lesa humanidad perpetrados durante la dictadura militar, considerando para la muestra los que fueron dictados durante el período que media entre los años 2006-2018, oportunidad en que integré dicha sala. 

Para estos efectos, se revisaron en el Centro de Documentación del Poder Judicial las sentencias que se encontraron al utilizar como criterio de búsqueda el período de tiempo ya referido, la sala penal de la Corte Suprema,  y el vocablo “Derechos Humanos”. De estas se consideraron para el análisis sólo las causas en que integré la sala penal.

El resultado de esta búsqueda arrojó un total de 630 sentencias, de las que se excluyeron las relacionadas con otras materias del derecho y del ámbito penal, enfocando el análisis en aquellas que se substanciaron sobre crímenes de lesa humanidad, dejando un total de 17 sentencias para estos efectos.

De la muestra de sentencias, se caracterizarán las materias que conoció la Sala y se describirá de qué manera se pronunció en relación a la prescripción de la acción penal y de la acción civil, a la reparación de las víctimas, al resultado de las impugnaciones y a los montos indemnizatorios.

De los fallos relacionados con crímenes de lesa humanidad, conocidos por la sala mediante recursos de casación en el fondo resueltos durante el período consignado, cabe develar los siguientes hallazgos:

1. Del total de sentencias revisadas, 11 correspondían a sentencias civiles relacionadas con demandas indemnizatorias presentadas por víctimas de crímenes de lesa humanidad, 2 correspondían a sentencias penales y 4 a sentencias en que se ventilaban ambas materias conjuntamente.

2. De las 6 sentencias que abordaron materias de índole penal, en todas la sala manifestó su parecer de rechazar la excepción de prescripción de la acción penal de los crímenes de lesa humanidad. Estas fueron causas ROL 13.149-2015, 30598-2014, 4300-2014, 5720-2010, 8939-2009, 7089-2009. 

Considerando Duodécimo la sentencia recaída en Causa Rol 4300-2014, de fecha 04 de septiembre de 2014, que rechazó recurso de casación que buscaba invalidar condena alegando la prescripción de la acción penal: “Que de esta manera, atendiendo a las reflexiones precedentes, resulta inconcuso que las transgresiones denunciadas por los recurrentes carecen de asidero fáctico y jurídico, desde que la calificación que han recibido los sucesos delictuosos, torna improcedente la concurrencia de la causal de extinción de responsabilidad penal reclamada a favor de los acusados -prescripción, de manera que al proceder los jueces de la instancia acorde a ello, no han errado en la aplicación del derecho, lo que conlleva el rechazo de los recursos en este segmento”. 

3. De las 6 sentencias que abordaron materias de índole penal, en 5 se acogió la prescripción gradual de la acción penal, conocida también como “media prescripción”, como minorante de responsabilidad penal del artículo 103 del Código Penal. En este sentido falló la sala en causas ROL 13149-2015, 30598-2014, 5720-2010, 8939-2009 y 7089-2009 

Considerando noveno de la sentencia recaída en Causa Rol 13149-2015, de fecha 21 de junio de 2016, que acoge recurso de casación, dictando sentencia de reemplazo que reduce la condena, consecuente con el reconocimiento de la prescripción gradual: “Que esta Corte ya ha señalado sobre el tópico en estudio que, sin perjuicio de los fundamentos que se han expuesto en numerosas sentencias para desestimar la concurrencia de la prescripción de la acción penal como causal de extinción de la responsabilidad criminal en hechos que constituyan delitos de lesa humanidad, es lo cierto que el instituto de la prescripción gradual constituye una minorante calificada de responsabilidad, cuyos efectos inciden en la determinación del quantum de la sanción corporal, independiente de la prescripción, con fundamentos y consecuencias diferentes. Así, aquélla descansa en el supuesto olvido del delito, en razones procesales y en la necesidad de no reprimir la conducta, lo que conduce a dejar sin castigo el hecho criminoso, en cambio la morigerante halla su razón de ser en lo ajeno a los fines preventivos que puede resultar una pena excesivamente severa para hechos ocurridos largo tiempo atrás, pero que no por ello deben dejar de ser irremediablemente sancionados, aunque resulta de su reconocimiento una pena menor. De este modo, en los casos como el presente, aunque el decurso del tiempo desde la comisión de los ilícitos se haya prolongado en exceso, no provoca la desaparición por completo de la necesidad del castigo y nada parece oponerse a que los tribunales recurran a esta atenuación de la sanción, pues el lapso transcurrido atempera, en concepto del propio legislador, el rigor de la represión”.

4. De las 15 causas revisadas en que la sala conoció demandas de indemnizaciones de perjuicios en materia de crímenes de lesa humanidad, en 14 la sala se pronunció a favor de la reparación de las víctimas, ya sea rechazando los recursos presentados para la invalidación de los fallos que las habían concedido anteriormente o acogiendo aquellas casaciones que buscaban revertir las sentencias que las habían denegado. En este sentido se fallaron las sentencias de causas ROL 13699-2015, 13170-2015, 10775-2015, 11208-2015, 22856-2015, 30598-2014, 9652-2015, 13154-2015, 1092-2015, 29567-2014, 23583-2014, 25138-2014, 4300-2014 y 5720-2010. En sólo una oportunidad la sala acogió la excepción de incompetencia absoluta del tribunal criminal para conocer las acciones de reparación de perjuicios correspondiente a causa ROL 8939-2009.

Considerando tercero de la sentencia recaída en Causa Rol 13699-2015, de fecha 11 de enero de 2016: “Que, sin perjuicio de lo razonado por el fallo impugnado, en reiterada jurisprudencia, esta Corte ha sostenido que, tratándose de un delito de lesa humanidad -lo que ha sido declarado en la especie-, cuya acción penal persecutoria es imprescriptible, no resulta coherente entender que la acción civil indemnizatoria esté sujeta a las normas sobre prescripción establecidas en la ley civil interna, ya que ello contraría la voluntad expresa manifestada por la normativa internacional sobre Derechos Humanos, integrante del ordenamiento jurídico nacional por disposición del inciso segundo del artículo 5° de la Carta Fundamental, que consagra el derecho de las víctimas y otros legítimos titulares a obtener la debida reparación de todos los perjuicios sufridos a consecuencia del acto ilícito, e incluso por el propio derecho interno, que, en virtud de la Ley N° 19.123, reconoció de manera explícita la innegable existencia de los daños y concedió también a los familiares de las víctimas calificadas como detenidos desaparecidos y ejecutados políticos, por violación a los derechos humanos en el período 1973-1990, reconocidos por los informes de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación y la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, beneficios de carácter económico o pecuniario”. 

Considerando cuarto de la sentencia recaída en Causa Rol 11208-2015, de fecha 09 de diciembre de 2015, que acoge casación y anula fallo de la ICA de Concepción que había aceptado excepción de prescripción: “Que como se aprecia del recurso, la normativa que se ha dado por infringida deriva de la especial naturaleza de los ilícitos cometidos, atentatorios de los derechos humanos, por lo que no ha podido declararse la prescripción de la acción ejercida tendiente a obtener la reparación de los daños causados a los actores, hijos y nietos de las víctimas”. 

Considerando décimo quinto de la sentencia recaída en Causa Rol 8939-2015, de fecha 30 de agosto de 2010 que declaró la incompetencia del tribunal criminal para conocer la acción civil impetrada en contra del Fisco, debiendo ésta ventilarse ante el tribunal civil respectivo: “ Que en el contexto indicado, los supuestos fácticos de la acción promovida escapan de aquellos que pueden ser conocidos en sede penal con arreglo al artículo 10 del Código de enjuiciamiento del ramo, desde que el fundamento de la acción civil presentada impone comprobar que la causa del menoscabo experimentado corresponde a una falta o infracción del órgano administrativo a sus deberes jurídicos ordinarios, introduciendo entonces en la discusión aspectos que van más allá del hecho punible objeto del proceso penal, motivo suficiente para rechazar la pretensión civil, omitiéndose pronunciamiento sobre las demás cuestiones alegadas por los intervinientes, por improcedente”. 

5. De las 14 causas en que la sala acogió la indemnización de perjuicios y condenó al Fisco a reparar los daños morales causados a las víctimas de estos crímenes, el monto promedio de ésta ascendió a la suma de 136 millones de pesos, siendo el más elevado de 430  millones de pesos correspondiente a causa ROL 11208-2015 y el más bajo a 30 millones pesos en causa ROL 9652-2015.

6. De las 6 causas conocidas en materia criminal en ninguna la sala desestimó la participación de los inculpados. En 5 se mantuvo la decisión condenatoria, rebajando las penas al acoger la prescripción gradual de la acción penal y en una se confirmó la sentencia impugnada sin declaración.

Del análisis efectuado a las sentencias dictadas por la Segunda Sala Penal de la Corte Suprema, durante el período en que la integré, a modo de conclusión cabe mencionar como un aporte, tanto al esclarecimiento de los crímenes de lesa humanidad perpetrados durante el período de la dictadura militar, como a la reparación de las víctimas de estos, lo siguiente:
Respecto de la reparación de las víctimas de crímenes de lesa humanidad, hemos sido claros y consistentes en acoger o confirmar las demandas por reparaciones, basándonos fundamentalmente en la imprescriptibilidad de la acciones de reparación, la compatibilidad de las reparaciones por daños morales sufridos con ocasión de estos delitos con las reparaciones establecidas en leyes especiales y la obligación del Estado de reparar los daños ocasionados por sus agentes. Para estos efectos, como Sala consideramos la primacía de las normas de derecho internacional de los derechos humanos por sobre las normas del derecho interno; y la naturaleza imprescriptible de la acción civil en materia de crímenes de lesa humanidad, no pudiendo por tanto los tribunales discriminar respecto a la forma de resolver frente a la prescripción de la acción penal y de la civil, considerando que ambas sanciones provienen de los mismos hechos atentatorios en contra los derechos humanos.

Respecto a la prescripción de la acción penal de los crímenes de lesa humanidad, hemos sido consistentes en rechazar esta excepción, considerando como determinante para su fundamento el cumplimiento de las normas de derecho internacional de los derechos humanos.

Finalmente, hemos sido claros en considerar al Estado como responsable de las violaciones de derechos humanos perpetradas por sus agentes y el deber que éste tiene de reparar de manera íntegra a las víctimas.
No obstante, hoy, paradojalmente, debo enfrentar esta acusación constitucional.

Lo anterior fue ratificado por el Defensor Nacional, Andrés Mahnke, quien señaló que en la Sala Penal de la Corte Suprema de nuestro país es posible encontrar la visión más progresista respecto al tratamiento de los derechos humanos a nivel mundial. Señaló en una entrevista, publicada por Diario El Mercurio, C4, con fecha 6 de septiembre de 2018, lo siguiente (énfasis agregado):

“A nosotros nos parece que siempre debiesen utilizarse los estándares del derecho internacional y los tratados que han sido ratificados por Chile. Pero desde una perspectiva local, en el caso de los jueces que están acusados constitucionalmente, se trata de jueces de la Sala Penal de la Corte Suprema, que es donde encontramos la visión más avanzada y progresista de derechos humanos de debido proceso y en el acceso a la justicia (…) desde el punto de vista del ejercicio y la evolución de los derechos humanos en nuestra judicatura, va mucho más avanzada, contrario a lo que puede pasar en otros países del mundo. Va más avanzada que lo que podamos tener en los jueces de garantía y en los tribunales orales en materia penal en nuestro país. Y saltar de la reflexión sobre si se consideraron o no todas las fuentes del derecho interno e internacional, a una acusación constitucional, me parece que es un escenario que no corresponde”.

I. ¿PUEDE ACUSARSE CONSTITUCIONALMENTE A MINISTROS DE LA EXCMA. CORTE SUPREMA?
La respuesta a esta primera pregunta es unívoca: los Ministros de la Excma. Corte Suprema pueden ser acusados constitucionalmente. 

Basta señalar que en el artículo 52 N° 2 letra c) de la Constitución Política, se mencionan a los “magistrados de los tribunales superiores de justicia”. La Corte Suprema es el máximo órgano jurisdiccional entre los tribunales establecidos por ley. Me desempeño como Ministro de la Excma. Corte desde el año 2006 e incluso la presidí entre los años 2016 y 2018. Qué duda cabe: puedo ser acusado constitucionalmente. 

Asimismo, durante la historia republicana de nuestro país, los siguientes Ministros de tribunales superiores de justicia sido acusados, siendo sólo uno de ellos declarado culpable y por tanto, sancionado con la destitución inmediata de su cargo junto con la prohibición de desempeñar función pública alguna, sea o no de elección popular, por el término de cinco años (artículo 53 N° 1 de la Constitución Política). 
	Año
	Ministros acusados

	1868
	Presidente de la Corte Suprema, Sr. Manuel Montt, y Ministros de la Corte Suprema, Sres. José Gabriel Palma, José Alejo Valenzuela y José Miguel Barriga.

	1891
	Ministros de la Corte Suprema, Sres. Fructuoso Cousiño, Manuel Ballesteros, Ramón Vergara, Domingo Urrutia, Epifanio del Canto, Pedro Gorroño, Daniel Cádiz, Santos Cavada, José González, José Bisquertt, Demetrio Vergara, Carlos Boizard, Emilio Varas, Sotero Gundian, Horacio Pinto, Luis del Canto, Fidel Urrutia, Ramón Escobar, Federico Novoa y Pedro Vega

	1933
	Ministros de la Corte Suprema, Sres. Abraham Oyandel, Humberto Trucco, Gregorio Schepeler, Alfredo Rondanelli, Carlos Novoa, Romilio Burgos, Guillermo Silva, Mariano Fontecillas, José Hermosilla, Eulogio Robles y David Carvajal. 

	1961
	Ministros de la Corte Suprema: Osvaldo Illanez y Miguel González, como integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones. 

	1967
	Ministros de la Corte Suprema: Osvaldo Illanez, Manuel Montero, Ramiro Méndez, Eduardo aras, Enrique Urrutia, José María Eyzaguirre, Víctor Ortíz, Eduardo Ortíz, Israel Bórquez, Ricardo Martín, Rafael Retamal, Luis Maldonado y Juan Pomés. 

	1969
	Ministro de la Corte de Apelaciones de Talca, Sr. Manuel Ruiz-Aburto. 

	1992
	Ministros de la Corte Suprema, Sres. Hernán Cereceda, Lionel Beraud y Germán Valenzuela. 

	1996
	Ministros de la Corte Suprema, Sres. Eleodoro Ortíz, Enrique Zurita, Guillermo Navas y Hernán Álvarez. 

	1997
	Presidente de la Corte Suprema, Sr. Servando Jordán. 

	1997
	Presidente de la Corte Suprema, Sr. Servando Jordán, y Ministros de la Corte Suprema, Sres. Marcos Aburto, Osvaldo Faúndez y Enrique Zurita. 

	2000
	Minsitro de la Corte Suprema, Sr. Luis Correa. 

	2005
	Ministros de la Corte Suprema, Sres. Domingo Kokisch, Eleodoro Ortiz y Jorge Rodríguez.

	2014
	Ministro de la Corte Suprema: Sr. Héctor Carreño.



De los Ministros antes señalados, el único declarado responsable constitucionalmente y, por consiguiente, sancionado, fue el Sr. Hernán Cereceda. 


La acusación presentada en su contra y en contra de otros dos jueces, se enmarcó en el siguiente contexto relatado por el tesista Luis Eduardo Castillo Godoy, en “Las acusaciones constitucionales en contra de los magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia, con especial referencia a la acusación que destituyó al Ministro de la Corte Suprema, señor Hernán Cereceda Bravo”, 2003 (énfasis agregado): 
“A dos años del restablecimiento de la democracia en Chile, se formuló una acusación constitucional en contra tres ministros de la Corte Suprema y el Auditor General del Ejército, como ministro integrante de dicha Corte, especialmente por la resolución que zanjó una contienda de competencia, en donde se optó por la justicia militar por sobre la ordinaria, para seguir conociendo de la causa originada por la detención y desaparecimiento del señor Alfonso Chanfreau (…) El Senado acordó votar cada capítulo de la acusación por separado. Los capítulos eran: 1° Denegación de justicia; 2° Integración de la Tercera Sala de la Excma. Corte Suprema; y 3° Retraso en el fallo judicial (…) Se aprueba la acusación sólo respecto del señor Cereceda, por la tercera causal, que se refiere al retraso en el fallo judicial”. 
Lo anterior permite concluir que a lo largo de la historia de nuestro país, la única vez que un juez ha sido declarado culpable por “notable abandono de deberes” ha sido en razón del incumplimiento de un deber de carácter adjetivo. Ese juez fue calificado en la Sala, como “el paradigma, el prototipo del juez venal”.
II. ¿QUÉ TIPO DE CONDUCTAS (ADJETIVAS O SUSTANTIVAS) CABEN DENTRO DE LA CAUSAL “NOTABLE ABANDONO DE DEBERES”?
La respuesta a la segunda pregunta no es unívoca: existen dos grandes teorías al respecto, que no obstante ser habitualmente tratadas a propósito de la cuestión previa sobre la inadmisibilidad por inconstitucionalidad de la respectiva acusación, resulta pertienente a objeto del análisis de las conductas que se me imputan, fundamentalmente por el hecho de que el Senado resuelve como jurado.  

Al respecto, la discusión habitualmente se ha centrado en tomar partido entre la tesis estrecha y la llamada tesis amplia en esta materia, referidas a la pregunta por la afectación al principio de independencia judicial en caso que los jueces podamos ser acusados por infringir los denominados deberes sustantivos; esto es, si la acusación puede referirse a la manera como el juez resolvió uno o más casos concretos y los fundamentos esgrimidos para ello. 
El debate ha sido extenso y no puede decirse que haya quedado zanjado. Es conocida la brillante defensa de la tesis estrecha o administrativista que sostuvo don Jorge Huneeus en la acusación constitucional de don Manuel Montt, en su calidad de Presidente de la Corte Suprema, el año 1868, en la que sostuvo e hizo prevalecer la doctrina de que la Cámara invadiría las atribuciones de la judicatura e infringiría un grave daño a la independencia judicial  y a la separación de poderes si examinaba el contenido de sentencias pronunciadas, por lo que debía limitarse a faltas administrativas; al incumplimiento formal o adjetivo de los deberes del despacho, como podría ser el  retraso en los inicios de las audiencias o en la dictación de fallos, pero jamás en un juicio de reproche por el contenido de éstos. Jamás la acusación constitucional podría referirse a delitos o faltas cometidas en la dictación de la sentencia y menos a los delitos de prevaricación, pues fundarla así implicaría que el Congreso se atribuyera funciones judiciales.
Es bien conocida también la fuerza con que don Víctor Santa Cruz defendiera la tesis contraria (tesis amplia) en la acusación del Contralor Vigorena a fines del siglo pasado, la que a diferencia de la anterior, considera que todo acto que imponga responsabilidad personal de un juez es materia de acusación constitucional, pudiendo ser acusado por abandono de deberes sustantivos, incluso de las decisiones particulares que tomó en sus sentencias; dejando, a todo evento y no obstante fuera del concepto el delito de prevaricación. Como se ha señalado, esta tesis, sin embargo, exige que se acredite que el deber ha sido abandonado, infringiendo clara y deliberadamente la ley al dictar sentencia. 
Cada una de esas tesis se defendieron con fuerza y brillo en las acusaciones constitucionales en contra de Ministros de la Corte Suprema deducidas en la década de los 90. En cada una de ellas, los sostenedores de una y otra tesis trajeron a colación opiniones si no contradictorias, a menos tensionadas entre quienes concurrieron a redactar la propuesta del texto que aún nos rige, en la llamada Comisión Ortúzar: Sergio Diéz y el propio Enrique Ortúzar por la tesis restringida; Jaime Guzmán por la más amplia; resolviéndose en definitiva en esa instancia mantener los breves conceptos que venían de la tradición constitucional chilena. 


Me refiero a este debate, que fuera latamente tratado en la consideración previa de esta presentación, pues estoy cierto que cualquier Sr. o Sra. Parlamentaria que, en defensa de la independencia judicial, estime que puede acusarse y declararse culpable a un juez sólo si éste abandona sus deberes de asistir al despacho y allí conocer, resolver y hacer ejecutar lo juzgado, pero que no puede entrar a juzgar sus criterios judiciales, le bastará tan sólo esta consideración para absolverme, pues en la acusación constitucional no encontrará una línea en la que se me acuse de haber abandonado aquellos deberes adjetivos que permiten el ejercicio de la función jurisdiccional.
Respecto a la tesis estrecha o restringida, cabe señalar lo siguiente: (1) esta posición no pretende relegar la fiscalización del Congreso a una tarea casi despreciable de controlar deberes puramente formales. Esta tesis es una forma de resguardar valores esenciales de la democracia y de la misma defensa de los derechos humanos, lucha que, como reconocen incluso instrumentos de derecho internacional de los derechos humanos, como veremos, es requisito necesario para su protección. Es por ello que la mayoría de las democracias occidentales no contemplan este control interórganos y aquellos que la contemplan, como en el caso de los Estados Unidos de Norte América, la han ejercido sólo en casos extraordinarios. De hecho, en ese país la última acusación contra un juez se ejerció en el siglo XIX; (2) no puede afirmarse que esta tesis de que sólo cabe acusar por incumplimiento de deberes administrativos haya sido superada. El caso emblemático en el que fue desestimada es el de la acusación al Contralor Vigorena, no a un magistrado de un tribunal superior de justicia. Es fácil comprender que un Contralor y un juez de la Corte Suprema requieren de diversas formas y grado de independencia para ejercer su labor. No existen casos de acusaciones aprobadas en contra de Ministros de la Corte Suprema que se hayan fundado en la forma en que decidieron o en sus fundamentos. En el caso del Ministro Cereceda, es patente que no se le destituyó por la forma en la que resolvió, pues ello habría obligado, con un mínimo sentido de igualdad, a destituir también a todos quienes resolvieron como él, sino en su calidad de Presidente de la Sala, por la demora en dictar sentencia, sin perjuicio que pueden haber habido otras razones, vinculadas a cuestiones de probidad, que suelen mencionarse, pero sin que fundaran abiertamente los votos que concurrieron a su destitución, salvo por el diputado Jaime Campos, quien le acusó de venalidad.
Resulta entonces perfectamente posible y respetable asumir hoy la posición llamada reducida o formal de la noción de deberes, la que no es contraria a la Constitución, ni degrada a este mecanismo o a este Congreso. Adherir a esta tesis resulta suficiente para votar en contra esta acusación, pues no se nos imputa en ella el incumplimiento de ningún deber administrativo.   

Qué duda cabe respecto de la posibilidad de acusar por el incumplimiento de deberes adjetivos: inasistencia constante, negativa sostenida a dar audiencias, estar en estado de ebriedad de manera permanente y visible, no cumplir reiteradamente con los plazos formales establecidos en la ley, entre otras conductas.  

¿Pero qué ocurre cuando, para determinar el incumplimiento de tales deberes, debe examinarse el contenido de una o más resoluciones judiciales? Es decir, ¿puede responsabilizarse constitucionalmente a un juez por causales sustantivas? ¿Por los fundamentos o decisiones contenidas en uno o más fallos? Me atrevo a responder que no, porque ello significaría atentar contra el Estado de Derecho, el principio de separación de poderes y la independencia del Poder Judicial, entre otras consideraciones, tal como sostuve en lo principal de esta presentación. 
Para quien estime que una acusación puede ir más allá de los deberes administrativos y fundarse en el contenido de una o más resoluciones o de sus fundamentos, necesariamente deberá cuidar que el ejercicio de esta facultad no sea tan abierto o desembozado como para transformarse en una especie de correctivo, empleado por el Congreso Nacional para disciplinar a los jueces a suscribir ciertas doctrinas o formas de interpretar el Derecho.
En ese sentido se ha pronunciado la Relatora Especial de las Naciones Unidas para la Independencia de los Jueces y Abogados, señora Gabriela Knaul, en su informe de fecha 28 de abril de 2014 (énfasis agregado):

“87. La Relatora Especial comparte la opinión de que los operadores de justicia deben ser considerados responsables en casos de faltas de conducta profesional que sean graves e inexcusables y que también desacrediten al poder judicial. Sin embargo, a fin de garantizar el ejercicio independiente de sus funciones, no deben ser objeto de procedimientos o sanciones disciplinarios relacionados con el contenido de sus resoluciones, veredictos o dictámenes judiciales, errores judiciales o críticas a los tribunales (…)”
La única excepción que estimo posible, tal como señala la Relatora Especial, son aquellos “casos de faltas de conducta profesional que sean graves e inexcusables y que también desacrediten al poder judicial”. En ese sentido, el abogado constitucionalista, Arturo Fermandois, en su calidad de experto, ante la Comisión encargada de estudiar la procedencia de la acusación constitucional, con fecha 3 de septiembre de 2018, se refirió al caso del Presidente de la Corte de Gibraltar (2009): 
“Tan importante es la independencia Judicial, que la remoción de un juez solo puede justificarse en que las faltas del juez son tan graves, que se destruye la confianza en la habilidad del juez para desempeñar su función judicial”. “No es suficiente si la conducta del juez es impopular en un gran sector de la opinión pública”. 

En tal sentido el profesor Fermandois, a propósito del sentido y alcance del concepto “notable abandono de deberes”, se refirió a los parámetros internacionales de derecho comparado para asegurar la independencia (énfasis agregado): 

“Naciones Unidas sostiene que los procesos judiciales no pueden ser objeto de interferencia inapropiada, que las decisiones de los tribunales no pueden estar sujetas a revisión y que las acusaciones contra los jueces deben respetar el debido proceso y operar sólo por razones que los incapacite para cumplir con sus deberes (ONU, 1985)”.

Continuó el profesor Fermandois analizando los parámetros específicos de la Mancomunidad Británica para la remoción de jueces, donde es posible identificar: (1) causales sustantivas deben estar previstas con precisión e (2) incapacidad física o mental y grave mal comportamiento. 

Es decir, eventualmente podría entenderse, si interpretamos con máxima laxitud la norma contenida en el artículo 52 N° 2 letra c) de nuestra Constitución, que deben ser consideradas, en el contexto de una acusación constitucional, aquellas sentencias que, de manera manifiesta y grosera, no contengan fundamentación alguna, se pronuncien en términos aberrantes, o fallen evidentemente contra ley. Por ejemplo, si un juez declara que una persona carece de dignidad y derechos, o aprueba el uso de la tortura como un medio apropiado y exitoso para obtener confesiones judiciales, podría decirse –en caso de adherir a la tesis amplia- que tal juez incumple sus deberes al no ejercer jurisdicción conforme la Constitución y las leyes. Se trata de situaciones que son clara y unívocamente aberrantes, diferente de la situación que nos convoca, tal como señalaré en el apartado siguiente. 
Entonces, en la medida que la acusación, como ocurre en la especie, se funda en deberes sustantivos, debe cuidarse que ello no infrinja bases esenciales de un Estado de Derecho. Al respecto cabe señalar lo sostenido por Alejandro Silva Bascuñán respecto a la tesis amplia (énfasis agregado): 

“(…) tampoco es tolerable una inteligencia tan amplia de la expresión constitucional que atribuyendo notable abandono de deberes llegue a comprenderse crítica y revisión de la sustancia de la administración judicial o de control rectamente ejercidos. Por ese camino, vendría el Congreso a interferir en el ejercicio de los órganos judicial o contralor, en circunstancias que se  le ha privado expresamente de ejercer funciones judiciales”.
La interferencia en funciones judiciales por parte del Congreso está vedada en nuestra Constitución por razones que no son despreciables. El peligro es serio. Si una mayoría de ambas ramas del Congreso ejerciera sus facultades sin tomar adecuados resguardos, es evidente que su labor vendría a sustituir la judicial, a confundir los poderes y con ello no hay democracia ni resguardo a los derechos humanos que sea posible. Lo dice Montesquieu en términos elocuentes, en la obra primigenia que funda intelectualmente la noción de separación de poderes, “Del espíritu de las Leyes”: 

“Cuando el poder legislativo y el poder ejecutivo se reúnen en la misma persona o el mismo cuerpo, no hay libertad; falta la confianza porque puede temerse que el monarca o el Senado hagan leyes tiránicas y las ejecuten ellos mismos tiránicamente”. 
Ciertamente la noción de separación de poderes de Montesquieu ha sido enriquecida por la doctrina y la práctica constitucional de los últimos siglos. Hoy entendemos el valor de los pesos y contrapesos entre los distintos poderes del Estado y nuestra Constitución contempla la responsabilidad de los jueces, incluida aquella que puede ejercerse por medio de una acusación constitucional. No obstante estos cambios, la independencia judicial continúa siendo un valor esencial a la democracia. 

No sólo es un requisito necesario de toda democracia en términos generales, lo es también desde la perspectiva de protección de los derechos humanos. Lo establece con claridad la propia Convención Americana de Derechos Humanos. Como enseña una experta en la materia, Lorena Denis, en “La independencia judicial, como condición necesaria para garantizar derechos humanos, sus obstáculos y retos”, Perfiles de las Ciencias Sociales, Año 4, N° 8, México, Pág 19 (énfasis agregado):

 “La independencia judicial constituye un derecho humano fundamental, que se encuentra reconocido nacional e internacionalmente, algunos de ellos: Convención Americana de Derechos Humanos, Organización de Naciones Unidas, Organización de Estados Americanos, en los principios básicos relativos a la independencia de la Judicatura, en cada recomendación realizada por relatores en la visita a países latinoamericanos, en las conclusiones emitidas por la Comisión interamericana de Derechos Humanos, en las Sentencias y Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, estatuto de Juez Iberoamericano, y Código iberoamericano de Ética.”  
La propia Corte Interamericana razonó en sentencia de fecha 1 de julio de 2011, respecto del Caso Chocrón Chocrón v. Venezuela, que los jueces resolverán los asuntos que conozcan “basándose en los hechos y en consonancia con el derecho, sin restricción alguna y sin influencias, alicientes, presiones, amenazas o intromisiones indebidas, sean directas o indirectas, de cualesquiera sectores o por cualquier motivo”.
El texto de la acusación parece consciente de riesgo que ésta implica para la independencia judicial, pero lo desestima, haciendo ver que la acusación no tendrá la virtud de dejar sin efecto o de corregir lo resuelto en las sentencias en las que se funda. En eso, la acusación parece incurrir en el mismo error que nos critica, cual es el de hacer una aplicación puramente formal de la norma constitucional. Un acto político de esta envergadura, como es el de encaminarse a destituir a tres Ministros de la Corte Suprema por el criterio que aplicaron al fallar, es, qué dudarlo, un mensaje poderoso que pretende disciplinar a todo el Poder Judicial para que resuelva del modo en el que el Congreso Nacional estima correcto y no conforme al criterio de los jueces en las sentencias que fundan la acusación. De ese modo, una acusación como la presente, que se funda en la sustancia de lo resuelto, es un modo de corregir a futuro la jurisprudencia de la Excma. Corte Suprema.

Algunas Sras. y Sres. Parlamentarios considerarán esa tarea legítima, pero entiendo que, para ellos, este ejercicio sólo podría ejercerse en casos extraordinarios; en casos en los que, primero, el deber abandonado es de tal claridad y entidad, que merezca serles recordado y reprochado por esta H. Cámara ejerciendo su facultad punitiva. En segundo lugar, el abandono de los deberes debe ser tan patente y manifiesto que no haya duda que los que así lo abandonaron merezcan ser destituidos de cargos, haciendo así una excepción a la inamovilidad de la que gozaban para asegurar su independencia.
Así, quienes sustentan el criterio amplio, concordarán con esta defensa que este instrumento no debiera emplearse para imponer un modo de interpretar o aplicar el derecho, sino para restablecer e imponer en la judicatura un deber claro e inequívoco, que forme parte esencial de lo que un juez debe respetar para considerarse tal; deber que el juez acusado debe haber inobservado de un modo notable o manifiesto, con inexplicable descuido o sorprendente ineptitud. 

Aceptemos que un deber así podría ser representado al Poder Judicial cuando lo ha abandonado groseramente. Al contrario, la independencia judicial es suficientemente importante como para debilitarla o destruirla si se hace uso de esta poderosísima arma fuera de estos casos extraordinarios. Para evitar este riesgo, espero todos habrán de concordar entonces que la imputación a un juez de haber abandonado notablemente los deberes exige, en primer lugar, la existencia de un deber claro y esencial al desempeño de su cargo, el que debe existir más allá de toda duda razonable. Debe tratarse, asimismo, de un deber esencial de su cargo. En segundo lugar, la acusación constitucional debe convencer que el juez ha abandonado notablemente tal deber, con dolo o grosera ineptitud y no estamos simplemente ante una infracción, ni menos debe ser esta discutible.
III. LAS SIETE SENTENCIAS SEÑALADAS EN LA ACUSACIÓN, ¿REVELAN UNA GRAVE, REITERADA Y RELEVANTE FALTA DE LOS DEBERES CONSTITUCIONALES Y LEGALES IMPUESTOS A LOS JUECES DE LA REPÚBLICA?
Basta revisar la acusación presentada por los HH. Diputados y Diputadas para  concluir que ésta se fundamenta exclusivamente en la crítica respecto de las resoluciones dictadas por la Sala Penal de la Corte Suprema en las que, revocando o confirmando sentencias de la Corte de Apelaciones de Santiago, se otorga beneficios de libertad condicional a diversos condenados recurrentes de amparo, cumpliendo el ordenamiento jurídico interno y, supuestamente, dejando sin aplicación normas de carácter internacional al no realizar el llamado “control de convencionalidad” (a lo que me referiré, en particular, en otro apartado más adelante). A todas luces, tal como se analizará, se presenta como una crítica al razonamiento y a los fundamentos esgrimidos en la decisión judicial. 

¿Qué es lo que determina un notable abandono de deberes? ¿Haber fallado contra la opinión de un grupo HH. Diputados y Diputadas?

El artículo 170 del Código de Procedimiento Civil enumera los requisitos que deben cumplir los jueces al momento de dictar una sentencia definitiva. Entre ellos, se encuentran aquellos requisitos que tienen como objetivo velar por la correcta fundamentación de las sentencias: “4° Las consideraciones de hecho o de derecho que sirven de fundamento a la sentencia; 5° La enunciación de las leyes, y en su defecto de los principios de equidad, con arreglo a los cuales se pronuncia el fallo”. 

   
En el caso de las sentencias referidas en la acusación, los fundamentos señalados por los Ministros y abogados integrantes que las suscribimos, pueden resumirse, a grandes rasgos, del siguiente modo (con las diferencias que puedan existir debido a la particularidad de cada caso): 
1. Los condenados cumplían con todos los requisitos establecidos en el artículo 2 del Decreto Ley 321, a saber: (1) haber cumplido la mitad de la condena; (2) haber observado conducta intachable en el establecimiento penal en que cumple su condena; (3) haber aprendido bien un oficio; y (4) haber asistido con regularidad y provecho a la escuela del establecimiento y a las conferencias educativas que se dicten, entendiéndose que no reúne este requisito el que no sepa leer y escribir.  
a. Las resoluciones de la Comisión de Libertad Condicional reconocían que los condenados cumplían con todos los requisitos de carácter objetivo antes señalados.

b. La Comisión de Libertad Condicional no tiene facultad alguna para negar el derecho a la libertad condicional de los condenados (según el artículo 4 del Decreto Ley 321 que así lo califica), toda vez que ninguno de ellos se encontraba cumpliendo condena por alguno de los delitos mencionados en el artículo 3 del Decreto Ley 321. 
c. A pesar de no tener la Comisión de Libertad Condicional dicha facultad, llamó la atención de los sentenciadores que los informes psicosociales negativos que la Comisión invocaba para no aprobar la libertad condicional, resultaban insuficientes para motivar adecuadamente una decisión que conlleva prolongar la privación de libertad del amparado. En particular, los informes psicosociales: 

· Entregaban fundamentos genéricos en relación a diversos condenados, lo que no es aceptable si los fundamentos son atingentes a elementos psicológicos de carácter personal. 

· No fundamentan de manera siquiera breve porque concretamente el correspondiente condenado, conforme al informe psicológico respectivo, se encuentra impedido de reintegrarse a la sociedad. 
2. Conceder la libertad condicional no contraviene el derecho internacional por los siguientes motivos: 
a. Las restricciones establecidas en el párrafo 3° del artículo 110 del Estatuto de Roma establece restricciones para la reducción de pena de quienes hayan sido condenados por crímenes de lesa humanidad por la Corte Penal Internacional. Los siete condenados de estos casos, habían sido condenados por tribunales nacionales. Además, la libertad condicional no implica una rebaja de condena, sino que corresponde a un modo particular de hacerla cumplir en libertad por el condenado. 

b. El legislador nacional, en diversas oportunidades, la última de ellas en el año 2016, ha endurecido los requisitos para acceder a la libertad condicional, en particular, ha aumentado el tiempo mínimo de la pena que se debe servir para acceder a ésta tratándose de diversos delitos en que estima necesaria tal restricción. En tales reformas legislativas, no se incluyeron los crímenes de lesa humanidad. 

c. El legislador nacional tampoco ha introducido nuevos elementos o requisitos respecto a cooperación efectiva o arrepentimiento. En cambio, sí lo ha hecho, por última vez en el año 2016, para autorizar permisos de salida de recintos penitenciarios. Ello evidencia que, al no haber sido expresamente recogidas por el ordenamiento jurídico interno, las restricciones del artículo 110 del Estatuto de Roma no resultan atingentes para dirimir el otorgamiento de la libertad condicional. En todos los casos señalamos que es necesario incorporar tales restricciones expresamente por vía legal, ya que importan una restricción al derecho a recuperar la libertad ambulatoria, conforme lo señala el artículo 19 N° 7 de la Constitución Política. 
d. Como confirmación de lo razonado, en los fallos se citó la opinión del Instituto Nacional de Derechos Humanos de nuestro país (INDH) sobre beneficios carcelarios a condenados por crímenes de lesa humanidad. En dicho documento consta que desde la perspectiva de los estándares internacionales de derechos humanos, existe la posibilidad de aplicar beneficios en la etapa de ejecución de la pena.

e. Asimismo, las convenciones internacionales suscritas por Chile en materia de Derechos Humanos no impiden reconocer a los condenados su derecho a reincorporarse a la sociedad mediante mecanismos como el de la Libertad Condicional. En el caso Barrios Altos vs. Perú la Corte Interamericana de Derechos Humanos únicamente cuestiona el otorgamiento de beneficios “indebidos” durante la ejecución de la pena, lo que no ocurre en estos casos debido a que los condenados cumplen con los requisitos legales y reglamentarios para acceder a la libertad condicional. 
3. Se aclaró que conceder el beneficio de la libertad condicional no conlleva desconocer la particular gravedad de los crímenes de lesa humanidad, como es el caso de los condenados. Dicho carácter fue considerado al momento de la condena y para fijar la cuantía de la pena (determinando su cumplimiento efectivo), de manera que no se estimó razonable considerar nuevamente el carácter de delito de lesa humanidad para negar de manera absoluta el derecho a la libertad condicional, si es que se han respetado los estándares internacionales conforme lo argumentado previamente. 
En razón de tales argumentos, quienes suscribimos las sentencias referidas en la acusación, estimamos que la Comisión de Libertad Condicional había privado a los condenados de su derecho a recuperar, condicionalmente, su libertad ambulatoria, derecho fundamental garantizado por nuestra Constitución Política. A nuestro juicio, de acuerdo a nuestra interpretación jurídica del ordenamiento nacional e internacional vigente, haber fallado de modo contrario habría significado vulnerar los derechos humanos de los condenados que requirieron nuestra intervención. 

Conforme a lo señalado previamente, resulta evidente que las siete sentencias que motivaron la acusación no carecían de fundamento. Por el contrario, en cada una de ellas se refirieron las consideraciones de hecho y de derecho que sirven de fundamento a la decisión, y se enunciaron las leyes y principios con arreglo a los cuales se pronunció el fallo. 
¿Contiene alguno de estos siete fallos una decisión aberrante? ¿Se falló contra Derecho de manera manifiesta y grosera? Basta la lectura de cada una de las sentencias para responder sin lugar a dudas, no. ¿Puede el lector estimar que podría haberse fallado de manera distinta? Por supuesto. Sin embargo, la función judicial, es decir, el ejercicio de la jurisdicción, está reservada constitucionalmente al juez que conoce del caso particular y que está llamado a resolverlo. Es tal la restricción constitucional y legal del ejercicio de la jurisdicción, que ni siquiera un Ministro de la Corte Suprema que no integra la Sala Penal el día que la causa es conocida, podría compartir su parecer respecto al pronunciamiento de un caso que no conoce. 

Pues bien, ahí donde hay distintas posibilidades de interpretar el contenido y alcance de una norma, no puede verificarse un notable abandono de los deberes.  Algo similar es lo que ocurre en los casos de recursos de queja o quejas disciplinarias que conoce la Excma. Corte Suprema.  La jurisprudencia ha sido concordante en que en aquellos casos en que el juez interpreta la norma –aun cuando la interpretación sea errónea– no constituyen casos de “falta o abuso” sino que el ejercicio de la función jurisdiccional.
 Propongo entonces el siguiente ejercicio hipotético: supongamos como cierto que la decisión tomada en estos siete casos es errónea y que no podría haberse fallado de forma distinta. ¿Ello significa que la resolución de este tipo de conflictos jurídicos se encuentra zanjada a nivel doctrinal y jurisprudencial? En otras palabras, ¿el otorgamiento de libertad condicional a condenados por delitos de lesa humanidad tiene una solución de carácter unívoco? ¿Estas acciones están siempre destinadas al fracaso? ¿La única solución posible a estas acciones de amparo, es rechazarlas? Si así fuere, ¿porqué la Corte de Apelaciones, al analizar la admisibilidad del recurso, no lo declaró inmediatamente inadmisible? 
Se ha declarado en las últimas semanas, que la Corte Suprema ha fallado de manera distinta, conforme a una “nueva doctrina”, desde la jubilación del Ex Ministro Milton Juica. El propio Ministro ha desmentido esta afirmación, señalando que no cree que “haya variado tanto la jurisprudencia” (por ejemplo, en Diario El Mercurio, C4, edición de 5 de septiembre de 2018).
En efecto, en los últimos años tanto la Corte de Apelaciones como la Corte Suprema han resuelto otorgando la libertad condicional a distintos condenados por delitos de lesa humanidad, conforme argumentos similares o incluso idénticos a los explicitados en cada una de las siete sentencias. 
Ello fue destacado por el abogado Gabriel Zaliasnik, profesor de Derecho Penal que, en su calidad de experto, señaló ante la Comisión encargada de estudiar la procedencia de la acusación constitucional, con fecha 5 de septiembre de 2018, lo siguiente (énfasis agregado):
“Quiero detenerme en la existencia de fallos de nuestros tribunales en el mismo sentido y que no fueron objeto de cuestionamiento alguno. Esto es relevante por lo siguiente: porque para pensar siquiera, sospechar un posible abandono de deberes, a lo menos que haya un indicio de notable abandono de deberes, un podría hacerlo a partir de un sorpresivo cambio de jurisprudencia. No quiere decir que un cambio de jurisprudencia por sí mismo implique o pueda tener una consecuencia de esa envergadura. Pero a lo menos convengamos que tiene que ser completamente distinta, completamente sorpresiva (…) Me parece que se desmorona, se desnuda de alguna manera, cierta fragilidad en el cuestionamiento que se hace de los fallos, en esta oportunidad, de la Excma. Corte Suprema (…)”. 
Para muestra, cabe señalar que el Ministro Milton Juica concurrió con su voto favorable en tal sentido, en las siguientes causas: con fecha 8 de septiembre de 2016, en causa Rol 59.006-2016 (Alex Ambler Hinojosa, capitán (R) condenado por el asesinato de los hermanos Vergara Toledo); con fecha 13 de octubre de 2016, en causa Rol N° 76.356-2016 (condenados “Episodio Porvenir”); con fecha 13 de diciembre de 2016, en causa Rol N° 95.099-2016; y con fecha 12 de enero de 2017, en causa Rol 198-2017; con fecha 17 de enero de 2017, en causa Rol 387-2017.


Asimismo, otros Ministros han fallado en términos similares a los utilizados en las siete sentencias reprochadas. Para muestra, en Causa Rol 15.005-2016, con fecha 18 de abril de 2016, los Ministros de la Corte Suprema, Sr. Pedro Pierry A. y Sr. Carlos Aránguiz Z., y el Abogado Integrante Sr. Álvaro Quintanilla P., acogieron el recurso de protección deducido en favor de Conrado Alfredo Sesnic Guerricabeitia (coronel de Carabineros del Comendo Operativo del Centro de Inteligencia Regional CIRE) y en contra de la Comisión Libertad Condicional, del Tribunal de Conducta del Centro de Cumplimiento Penitenciario de Punta Peuco y de Gendarmería de Chile, “dejándose sin efecto la resolución que negó lugar a conceder el beneficio de la libertad condicional al amparado, debiendo elaborarse a su respecto un nuevo informe psicológico y social por un profesional de una entidad pública distinta de Gendarmería de Chile, para luego de ello emitirse un nuevo pronunciamiento de su solicitud por parte de la Comisión de Libertad Condicional”. Esta decisión, en lo medular, se corresponde con lo decidido con fecha 31 de julio de 2018, en Causa Rol N° 16.958-18, respecto de Emilio de la Mahotiere González. 
IV. LAS SIETE SENTENCIAS SEÑALADAS EN LA ACUSACIÓN, ¿FUERON ADOPTADAS CON TORCIDA INTENCIÓN O DESCUIDO MANIFIESTO?
Incluso si se estima que no existe otra forma de resolver este tipo de conflictos jurídicos –es decir, siempre corresponde negar el derecho a la libertad condicional de condenados por crímenes de lesa humanidad, a pesar de no existir norma expresa ni jurisprudencia, a nivel nacional e internacional, que así lo disponga-, el comportamiento de los ministros acusados no puede ser calificado como doloso. En otras palabras, los HH. Diputados y Diputadas en su acusación no logran probar que los siete fallos que enuncian fueron adoptados con torcida intención o descuido manifiesto. 
Tal como mencioné en la cuestión previa, los HH. Diputados y Diputadas acusadores nos imputan a los Ministros acusados, un actuar doloso. En el primer capítulo acusatorio, en la página 70, afirman (énfasis agregado): “Los acusados en forma deliberada y consciente, incumplen su deber de ejercer un control de convencionalidad (…)”. Por su parte, en el segundo capítulo, en la página 89, afirman (énfasis agregado): “Los acusados, en forma deliberada y consciente incumplen y abandonan sus deberes al impedir el acceso a la justicia en la ejecución de penas de delitos de lesa humanidad…”.

El dolo puede ser definido de distintas maneras dependiendo de la situación jurídica que se trate. Por ejemplo, a propósito de la determinación de responsabilidad civil, es definido en el inciso final del artículo 44 del Código Civil: “El dolo consiste en la intención positiva de inferir injuria a la persona o propiedad de otro”. Como vicio del consentimiento, ha sido definido por el profesor Víctor Vial del Río, como aquel “constituido por la maquinación fraudulenta destinada a que una persona preste su consentimiento para la celebración de un acto o contrato”. Finalmente, en el ámbito del derecho penal, ha sido definido por el profesor Enrique Cury Urzúa como “el conocimiento del hecho que integra el tipo, acompañado por la voluntad de realizarlo o, al menos, por la aceptación de que sobrevenga el resultado como consecuencia de la actuación voluntaria”; y por el profesor Mario Garrido Montt como “saber el sujeto lo que va a ejecutar y en querer hacerlo”. 

Como puede apreciarse las expresiones utilizadas por los HH. Diputados y Diputadas acusadores (“deliberada y consciente”), no pueden sino entenderse como la imputación de intención torcida o dolo en el incumplimiento de deberes, de los cuales los Ministros acusados habríamos estado conscientes y los que habríamos abandonado de forma deliberada, esto es, con la positiva intención de dejarlos sin aplicación. Esa es la acusación que se nos ha formulado, la que ya no puede ser modificada (pues vulneraría el principio de congruencia y el derecho a defensa), para imputarnos culpa u otra forma de responsabilidad. 

Pues bien, ocurre que la acusación no contiene palabra o frase alguna que pueda dar fundamento a la imputación de haber actuado de forma deliberada; esto es, con la específica intención de abandonar nuestros deberes y dejar sin aplicación el derecho internacional de los derechos humanos. ¿Cómo probarán los acusadores, sus propios dichos? ¿Acaso el actuar doloso se puede desprenderse del tenor de las siete sentencias referidas por ellos? 

Resulta pertinente destacar que, en nuestro sistema jurídico, es un principio general que el dolo, como componente de la responsabilidad debe ser probado y no cabe presumirlo, menos cuando se nos imputa o atribuye un licito como parte de la potestad punitiva del Estado. 
Por lo demás, no es extraño que los HH. Diputados y Diputadas acusadores no puedan probar el dolo que me imputan, ya que a lo largo de mi carrera como Ministro de la Excma. Corte Suprema, he contribuido de manera activa a la incorporación del Derecho Internacional de los Derechos Humanos. En otras palabras, no desprecio ni desconozco la relevancia de los derechos humanos en las democracias modernas ni tampoco la importancia del derecho internacional a la hora de velar por su protección y promoción. Tampoco lo hice al concurrir con mi voto favorable a las siete sentencias referidas en la acusación. 
V. REFERENCIA AL CAPÍTULO PRIMERO ACUSATORIO: SUPUESTA FALTA AL DEBER DE REALIZAR UN CONTROL DE CONVENCIONALIDAD PARA DICTAR LAS SIETE SENTENCIAS SEÑALADAS EN LA ACUSACIÓN
El abogado constitucionalista, Arturo Fermandois, en su calidad de experto, ante la Comisión encargada de estudiar la procedencia de la acusación constitucional, con fecha 3 de septiembre de 2018, identificó los supuestos bajo los cuales se estructura la acusación constitucional: “(1) Que existe una norma precisa de derecho internacional de derechos humanos aplicable a este caso específico; (2) Que esa norma específica de derecho internacional, que exige plazos de cumplimiento de la condena y colaboración del condenado con la CPI, constituye ius cogens; (3) Que la jerarquía de ese precepto internacional de ius cogens prima por sobre un precepto legal vigente del derecho interno; (4) Que la primacía de ese precepto de derecho internacional, preciso, de ius cogens y  jerárquicamente superior al derecho interno, debe forzosamente aplicarse por los magistrados de la Corte Suprema con preferencia al derecho interno al resolver un recurso de amparo, y no por el TC en un procedimiento específico de inaplicabilidad deducido contra la ley interna. “El control de convencionalidad es una obligación de toda autoridad pública” (p. 61); y (5) Que la única forma de cumplir con el derecho internacional de derechos humanos, por tanto, es aceptar esta forma de control difuso, total y automática de control de convencionalidad”.

El profesor Fermandois analizó cada uno de estos supuestos, para concluir, por un lado, que se trata de supuestos que “no están ni resueltos ni asentados en el derecho chileno, y sobre los cuales hay opiniones, doctrina y jurisprudencia cuantiosa y discordante”; y por el otro, que “no puede imputarse el más grave ilícito constitucional previsto en nuestra legislación para los magistrados, con riesgo de remoción del cargo, “a jueces que han emitido su resolución optando por una vía interpretativa legítima en medio de este marco de incerteza normativa y falta de definición por el derecho interno”. A mayor abundamiento, indicó que “una acusación promovida en este contexto produce un grave efecto en la independencia que el Congreso Nacional debe garantizar al Poder Judicial, por la vía del efecto intimidante de una remoción, vulnerando la Constitución en términos tan graves como si se tratara de la revocación de una sentencia”. 
El primer capítulo de la acusación nos atribuye a los Ministros acusados haber incumplido el deber de realizar un control de convencionalidad del derecho chileno penitenciario contenido en el Decreto Ley N° 321. Concretamente invoca principalmente dos fuentes de derecho internacional que establecerían el supuesto deber que habíamos dejado de cumplir. Ellas se contienen en el Estatuto de Roma y en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Trataremos, en lo que sigue, estas dos fuentes, para examinar si incumplimos algún deber contenido en ellas, sin perjuicio de aludir también a otros tratados internacionales y prácticas de los Estados civilizados del mundo, al igual como hace la acusación.
1. PRIMERA RAZÓN PARA DESESTIMAR EL PRIMER CAPÍTULO ACUSATORIO: LAS SENTENCIAS EN LAS QUE SE FUNDA LA ACUSACIÓN CONSTITUCIONAL CONSIDERARON LAS DOS FUENTES DE DERECHO INTERNACIONAL QUE SE SEÑALAN INCUMPLIDAS. LA CUESTIÓN NO CONSISTE EN SI DEJAMOS DE APLICAR ESAS FUENTES O SI LAS ABANDONAMOS, SINO EN SI REALIZAMOS UNA CORRECTA INTERPRETACIÓN Y APLICACIÓN DE ELLAS.

Tal como reconoce la propia acusación, las sentencias consideran tanto el Estatuto de Roma como la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, como las fuentes de derecho internacional que los Ministros acusados habríamos desatendido. En efecto, en cuanto al Estatuto de Roma todas las sentencias en que se basa la acusación contienen un mismo considerando en que expresa (énfasis agregado):

“Que, sin perjuicio de lo anterior, conviene aclarar que aun cuando el párrafo 3° del artículo 110 del Estatuto de Roma establece restricciones para la reducción de la pena a quienes hayan sido condenados, entre otros, por crímenes de lesa humanidad –como se califica el cometido por el amparado–, tales limitaciones rigen sólo para la rebaja de sanciones impuestas por la Corte Penal Internacional establecida por dicho Estatuto, lo que, huelga aclarar, no se ajusta al caso sub lite”.
En lo que se refiere a la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos las mismas sentencias consideran (énfasis agregado):

“Que, en el orden referido, las Convenciones suscritas por Chile en materia de Derechos Humanos no impiden reconocer a los condenados su derecho a reincorporarse a la sociedad mediante mecanismos como el de la Libertad Condicional y, concordantemente, el fallo dictado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Barrios Altos vs. Perú, en la resolución sobre el cumplimiento de la sentencia de 7 de septiembre de 2012, sólo cuestiona el otorgamiento “indebido” de beneficios en la ejecución de la pena, lo que eventualmente puede conducir a una forma de impunidad, situación que no se presenta en el caso de autos, donde el amparado cumple los extremos legales y reglamentarios para acceder a la libertad condicional”. 

De ese modo, no podría sostenerse que hemos abandonado el deber de considerar el derecho internacional de los derechos humanos. La acusación tampoco nos imputa aquello, sino de haber hecho una referencia puramente nominal de estas dos fuentes, para terminar desatendiendo su contenido, objeto y fin.

Como veremos en lo que sigue, ello no es efectivo. Lo que interesa dejar establecido ahora es que la acusación se funda y sólo podría fundarse en una supuesta infracción en la forma que interpretamos y aplicamos esas dos fuentes del derecho, y no en que las hayamos desconocido de manera absoluta.
2. SEGUNDA RAZÓN PARA DESESTIMAR EL PRIMER CAPÍTULO ACUSATORIO: EL DERECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS NO PROHÍBE, SINO QUE PERMITE Y ALIENTA A LOS ESTADOS AL OTORGAMIENTO DE BENEFICIOS PENITENCIARIOS. POR TANTO, LA DISCUSIÓN SE REDUCE A SABER CUÁL ES EL ESTÁNDAR DEL DERECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS EN MATERIA DE LOS REQUISITOS QUE DEBEN CUMPLIR PARA CONCEDER ESTE BENEFICIO. 

El derecho internacional está lejos de prohibir la libertad condicional de los condenados, como sostiene la acusación. Por el contrario, la alienta. Los “Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas”, adoptados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos durante el 131º período ordinario de sesiones, celebrado del 3 al 14 de marzo de 2008; establecen en su Preámbulo que las penas privativas de libertad tendrán como finalidad esencial, entre otros, la readaptación social de los condenados. Agregan que toda persona privada de libertad será igual ante la ley y no establecen excepción respecto de las personas condenadas por violaciones a los derechos humanos (Principio II de “Igualdad y no discriminación”). 

Por su parte, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, sostuvo ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el Caso Castillo Petruzzi y otros vs. Perú, que “la Convención, al tener como objeto el respeto debido a la dignidad humana, tiende a inclinarse por la aplicación de la pena-rehabilitación y no por la pena-castigo” (párrafo 190 de la sentencia dictada con fecha 30 de mayo de 1999).
Lo que es más importante, las “Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos de la ONU”, adoptadas en Ginebra en 1955, y revisadas luego, el año 2015, también conocidas como “Reglas Mandela”,  prescriben en su actual artículo 87 (énfasis agregado): 

“Es conveniente que, antes de que el recluso termine de cumplir su pena, se adopten las medidas necesarias para asegurarle un retorno progresivo a la vida en sociedad. Este propósito puede alcanzarse, según los casos, con un régimen preparatorio para la puesta en libertad, organizado dentro del mismo establecimiento penitenciario o en otra institución apropiada, o mediante la libertad condicional bajo una vigilancia que no deberá confiarse a la policía y que comprenderá una asistencia social eficaz”.

Es importante subrayar también que las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas sobre las Medidas no Privativas de la Libertad, también conocidas como “Reglas de Tokio”, adoptadas en 1990, disponen en el artículo 9.4., a propósito de las medidas posteriores a la sentencia, que “Se considerarán cuanto antes las posibilidades de poner en libertad al recluso de un establecimiento y asignarlo a un programa no privativo de la libertad”. Esas mismas reglas de Naciones Unidas prescriben, en su artículo 2.2. que  “las Reglas se aplicarán sin discriminación alguna”.
3. TERCERA RAZÓN PARA DESESTIMAR EL PRIMER CAPÍTULO ACUSATORIO: MÁS ALLÁ DEL PRINCIPIO GENERAL DE EVITAR LA IMPUNIDAD, NO EXISTE EN EL DERECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS UNA REGLA QUE ESTABLEZCA LOS REQUISITOS QUE DEBEN CUMPLIRSE PARA OTORGAR BENEFICIOS PENITENCIARIOS Y PARTICULARMENTE NO LA HAY RESPECTO DEL PORCENTAJE DE LA CONDENA QUE DEBE HABERSE CUMPLIDO.
Ciertamente el derecho internacional de los derechos humanos obliga a los Estados a evitar o facilitar la impunidad de las violaciones a los derechos humanos. ¿Cómo se conjuga ese deber con la finalidad resocializadora y rehabilitadora de la pena, que obliga a considerar el otorgamiento de beneficios antes de que se complete el tiempo de encarcelamiento a la que las personas fueron condenadas?  
Como veremos a continuación, el derecho internacional de los derechos humanos no ha alcanzado un consenso a este respecto, aunque sí hay tendencias y manifestaciones, que permiten inferir orientaciones al respecto. Desde luego, no existe una convención o tratado que Chile haya suscrito que prohíba a los Estados Parte el otorgamiento de estos beneficios, más allá del principio general de favorecerlos que establecen diversos tratados y convenciones, conforme ya vimos, en el numeral 2.2., que antecede.
4. CUARTA RAZÓN PARA DESESTIMAR EL PRIMER CAPÍTULO ACUSATORIO: LAS SENTENCIAS EN QUE SE FUNDA LA ACUSACIÓN NO HAN INFRINGIDO LA CONVENCIÓN AMERICANA DE LOS DERECHOS HUMANOS. 

4.1. La Convención Americana de Derechos Humanos, que se dice habríamos infringido no contiene regla alguna relativa al otorgamiento de beneficios penitenciarios. 
Esta ausencia de regla, tiene como única aparente excepción la norma del artículo 5, sección 6 que establece en principio de que las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la reforma y la readaptación social de los condenados. En consecuencia, del texto de esta Convención no es posible inferir norma alguna que sea contradictoria con aquellas establecidas en el derecho doméstico y que, como veremos establecen la libertad condicional como un derecho para los condenados que han cumplido un porcentaje de su condena y que han demostrado intachable conducta en los recintos carcelarios, ni establece una regla contradictoria con ésta. 
La regla que la acusación necesitaría para encontrar su fundamento no está en la Convención Americana de Derechos Humanos. No está en ella y el principio que ella establece de que la pena tiene por finalidad la readaptación y la reforma de los condenados no hace excepción respecto de los condenados por violaciones a los derechos humanos. No es en ese tratado en el que pueda encontrarse el deber de desatender el derecho interno que la acusación necesita como condición necesaria para sostenerse.  
4.2. Los fallos respetan el derecho de acceso a la justicia de los familiares de las víctimas de delitos de lesa humanidad.

Se afirma en la acusación que al conceder los beneficios carcelarios estos jueces habrían vulnerado el derecho de acceso a la justicia de los familiares de las víctimas de los delitos de lesa humanidad.  Los familiares de las víctimas tuvieron pleno acceso a la justicia y participaron de los juicios de reproche que condenaron a los beneficiados de la forma que nuestro sistema jurídico dispone. Su postura frente al conflicto jurídico que los Ministros acusados fuimos llamados a resolver, fue expresamente representada, prácticamente en todos los casos
, por la Subsecretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos o bien, por la Agrupación de Familiares de Ejecutados Políticos. 

No desconocemos que el acceso a la justicia de los familiares de las víctimas puede también ser vulnerado si fueran indebidamente desconsiderados, habiendo pedido ser oídos, en el juzgamiento y condena de los delitos que han padecido o en el otorgamiento de beneficios posteriores.  Como ello queda mejor tratado a propósito de la ponderación entre valores y del tema de la impunidad, habremos de analizarlo detenidamente al tratar esos dos aspectos.
5. QUINTA RAZÓN PARA DESESTIMAR EL PRIMER CAPÍTULO ACUSATORIO: LAS SENTENCIAS NO HAN DESATENDIDO LA JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS.
El texto de la acusación, en su primer capítulo, nos acusa fundamentalmente de haber desatendido el deber de considerar, de buena fe, la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.  Como veremos, ello no es efectivo.  

Podría, desde luego, sostenerse un debate acerca de la obligación de considerar la doctrina jurisprudencial de la Corte Interamericana.  Ciertamente el país se ha obligado a cumplir con las sentencias que la Corte Interamericana dicte. La acusación no se funda en esa obligación,  sino que supone la existencia de un deber que va más allá del efecto vinculante de las sentencias en los casos concretos en que se pronuncian.  Supone un deber de adherir irrestrictamente a la doctrina que emana de esos fallos, expresada no en sus partes resolutivas, sino en sus considerandos.  No nos interesa en esta defensa detenernos en discutir tal cuestión, pues no nos parece que esa doctrina jurisprudencial de la Corte Interamericana haya establecido el deber que la acusación le atribuye. 
Con todo, nos parece un deber advertir que esta lectura extensiva del deber de controlar la convencionalidad disposiciones domésticas resulta altamente discutida en la doctrina.  No obstante los esfuerzos que el libelo acusatorio hace para darla por establecida, termina citando un solo antecedente que así lo considera, y ese es el voto particular emitido por el Magistrado Ferrer Mac-Gregor, en la causa “Cabrera García y Montiel vs. México, según puede leerse en la página 63. Como es bien conocido, los votos particulares llevan la firma de quienes adhieren a ellos. En este caso, de un solo Ministro, lo que prueba que no es una posición generalmente aceptada por la Corte. 
Para acreditar que esa lectura amplia es discutible, baste con citar al juez chileno que actualmente integra esa Corte, Eduardo Vio Grossi, quien en voto concurrente en la sentencia de 8 de octubre de 2015, referida al Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus miembros vs. Honduras, razonó así al respecto (énfasis agregado): 
“Siendo la Corte, entonces, una entidad judicial creada por la Convención para, precisamente, aplicarla e interpretarla en los casos que le sean sometidos a su conocimiento, la fuerza vinculante de sus sentencias está determinada por lo dispuesto en dicho tratado. Y al efecto, lo único que al respecto dispone la Convención es el compromiso de los Estados a cumplir las sentencias que emita la Corte en los casos en que son partes (…) la jurisprudencia de la Corte no es una fuente autónoma del Derecho Internacional, es decir, debe necesariamente referirse a la norma convencional pertinente, para aplicarla e interpretarla y, por ende, no basta por sí sola para resolver una controversia y por la otra parte, que ella obviamente no es inmutable, es decir, puede ser cambiada por la propia Corte, aun cuando sea constante o se encuentre suficiente consolidada.”  

Como puede apreciarse, los propios jueces de la Corte Interamericana, no están contestes respecto al efecto vinculante de su jurisprudencia. Resultando discutible que la jurisprudencia de la Corte sea una fuente autónoma que obligue a los Estados en los casos más allá de aquellos en los que se pronuncia, resulta un despropósito afirmar que los Ministros acusados hemos abandonado notablemente nuestros deberes por el hecho de no seguir lo señalado por el Magistrado Ferrer Mac-Gregor.

El excurso anterior no tiene otro objeto que dejar sentado que la fundamentos de la acusación en este punto, son evidentemente discutibles. Cuesta sostener que se pueda abandonar con dolo o grave negligencia un deber, en condiciones que el carácter y alcance del supuesto deber resulta polémico. Pero no se asentará en ello nuestra principal defensa, sino en la inexistencia de jurisprudencia que establezca el deber que la acusación declara incumplido. Pasamos ahora a ello.
5.1. El estándar de la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. La acusación omite información esencial respecto de los casos que cita. Ellos no permiten arribar a la conclusión que funda la acusación de notable abandono de deberes. 
En todos y cada uno de los casos citados por el texto de la acusación, la Corte Interamericana ha razonado en el sentido de que el otorgamiento indebido de beneficios puede eventualmente conducir a una forma de impunidad. De las expresiones “otorgamiento indebido” y “eventual impunidad”,  los acusadores saltan a la conclusión de que en los casos que resolvimos, tal jurisprudencia permite calificar los beneficios otorgados de “indebidos” y de “conducentes a la impunidad.” Este salto lógico es inconsistente, pues para arribar a la conclusión que la acusación necesita como condición necesaria para fundamentar su reproche, se hace indispensable que tales calificaciones de beneficio indebido y de impunidad por parte de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, se hayan dictado en casos análogos a aquellos en los cuales se funda la acusación, lo que no ocurre, según paso a demostrar, refiriendo brevemente cuál era el beneficio concedido en cada caso.
a) Caso Barrios Altos versus Perú.
Tan pronto se avanzó en la investigación de las graves violaciones ocurridas en esos barrios de la ciudad de Lima, el Congreso peruano sancionó una ley de amnistía que exoneraba de responsabilidad a los militares, policías y civiles que hubieran cometido violaciones a los derechos humanos entre 1980 y 1995. La discusión de este proyecto de ley tomó apenas unas horas.  La jueza de la causa declaró que dicha ley no era aplicable a los casos de violaciones a los derechos humanos pendientes en su juzgado, pues se oponía a las obligaciones internacionales del Perú. Antes que se conocieran los recursos que se interpusieron a esa resolución, el Congreso peruano aprobó, también en un trámite expreso, una segunda ley de amnistía, que estaba dirigida a interferir con las acciones judiciales del caso Barrios Altos, pues declaraba que la amnistía no era “revisable” en sede judicial, y que era de obligatoria aplicación. Además expresamente amplió el alcance de la primera ley de amnistía, impidiendo que los jueces se pronunciaran sobre su legalidad y aplicabilidad.  Finalmente y conforme a esas dos leyes, la Corte Superior de Justicia de Lima amnistió el caso sin continuar con la investigación, dejándolo en la completa impunidad.

b) Caso Benavides Ceballos vs. Ecuador.
El asesinato sin juicio de Consuelo Benavides Ceballos no fue investigado por los tribunales del Ecuador, ni sancionaron a responsable alguno de estos hechos. La sentencia de la Corte Interamericana reconoció que el Estado había cumplido con el pago ordenado por ella, pero declaró que Ecuador no había dado cumplimiento a la obligación de investigar, juzgar y sancionar a los responsables, desde que la Corte Suprema de Justicia de Ecuador había declarado prescrita la acción penal.  Así, en la supervisión del cumplimiento de la sentencia, la Corte Interamericana razonó que, de acuerdo con las obligaciones convencionales asumidas por los Estados, ninguna disposición o instituto de derecho interno, entre ellos la prescripción, podría oponerse al cumplimiento de las decisiones de la Corte Interamericana, en cuanto a la investigación y sanción de los responsables de violaciones a los derechos humanos.

c) Caso Huilca Tecse vs. Perú.
Tal como se desprende los párrafos 80, 81 y 82 de esa sentencia, la Corte Interamericana determinó que en el proceso interno hubo obstrucción continua y falta de diligencia en el desarrollo de las investigaciones, garantizando así la impunidad de los responsables materiales e intelectuales de los hechos. El proceso judicial en Perú había sido anulado y no había tenido diligencias útiles. Es ante esos hechos que el párrafo 108 de la sentencia de la CIDH establece que “el Estado debe garantizar que el proceso interno pendiente a investigar, juzgar y sancionar a los responsables de los hechos surta los debidos efectos.  Además deberá abstenerse de recurrir a figuras como la amnistía, la prescripción y el establecimiento de excluyentes de responsabilidad, así como a medidas que pretendan impedir la persecución penal o suprimir los efectos de la sentencia condenatoria (...)”.

d) Caso Rodriguez Vera y otros vs. Colombia.

En este caso, la Corte conoció el actuar del Estado de Colombia en materia de la desaparición forzada de determinadas personas y en la desaparición y posterior ejecución del Magistrado Carlos Horacio Urán Rojas, ocurridos en la toma y retoma del Palacio de Justicia, en la ciudad de Bogotá, los días 6 y 7 de noviembre de 1985. El caso versó sobre la falta de esclarecimiento judicial de estos hechos y la sanción de la totalidad de los responsables, desde que las condenas dictadas fueron anuladas por el tribunal superior, dejando sólo dos firmes: la que condenaba a un oficial en servicio activo y a un general retirado. La Corte Interamericana tomó conocimiento que ambos desarrollaban las tareas habituales de oficiales y no tenían restricción alguna de movimiento dentro de la Escuela de Caballería, siendo destinatarios y beneficiarios de privilegios excepcionales que no se ajustaban a la legislación penitenciaria y carcelaria de Colombia.

e) Caso Barrios Altos y la Cantuta vs. Perú. Resolución de Supervisión de Cumplimiento de Sentencia

Este caso se inicia con la denuncia del indulto por razones humanitarias de Alberto Fujimori.  Es decir, la Corte Interamericana emite su parecer ante una medida que extingue la pena impuesta de quien tenía el mando supremo del Estado durante el período en que se planificó y ejecutó una política sistemática de violaciones a los derechos humanos. Es frente a esos hechos que el párrafo 39 de la Resolución, tomando pie de un fallo del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, razonó lo siguiente: “cuando un agente estatal es acusado de crímenes que violen el artículo 3, el procesamiento y juzgamiento penales no deben estar sujetos a prescripción y no debería permitirse el otorgamiento de una amnistía o indulto”.  Ni aún en este caso la Corte Interamericana prohíbe enteramente el indulto, pues en sus párrafos 58 y 59, considerando que la jurisdicción peruana podría realizar un control del indulto concedido a Fujimori, no recomendó derechamente rechazar el indulto, sino que estimó que los órganos jurisdiccionales competentes, al pronunciarse al respecto debían efectuar un análisis que tome en cuenta los estándares que expuso en la misma resolución, consistentes en la comprobación rigurosa, estricta y objetiva de la concurrencia de los aspectos fácticos y requisitos jurídicos exigidos por la normativa peruana respecto de las razones humanitarias del indulto. 

f) Caso de los hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú.
Los hermanos Gómez, de 14 y 17 años habían sido detenidos y asesinados al margen de todo proceso por agentes del Estado. Conforme se acusó al Perú ante la Corte Interamericana y ésta dio por establecido, los tribunales de ese país habían investigado los hechos y determinado la responsabilidad individual de autores materiales que habían custodiado a los detenidos en los carros policiales. Sin embargo, a pesar de haberse identificado al presunto autor intelectual en la sentencia, éste no había sido juzgado ni sancionado. Los autores materiales habían sido condenados, uno a 18 años y había obtenido el beneficio de semi libertad al cumplir dos años; mientras el otro había sido condenado a 6 años y había obtenido la libertad condicional al cumplir el primero.

g) Caso Manuel Cepeda vs. Colombia.

Lo que la Corte Interamericana conoce en esta oportunidad es un caso en que se condena a dos suboficiales a 43 años de cárcel cada uno.  Posteriormente estas condenas fueron reducidas a 26 años, 10 meses y 15 días y luego se les concedió beneficio a los 11 años y 72 días y 12 años y 122 días en el segundo caso. Además la Corte tuvo presente que como había reconocido el propio Estado de Colombia, los condenados, durante su privación de libertad, habían participado de un operativo que había derivado en el asesinato de un teniente, en un centro de reclusión militar. Habían salido de su recinto de reclusión para participar en él.  En consecuencia, en este caso se había cumplido aproximadamente un cuarto de las condenas impuestas, durante las cuales los condenados habían podido salir a lo menos en una ocasión, en la que participaron en nuevos delitos, por lo que cabe desestimar que hayan tenido buena conducta al interior del recinto penitenciario. Todo indicaba entonces que la reducción de sus condenas y los beneficios de libertad habían sido un premio del Estado a su participación en un nuevo asesinato, cometido al margen de todo proceso.

Referirse a los hechos de estos casos –en los que la Corte Interamericana de Derechos Humanos advierte de los beneficios indebidos, que pueden eventualmente conducir a la impunidad- parece ser suficientemente elocuentes para demostrar que de ellos no cabe predicar las mismas calificaciones respecto de las siete sentencias que los Ministros acusados dictamos los días 30 y 31 de julio del presente año. De los casos recién referidos se infiere, de manera inequívoca, que la Corte Interamericana advierte del riesgo o reprocha derechamente el adoptar medidas que impiden el juzgamiento de graves violaciones a los derechos humanos, por medio de la amnistía y/o de la prescripción; advierte la necesidad de aplicar con rigor la legislación interna para otorgar indulto, el que perdona las condenas, a personas que estuvieron al mando de gobiernos que planificaron y ejecutaron toda una política sistemática de violación de los derechos humanos, o lo dice a propósito de condiciones carcelarias desiguales o injustificables. En los únicos dos casos en que la CIDH efectúa dicha consideración de evitar beneficios carcelarios “indebidos” es a propósito de casos en los que los beneficiados apenas se asomaban a cumplir una novena y una sexta parte de sus condenas, o una cuarta parte, cuando aparecía que esos beneficios constituían premios a nuevas violaciones a derechos humanos,  cometidos por los beneficiarios durante sus condenas.
Si tenemos presente entonces, no en forma parcial, sino de modo completo la jurisprudencia de la Corte Interamericana, deberíamos concluir que la doctrina jurisprudencial de la Corte Interamericana de los Derechos Humanos llama indebidos o conducentes a la impunidad aquellos beneficios que impiden la investigación, evitan la sanción o hacen o reducen estas de modo ostensible y premian a personas por cometer nuevas violaciones a los derechos humanos.  

Nunca la Corte Interamericana ha empleado el concepto de otorgamiento indebido de beneficios o ha advertido que estos eventualmente pueden conducir a una forma de amnistía en casos análogos a aquellos en los cuales hemos dictado las sentencias que se nos reprochan (otorgamiento de libertad condicional de conformidad con los requisitos establecidos en las leyes internas). En estos siete casos existió investigación, incriminación, sentencia condenatoria, cumplimiento cabal de la pena privativa de libertad por un tiempo superior a la mitad de ella, irreprochable conducta penitenciaria y otorgamiento de beneficios, que no implican ni amnistiar al condenado, ni indultarlo, ni otorgarle una libertad irrestricta, sino permitirle que cumpla una fracción inferior a la mitad de su pena en régimen abierto, sujeto a importantes limitaciones que de no ser cumplidas, importan la revocación del beneficio. 

En consecuencia no puede decirse que la jurisprudencia de la Corte Interamericana en materia de libertad condicional, la que solo consiste en dos casos, establezca una regla o principio que prohíba a los Estados otorgar los beneficios en los casos y condiciones en que lo hacen las sentencias impugnadas.
5.2. No es efectivo, como sostiene la acusación que la jurisprudencia de la Corte Interamericana obligue a aplicar el artículo 110 del Estatuto de Roma en el derecho doméstico. 

La acusación presentada incurre en una afirmación que es central a la imputación y que no resulta efectiva, cual es que conforme a la jurisprudencia de la Corte Interamericana, resultaría necesario aplicar los estándares internacionales contenidos en el artículo 110 del Estatuto de Roma al resolverse sobre la libertad condicional al interior de los Estados Partes. En efecto, en el párrafo final de la página 73 el texto de la acusación señala que, en los casos que ella misma cita, “la Corte [entendemos Interamericana de Derechos Humanos] llama a realizar el control tomando en consideración la gravedad de los delitos, de modo que su concesión no constituya en una forma de impunidad y para eso resulta perentorio la aplicación de los estándares internacionales contenidos en el Estatuto de Roma (…)”.

No es efectivo que la Corte Interamericana haya llamado a los Estados Parte, en ninguna de las sentencias que la acusación cita, a aplicar los estándares internacionales contenidos en el Estatuto de Roma cuando se trata de otorgar beneficios carcelarios por los tribunales nacionales en casos de condenados por violaciones a los derechos humanos.

Por el contrario, la Corte Interamericana ha establecido que reglas como las del Estatuto de Roma no están destinadas a ser aplicadas por las jurisdicciones domésticas de los Estados. Así, en la Resolución de Supervisión de Cumplimiento de Sentencia de los casos Barrios Altos y La Cantuta, de fecha 30 de mayo de 2018, razonó: 
“En síntesis, los Estatutos de los tribunales penales internacionales únicamente regulan el otorgamiento de beneficios en la ejecución de la pena por esos mismos tribunales, siendo que además el de la Corte Penal Internacional lo que regula es la posibilidad de “reducción de la pena””.

5.3. El ejercicio de ponderación.

Por último, y en un reconocimiento implícito de que el reproche no consiste en infracción a reglas o principios implícitos de derecho internacional que hagan indebida la aplicación del derecho interno en los casos que juzgamos, los HH. Diputados y Diputadas acusadores nos reprocha no haber realizado un ejercicio de ponderación al conceder las libertades condicionales.  

Ponderar implica sopesar el valor relativo de bienes tensionados en una misma resolución. Anotamos desde luego que este ejercicio es complejo y su resultado siempre discutible, por lo que resulta impropio calificar de notable abandono de deberes cuando se trata de un ejercicio de esta naturaleza. Entendemos que en la especie los bienes que debieron sopesarse consisten en el derecho de los condenados a su rehabilitación y resocialización versus la pretensión del Estado y particularmente de los familiares de las víctimas, al cumplimiento de la condena al interior de un recinto penitenciario. A ello me referiré a propósito del capítulo segundo acusatorio. 
Adelantemos tan sólo que la noción de una condena proporcional al delito y el ejercicio de ponderación, corresponden a actos que conllevan un alto nivel de discreción. Ese carácter demuestra que una acusación constitucional que pretenda fundarse en una discrepancia acerca del resultado de este ejercicio de ponderación, se entromete indebidamente en tareas propias del ejercicio de la jurisdicción, facultad reservada de manera exclusiva y excluyente a los tribunales establecidos por ley. Una diferencia de pareceres acerca de la correcta proporcionalidad del castigo y del peso relativo de esos bienes no puede zanjarse en una acusación constitucional. 
6. SEXTA RAZÓN PARA DESESTIMAR EL PRIMER CAPÍTULO ACUSATORIO: LAS SENTENCIAS NO HAN INFRINGIDO EL ESTATUTO DE ROMA. 
6.1. Pretender la aplicación del artículo 110 del Estatuto de Roma a un caso de libertad condicional implica ignorar su texto, su objeto y su fin. 

El artículo 110 del referido Tratado, que se nos acusa haber vulnerado en razón de haber hecho una interpretación nominal del mismo, para terminar descartando su aplicación en los siete casos indicados, fue descartado conforme a Derecho. En primer lugar, por cuanto  su lenguaje, objeto y fin son clarísimos. Son reglas relativas a la reducción de la pena, cuestión diversa al otorgamiento de la libertad condicional. En efecto, desde el propio título de la norma, en adelante queda claro lo anterior (énfasis agregado): 

“Artículo 110. Examen de una reducción de la pena.
1. El Estado de ejecución no pondrá en libertad al recluso antes de que haya cumplido la pena impuesta por la Corte. 

2. Sólo la Corte podrá decidir la reducción de la pena y se pronunciará al respecto después de escuchar al recluso. 

3. Cuando el recluso haya cumplido las dos terceras partes de la pena o 25 años de prisión en caso de cadena perpetua, la Corte examinará la pena para determinar si ésta puede reducirse. El examen no se llevará a cabo antes de cumplidos esos plazos. 
4. Al proceder al examen con arreglo al párrafo 3, la Corte podrá reducir la pena si considera que concurren uno o más de los siguientes factores: (…)”.

Son otras las disposiciones que ese Tratado establece para el otorgamiento de beneficios carcelarios, concretamente (énfasis agregado):
“PARTE X. DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA

Artículo 103. Función de los Estados en la ejecución de las penas privativas de libertad.
1.a) La pena privativa de libertad se cumplirá en un Estado designado por la Corte sobre la base de una lista de Estados que hayan manifestado a la Corte que están dispuestos a recibir condenados; (…)
3. La Corte, al ejercer su facultad discrecional de efectuar la designación prevista en el párrafo 1, tendrá en cuenta: (…)
b) La aplicación de normas de tratados internacionales generalmente aceptadas sobre el tratamiento de los reclusos”.
Como puede apreciarse, en materia de ejecución de la pena, el Estatuto establece dos reglas para las personas que ella misma condena: (1) se prohíbe que, por la vía de la reducción de la pena, el Estado que ejecuta las sentencias de la Corte Penal Internacional ponga en libertad al recluso, y (2) al escoger al país para la ejecución de las penas que la Corte Penal Internacional dicte, debe considerar que ese país aplique las normas de tratados internacionales generalmente aceptados sobre tratamiento de los reclusos. Con ese lenguaje, hace obvia alusión a los Tratados y Convenciones de Naciones Unidas tratadas en el apartado de esta presentación denominado “Segunda razón para desestimar el primer capítulo acusatorio (…)”. 
6.2. El artículo 110 del Estatuto de Roma no es una disposición llamada a aplicarse en el derecho doméstico de los Estados suscriptores de ese Tratado. 
Incluso si se obviara lo evidente, esto es, que el artículo 110 del Estatuto de Roma alude a la reducción de penas y no a beneficios intrapenitenciarios, el mismo Estatuto establece con claridad una regla a aplicar por la Corte Penal Internacional y en los casos y respecto de las personas condenadas por ésta. También establece una prohibición para los países que ejecutan las condenas que el Corte Penal Internacional ha dictado.  Su lenguaje es inequívoco a este respecto, según acabamos de citarlo. 

En consecuencia, no puede sostenerse que hayamos incumplido el deber de aplicar el Estatuto de Roma, en condiciones que la regla que se dice habríamos dejado de aplicar es una que no obliga a los Estados Partes a aplicarla en sus resoluciones internas, salvo al país que ejecuta una de sus sentencias y respecto de las personas condenadas por la Corte Penal Internacional.  La imputación que se nos hace a los Ministros acusados es a todas luces injusta (haber hecho una aplicación puramente nominal de ese Tratado, tal como se señala en las páginas 70 a 72 de la acusación), pues el artículo 31.1. de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados obliga a interpretar sus términos según el uso corriente de su lenguaje, al disponer (énfasis agregado): 
“Un tratado deberá interpretarse de buena fe conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de estos y teniendo en cuenta su objeto y fin”.  
El lenguaje del artículo 110, en cuanto establece una regla para la propia Corte Penal Internacional y respecto de las personas condenadas por ella es inequívoco, como lo es también su objeto y fin, que consiste en el juzgamiento de criminales de guerra por una corte internacional y no el establecer reglas para que los Estados Parte apliquen en su territorio y respecto de las personas que sus tribunales domésticos condenen.  De ese modo, mal puede decirse que los Ministros acusados hemos hecho una interpretación puramente nominal, de mala fe, que neutraliza la aplicación de ese Tratado. Todo indica que lo hemos interpretado correctamente.

Por lo demás, la inaplicabilidad de los criterios del Estatuto de Roma a los tribunales nacionales ha sido descartada por la propia CIDH en la Resolución de Supervisión de Cumplimiento de Sentencia de los casos Barrios Altos y La Cantuta, conforme fue señalado previamente. 
6.3. Las lecciones que debieran sacarse de la disposición del Estatuto de Roma en el derecho doméstico. 

No negamos que los Estados Parte del Estatuto de Roma pudieran inferir que las reglas contenidas en su artículo 110 constituyen el inicio de una tendencia que sanamente las legislaciones internas debieran seguir. En caso alguno esa disposición recoge una tendencia universal y asentada que pudiera considerarse como ius cogens o práctica debida de todos los países civilizados. Ni siquiera puede estimarse que el Estatuto de Roma sea un tratado internacional de derechos humanos, pues no consagra ni establece derechos fundamentales, sino que es uno cuerpo normativo de carácter punitivo. 
Como han señalado los profesores Antonio Bascuñán y Rodrigo Correa, en “El Estatuto de Roma ante el Tribunal Constitucional Chileno”, en la Revista de Estudios de la Justicia, Nº 1, Santiago, Págs. 130-131 (énfasis agregado):

“(…) ¿Es el Estatuto de Roma un tratado internacional sobre derechos humanos? (…) En suma, es un tratado internacional punitivo, tanto en lo sustantivo como en lo procesal. Desde el punto de vista del sentido de sus disposiciones, es un cuerpo de normas análogo a lo que el Código Procesal Penal. Estos no son cuerpos normativos que consagren derechos fundamentales, como lo es la Constitución. El Estatuto de Roma tampoco es un tratado internacional sobre derechos humanos, como sí lo son, por ejemplo, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Pacto de San José de Costa Rica. Esta no es una cuestión meramente conceptual o terminológica. Las normas que consagran derechos fundamentales establecen una relación normativa entre el titular de esos derechos (las personas) y el destinatario de los deberes correlativos (preferentemente los agentes del Estado) (…) el ejercicio de las potestades de crear y aplicar normas punitivas es una fuente de peligro para los derechos fundamentales (…) Esta es la razón profunda que impide, por un imperativo elemental de justicia política y de congruencia dogmática, considerar al Estatuto de Roma como una convención sobre derechos humanos. La misma razón exige considerar al Estatuto de Roma como subordinado a la Constitución (y, en su caso, a los tratados internacionales que garantizan derechos fundamentales)”. 

 Considerando, si así se quiere, el artículo 110 referido como el inicio de una adecuada tendencia legislativa, la primera obligación de incorporar los criterios que le subyacen al derecho interno recae en el legislador, pues como ya se ha dicho, los términos de ese Tratado hacen imposible entenderlo como un principio o una regla de general aplicación por los tribunales internos de los Estados Parte.

Más aún, al considerar los criterios del artículo 110 del Estatuto de Roma como una guía para otorgar libertades condicionales, no debiera olvidarse los casos a los que está destinado. Esa Corte Penal Internacional típicamente juzga a los criminales de guerra que planificaron o llevaron a cabo una política de exterminio de sus adversarios políticos y no a aquellos que han participado en determinados episodios de tal política, como son los condenados a quienes otorgamos beneficios. Al señalar esto, esta defensa no pretende, en lo absoluto, fijar criterios al legislador chileno. Lo que buscamos, en cambio, es demostrar hasta qué punto resulta injusto imputarnos como un grave abandono de nuestros deberes haber aplicado el derecho interno en materia de libertades condicionales, por la circunstancia de existir una regla diversa para que la Corte Penal Internacional reduzca las penas a los criminales de guerra que ella misma ha condenado.   
7. SÉPTIMA RAZÓN PARA DESESTIMAR EL PRIMER CAPÍTULO ACUSATORIO: TAMPOCO LA PRÁCTICA INTERNACIONAL DE LOS PAÍSES CIVILIZADOS IMPIDE CONCEDER UN BENEFICIO UNA VEZ CUMPLIDA LA MITAD DE LA PENA.

Más allá de los tratados internacionales suscritos por Chile, resulta de interés preguntarse por la práctica de los países civilizados, pues, como se sabe, ella genera derecho consuetudinario internacional que se estima obligatorio para los Estados. 

Como destaca un experto, Andrew Merrylees, en “Two-thirds and you’re out? The practice of early release at the icty and icc, in light of the goals of international criminal justice”, VU -University Amsterdam, 2016, Pág. 70, a fines del año 2015 casi la mitad de las personas condenadas por el Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia habían sido liberadas, la mayoría de ellas sin cumplir su sentencia completa. Así, por ejemplo, Vladimir Santic, quien había sido condenado como miembro de defensa croata, órgano supremo de un Estado, condenado a 25 años de cárcel por haber participado en un órgano que habría planificado y ejecutado la muerte de alrededor de 103 civiles bosnios, entre los que se contaban 33 mujeres y niños; recibió el beneficio de la libertad, en febrero de 2009, antes de cumplir las 2/3 partes de su condena. Vidoje Blagojević fue condenado a 18 años de cárcel, pues habiendo sido comandante de la brigada Bratunag, participó en la masacre de Srebrenica; el 10 de agosto de 2011, 4 meses antes de cumplir 2/3 de su condena, recibió el beneficio de la libertad. Asimismo, el médico y director médico del hospital de Mugonero, donde murieron o resultaron gravemente heridos cientos de refugiados tutsis, Gérard Ntakirutimana, fue condenado a 25 años, pero se le otorgó la libertad al cabo del cumplimiento de 2/3 de su condena. El presidente del Tribunal tuvo en consideración, en cada uno de sus casos, para otorgarles el beneficio de la libertad, si las legislaciones de los países donde cumplían las condenas les hacían elegibles para esos beneficios.

Pocos años antes que Chile iniciara su transición a la democracia, lo hizo España, para muchos en la época, un modelo de transición pacífica. Allí, ninguno de los crímenes cometidos en la guerra civil fueron juzgados o condenados. Está dicho y acreditado que he participado en juzgar y condenar las violaciones a los derechos humanos, por la no aplicación del Decreto Ley de amnistía y la prescripción. Sólo queremos destacar el caso español, pues no sabemos que ese país haya sido condenado por la comunidad internacional. 
En nuestro continente, nos antecedieron el fin de las dictaduras militares uruguaya y argentina. Es sabido que el pueblo uruguayo decidió no juzgar ni condenar las violaciones a los derechos humanos cometidas por los militares. Argentina juzgó tan sólo a los jerarcas de la dictadura, pero no a los cabos, ni a los pilotos de aviones que los transportaron, que son los casos que nosotros juzgamos, condenamos y ahora beneficiamos con la libertad condicional. De hecho, entre 2001 y 2012 Chile había impuesto penas a 444 personas como responsables a violaciones a los derechos humanos, mientras que Argentina lo había hecho con 16
.  Poco después de nosotros, Brasil logró poner término a su dictaduray tampoco juzgó las graves violaciones a los derechos humanos ocurridas en ese país. No conocemos de condenas internacionales a Argentina, Brasil o Uruguay. 

En Sudáfrica, luego del informe de su Comisión de Verdad, que tomó mucho de la chilena, el Gobierno de Mandela decidió perdonar a quienes participaron en graves violaciones a los derechos humanos, a condición que narraran lo que sabían y expresaran arrepentimiento. Lejos de ser condenado por la comunidad internacional, Mandela recibió el Premio Nobel de la Paz. 
Los países que hemos mencionado son sólo algunos de los que han seguido caminos diversos en materia de la llamada justicia transicional. En Chile, los jueces de hoy, incluida esta Corte Suprema; su Sala Penal, la que este acusado orgullosamente integra al menos hasta el momento de esta presentación, ha decidido juzgar a todos quienes se acredite participación en las violaciones a los derechos humanos. Como mencioné, más de 444 ex agentes del Estado se encuentran hoy condenados y presos, cifra alculada al año 2012 y que seis años después debe haber aumentado considerablemente. 
Según veremos, ese número es inédito en el mundo y los Ministros de tribunales superiores de justicia lo hemos posibilitado a pesar que el Decreto Ley de Amnistía no ha sido derogado por el Congreso. Lo hemos hecho luego de un largo período en que nuestros tribunales negaron estos hechos, no quisieron escucharlos y nada hicieron por ponerles fin o sancionarlos. Somos los jueces de hoy quienes hemos puesto término a una larga historia de impunidad. Me enorgullezco de haber sido partícipe de este cambio y me apena que hoy se me acuse, en mi parecer injustamente, por supuestamente facilitar la impunidad.   
8. CONSIDERACIONES GENERALES Y CONCLUSIÓN.
La única conclusión que puede extraerse de los 7 puntos que anteceden es que no se nos puede imputar infracción alguna al deber de convencionalidad, pues el derecho internacional de los derechos humanos no prohíbe conceder la libertad condicional a una persona condenada por violaciones a los derechos humanos una vez cumplida más de la mitad de la condena, como es el caso de los siete acusados referidos en la acusación, ni una regla contradictoria con ésta. Por el contrario, alienta a los Estados a conceder beneficios intra penitenciarios, prohibiendo discriminar entre condenados. El deber es no facilitar la impunidad, pero como veremos al referirnos específicamente al segundo capítulo, no hemos incurrido en aquello. 

En cuanto a la concesión de beneficios intrapenitenciarios a quienes han  sido condenados por violaciones los derechos humanos, la Corte Interamericana ha advertido que ellos no deben concederse indebidamente, pues ello puede favorecer la impunidad, en casos en que se ha decretado amnistía, prescripción, indulto a quién dirigió el Estado que planificó y ejecutó la política de violación sistemática de derecho humanos o en casos en el que los condenados no habían cumplido una novena o una sexta parte de sus condenas, o en un caso, una cuarta parte de ellas y en que la libertad condicional aparecía como un premio por el hecho que los condenados habían, mientras cumplían sus condenas, participado en un nuevo homicidio al margen de todo proceso. 

El Estatuto de Roma, por su parte, no establece reglas para conceder beneficios intra penitenciarios a personas condenadas por los tribunales de los Estados Partes, sino una regla aplicable sólo para las personas que la Corte Penal Internacional ha condenado. Los criterios contenidos en esa regla pueden estimarse como una guía a incorporar por los Estados Partes para que rijan respecto a las personas que ellos mismos condenan, pero no como un deber.  
Frente a este panorama del derecho internacional, a lo menos incierto acerca de los deberes de los Estados en materia de beneficios carcelarios a quienes cometieron delitos de lesa humanidad, el derecho interno sí contiene reglas claras que no los Ministros acusados no podíamos ignorar, pues ellas establecen un derecho de los condenados.  

El Decreto Ley N° 321 sobre Libertad Condicional establece, en su artículo 2°, los requisitos generales que un juez chileno debe aplicar frente a una solicitud de libertad condicional de un acusado. Al hacerlo, desde su reforma en 2012, expresa, con inequívoca claridad, que ese beneficio es un derecho del condenado, conforme se lee en los términos de tal disposición (énfasis agregado): 

Artículo 2. “Todo individuo condenado a una pena privativa de libertad de más de un año de duración, tiene derecho a que se le conceda su libertad condicional, siempre que cumpla con los siguientes requisitos:

1. Haber cumplido la mitad de la condena que se le impuso por sentencia definitiva. Si hubiere obtenido, por gracia, alguna rebaja o se le hubiere fijado otra pena, se considerará ésta como condena definitiva;
2. Haber observado conducta intachable en el establecimiento penal en que cumple su condena, según el Libro de Vida que se le llevará a cada uno;
3. Haber aprendido bien un oficio, si hay talleres donde cumple su condena; y
4. Haber asistido con regularidad y provecho a la escuela del establecimiento y a las conferencias educativas que se dicten, entendiéndose que no reúne este requisito el que no sepa leer y escribir”.

En razón que el beneficio de la libertad condicional es, conforme nuestra legislación interna, un derecho, resulta forzoso concluir que, para el Estado, otorgarlo es un deber, pues de lo contrario se vulneraría lo establecido en la propia Constitución.
No sólo se trata de un derecho de los condenados y de un deber del Estado, sino que, como puede apreciarse del claro tenor del precepto citado, su otorgamiento no depende del cumplimiento de requisitos cuya apreciación tolere un amplio margen de apreciación al juzgador, sino que se trata de requisitos objetivos, como lo es el haber cumplido la mitad de la pena y de otros, como la intachable conducta, que es apreciada y viene certificada por Gendarmería, el órgano encargado de su custodia.  

Distintos son los casos en los que el legislador ha fijado excepciones, respecto de la cual la ley no establece este beneficio como un derecho, sino que derechamente prohíbe otorgarlo mientras no se haya cumplido dos terceras partes de la condena y permite otorgarlo una vez cumplido ese baremo. En efecto, el artículo 3° del mismo cuerpo legal dispone (énfasis agregado): 

Artículo 3. “A los condenados a presidio perpetuo calificado sólo se les podrá conceder la libertad condicional una vez cumplidos cuarenta años de privación de libertad efectiva (…)”.
A los condenados a presidio perpetuo se les podrá conceder el beneficio de la libertad condicional una vez cumplidos veinte años.
A los condenados por los delitos de parricidio, homicidio calificado, robo con homicidio, violación con homicidio, violación de persona menor de catorce años, infanticidio, los contemplados en el número 2 del artículo 365 bis y en los artículos 366 bis, 366 quinquies, 367, 411 quáter, 436 y 440, todos del Código Penal, homicidio de miembros de las Policías y Gendarmería de Chile, en ejercicio de sus funciones y elaboración o tráfico de estupefacientes, se les podrá conceder el beneficio de la libertad condicional cuando hubieren cumplido dos tercios de la pena.

A los condenados a más de veinte años se les podrá conceder el beneficio de la libertad condicional una vez cumplidos diez años de la pena, y por este solo hecho ésta quedará fijada en veinte años.

Los condenados por hurto o estafa a más de seis años, podrán obtener el mismo beneficio una vez cumplidos tres años.

Los condenados por los incisos tercero y cuarto del artículo 196 de la ley de Tránsito podrán obtener el mismo beneficio una vez cumplidos dos tercios de la condena.

A los condenados a presidio perpetuo por delitos contemplados en la ley Nº 18.314, que fija la penalidad por conductas terroristas y, además condenados por delitos sancionados en otros cuerpos legales, se les podrá conceder el beneficio de la libertad condicional, una vez cumplidos 10 años de pena, siempre que los hechos punibles hayan ocurrido entre el 1 de enero de 1989 y el 1 de enero de 1998, y los condenados suscriban en forma previa una declaración que contenga una renuncia inequívoca al uso de la violencia”.
Como puede apreciarse, en los casos de excepción del artículo 3°, la libertad condicional deja de ser un derecho que debe concederse y pasa a ser un beneficio que puede otorgarse. No obstante, del propio texto del artículo 3° del cuerpo legal que regula estos beneficios en el derecho interno, resulta claro que el secuestro, aún el calificado y los delitos de lesa humanidad no se encuentran entre ellos. ¿Debieran estar? Esa pregunta debe responderla el legislador, no a los jueces.  

El Reglamento de esta Ley también entiende la libertad condicional como un beneficio que las autoridades pueden otorgar graciosamente un vez cumplidos los requisitos (artículo 2). La concepción de este Reglamento no puede, sin embargo, servir de base para sostener una tesis contraria al claro lenguaje del Decreto Ley 321, pues su jerarquía es inferior al texto de la Ley.

La jurisprudencia y la doctrina conciben la libertad condicional como un derecho. Respecto de la primera y para no citar sentencias de la Corte Suprema, referiré una dictada por la I. Corte de San Miguel. Ante este estado de la regulación, la jurisprudencia lo ha entendido como derecho subjetivo. Por ejemplo, en la sentencia de autos de amparo Rol N° 214-2016 de la Corte de Apelaciones de San Miguel (énfasis agregado):   

“(…) En definitiva, el “merecimiento para otorgar el beneficio”, en rigor es un derecho, supone la calificación de los antecedentes e información respectiva, en la perspectiva de los requisitos de su otorgamiento, fijados en los artículos 2º del Decreto Ley 321 de 1925 y el artículo 4 del Reglamento; y su justificación al tenor de la información en ellos recogida, sin que puedan adicionarse otras exigencias distintas a las anotadas, o considerar antecedentes al margen de los que contiene el Decreto Ley y su Reglamento en cuestión”.  

Los principales autores de derecho penal del Siglo XX que han escrito sobre la libertad condicional la conciben y explican también como un derecho del condenado. Es el caso de Alfredo Etcheberry, Enrique Cury y Mario Garrido Montt.  Para muestra, el profesor Cury en “Derecho Penal. Parte General”, Universidad Católica, Santiago, Pág. 724, señaló (énfasis agregado):
“(…) De conformidad con lo prescrito por el art. 21 del D.L 321, la libertad condicional es un derecho que, por consiguiente, debe concederse a todo individuo condenado a una pena privativa de libertad de más de un año de duración, siempre que cumpla con los otros requisitos que dicho precepto enumera. Nada dicen contra la expresa voluntad de la norma aludida ciertas ambigüedades del lenguaje empleado por los artículos siguientes del D.L. y desgraciadamente acentuadas por la Ley 18.144, ni las contradicciones de algunos preceptos contenidos en el Reglamento”. 

Esta es también la posición dogmática que tiene la Defensoría Penal Pública, quien arriba a esa conclusión con fundamento en el principio  de la posición de garante que asume el Estado respecto del condenado, desarrollado por la Corte Interamericana, y que superó la doctrina clásica la sujeción pública. En efecto, la Unidad de Defensa Penitenciaria, en el documento de trabajo N° 1/2011, “La doctrina de las relaciones de sujeción especial en la jurisprudencia”, Pág. 12, señala (énfasis agregado): 
“Uno de los efectos más perjudiciales de la teoría de la RSE [relación de sujeción al Estado] se refleja en el desconocimiento del status libertatis del penado. En base a la RSE se ha afirmado que la libertad que es objeto del derecho fundamental resultó ya legítimamente negada por el contenido del fallo de la condena. Semejante afirmación, señala Mapelli Caffarena, no solo desconoce el sentido del derecho a la libertad ambulatoria, sino que se sitúa en una concepción de la teoría de la pena contraria a los modernos postulados resocializadores. Este autor recuerda lo señalado por Jellinek (…). Para Jellinek el status libertatis constituye el núcleo de los derechos personales que son inherentes a toda persona e inviolables porque son elementos esenciales para el desarrollo de la personalidad. De esta forma, señala Mapelli Caffarena, no se puede pues perder legítimamente el referido status, ni siquiera puede perderse una de sus manifestaciones concretas: la libertad personal ambulatoria (…). Esto es posible entre otras cosas porque la libertad ambulatoria se puede dosificar y graduar y la pena privativa de libertad sólo se puede restringir esta proporcionalmente, preservando en todo caso la dignidad humana que requiere respetar en esencial el derecho fundamental”.

Teniendo en cuenta lo anteriormente expuesto, sumado al fin resocializador de la pena, parece forzoso concluir que es un derecho del condenado obtener beneficios una vez cumplidos los requisitos que el legislador precise. Entender lo contrario, implicaría atentar contra los derechos humanos de los condenados, que –parece necesario explicitarlo en el contexto de esta acusación-, no obstante haber cometido crímenes de lesa humanidad, continúan siendo personas a quienes debe reconocérsele sus derechos. 
Tal como se ha indicado previamente, los fallos que fundan la acusación están lejos de ser los únicos en los cuales se ha concedido la libertad condicional a condenados por delitos de lesa humanidad. No constituyen una excepción, ni un modo inusual en el que los jueces chilenos entendieron sus deberes. 
Además, el debate legislativo actualmente en curso, referido al establecimiento de mayores requisitos para que estos condenados puedan acceder a beneficios como la libertad condicional, revela que tanto el poder ejecutivo como el poder legislativo entienden que, respecto a este tipo de conflictos jurídicos, existe más de una solución jurídica posible, por existir a lo menos dos tesis jurídicamente plausibles para resolverlos. 

Entonces, teniendo presente todo lo expuesto hasta ahora, ante un panorama internacional que establece como deber evitar la impunidad, a la vez que alienta los fines resocializadores de toda pena, pero que no establece reglas claras o precisas acerca de cuándo procede otorgar la libertad condicional, ¿constituye un deber para los jueces dejar de aplicar las perentorias reglas del derecho chileno y negar las libertades que esa misma ley establecen como un derecho del condenado una vez cumplidos requisitos que, en estos casos se encontraban cumplidos? ¿Debimos hacerlo en condiciones que el legislador, plenamente consciente del problema, aún no modifica los requisitos que deben cumplir los condenados por delitos de lesa humanidad para obtener su libertad? ¿Tenemos los jueces chilenos competencia para modificar la legislación chilena razonando con principios, criterios de proporcionalidad y justicia? ¿No es eso un ejercicio de lo que bajo el rótulo de “activismo judicial”, muchos nos critican? ¿Podemos los jueces dejar de aplicar la ley chilena sobre la base de criterios que recién comienzan a tomar forma en el derecho internacional de los derechos humanos?

Las preguntas anteriores tienen respuestas debatibles. Ante un problema debatible, sólo cabe dejar a los jueces la última palabra. De lo contrario, se vulnera su necesaria independencia. Ante soluciones debatibles no cabe optar por una de ellas, para calificar haber optado por una distinta  como “notable abandono de deberes”. Ante un problema debatible resulta un despropósito acusar a quien sostiene una de las, a lo menos, dos tesis debatibles, de haber abandonado sus deberes con mala o torcida intención o sorprendente ineptitud.           

Lo sostenido previamente demuestra que los Ministros acusados, al dictar las sentencias en que se funda la acusación y conceder los beneficios penitenciarios a las personas condenadas, no hemos incurrido en infracción alguna al deber de convencionalidad en el ámbito de nuestras competencias. Sin embargo, si alguien llegare a la convicción de que esta conclusión resulta dudosa o discutible, o incluso si alguien arribara a la conclusión contraria y pudiera sostener, con nuevos argumentos, que se ha infringido el deber de convencionalidad estaría aún lejos de sostener que los suscriptores de esas sentencias hemos abandonado notablemente nuestros deberes, y de manera dolosa, tal como afirman los HH. Diputados y Diputadas acusadores.   

A mayor abundamiento, una cuestión que parece llamativa respecto del control convencionalidad alegado en la acusación es la siguiente: sostiene la acusación en la página 74, que el Decreto Ley N° 321 de 1925, “es una norma cuyo origen se remonta a una época por mucho anterior a la aparición de la noción de delito de lesa humanidad”. Ello constituye un error, que desconoce la evolución del derecho internacional de los derechos humanos, puesto que el concepto de “crimen contra la humanidad” aparece, por primera vez, en 1915 a propósito de la masacre contra la población Armenia en el Imperio Otomano, frente a los cuales Francia, Reino Unido y Rusia decidieron reaccionar.  El profesor Antonio Cassese, en la segunda edición de “International Criminal Law”, Pag. 101 y siguientes, lo explica así:  
“En vista de estos nuevos crímenes de Turquía contra la humanidad y la civilización, los gobiernos Aliados anuncian públicamente al Tribunal que, serán personalmente responsables de estos crímenes, todos los miembros del Gobierno Otomano y aquellos agentes que están implicados en tales crímenes y masacres”.


Adicionalmente, los acusadores sostienen en la página 75, “que la Corte Suprema, con un mínimo de consideración de estos elementos, debió llegar a la única conclusión posible en la materia: que las disposiciones del Decreto Ley N° 321 de 1925 no resultan aplicables a personas condenadas por delitos de lesa humanidad, pues, entre otras razones, su origen y fines indican claramente que no estaba en las miras del legislador de 1925 regular la libertad condicional de violadores de derechos humanos”. Ello constituye un absurdo, puesto que, sin perjuicio de ser un error, a esa época jamás se había oído hablar de los llamamdos “delitos informáticos” y nadie dudaría que los condenados por este tipo de delitos tienen derecho a la libertad condicional en la medida que cumplan con los requisitos establecidos en la ley. 
VI. REFERENCIA AL CAPÍTULO SEGUNDO ACUSATORIO: SUPUESTA FACILITACIÓN DE LA IMPUNIDAD DE CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD AL DICTAR LAS SIETE SENTENCIAS SEÑALADAS EN LA ACUSACIÓN
Una de las cuestiones más relevantes de la acusación, y que se repite varias veces en su texto, así como en distintas entrevistas y notas de prensa que muy probablemente los Sres. y Sras. Parlamentarias han tenido la oportunidad de conocer,  dice relación con la obligación internacional de no permitir que los crímenes de lesa humanidad queden impunes. En efecto, en la página 1 de la acusación se sostiene que la actuación de los Ministros acusados “abre una peligrosa puerta para que los culpables de la desaparición y muerte de otros chilenos quede en la más absoluta impunidad” (énfasis agregado).  Lo mismo se sostiene en la página 4, cuando se señala que las conductas reprochadas constituyen “un hecho grave que compromete la responsabilidad del Estado de Chile y abre un camino de impunidad que la conciencia de la humanidad no está dispuesta a aceptar” (énfasis agregado).  

Esta supuesta sensación de impunidad que en realidad no es tal.  Dicho de otra forma, estos casos puntuales de recursos de amparo acogidos no significan, en caso alguno, una doctrina de impunidad que es justamente el núcleo de los tratados en materia de derechos humanos que se citan en la acusación y los fallos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos así como del Tribunal Penal Internacional. 

Creer que los criminales condenados por delitos de lesa humanidad no pueden recibir ningún tipo de beneficio carcelario o rebaja de pena es un error a tal punto que el mismo Estatuto de Roma reconoce esta posibilidad.  En un derecho penal liberal es incluso evidente el fin de resocialización de las penas de forma tal que en la medida de que transcurra el tiempo y el fin de la pena, se comience la reinserción social del condenado. Ese es justamente el objetivo de las salidas diarias como beneficios intrapenitenciarios, de las penas sustitutivas y de la libertad condicional.  Los criminales condenados por los hechos de la ex Yugoslavia e incluso los de Ruanda han optado a beneficios carcelarios o libertades condicionales.  Los fallos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, citados por la acusación, no sostienen la prohibición de las libertades condicionales o rebajas de condena sino procurar que estas no signifiquen la impunidad de los delitos juzgados.
Cabe referirse entonces al término “impunidad” con el objetivo de  evitar imprecisiones a su respecto.  Es evidente que ella concurre cuando hay ausencia absoluta de castigo, pero razonablemente la Corte Interamericana de Derechos Humanos parece también entender que puede hablarse de “impunidad” cuando el castigo es levísimo o abiertamente desproporcionado con la gravedad de la falta. En este último caso, cuando se trata de beneficios carcelarios, debe considerarse, primero, que el marco penal mismo ya fue fijado en la respectiva sentencia condenatoria y no puede ser modificado por las autoridades penitenciarias, y segundo, que los requisitos para acceder a un beneficio (en este caso, la libertad condicional) están ya prefijados en la propia ley.
Los Ministros acusados no hemos hecho impunes ni facilitado la impunidad, como se nos acusa. Ninguno de los sentidos posibles de la palabra impunidad permite emplearla para calificar las sentencias que hemos dictado y en las que se funda la acusación.  

En su sentido natural, se dice que un delito ha quedado impune cuando nadie ha sido castigado por él. La impunidad es la ausencia de castigo, según lo define el diccionario de la RAE. 

Congruente con el sentido natural de la palabra, la Subcomisión sobre la Promoción y Protección de los Derechos Humanos -hoy reemplazada por el Comité Consultivo del Consejo de Derechos Humanos-, encargó en 1994 la elaboración de un informe sobre la impunidad de los autores de violaciones de los derechos civiles y políticos. En su informe final se dispone (énfasis agregado): 

”Por impunidad se entiende la inexistencia, de hecho o de derecho, de responsabilidad penal por parte de los autores de violaciones de derechos humanos, así como la responsabilidad civil, administrativa o disciplinaria, porque escapan de toda investigación con miras a su inculpación, detención, procesamiento, y en caso de ser reconocidos culpables, condena a penas apropiadas, incluso a la indemnización del daño causado a sus víctimas.” 

Por su parte, la Corte Interamericana, de manera reiterada, ha definido la impunidad en los siguientes términos (énfasis agregado):

“La impunidad consiste en la falta en su conjunto de investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y condena de los responsables de las violaciones de los derechos protegidos por la Convención Americana, toda vez que el Estado tiene la obligación de combatir tal situación por todos los medios legales disponibles ya que la impunidad propicia la repetición crónica de las violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las víctimas y de sus familiares”. 

Basten esas citas acerca de lo que es la impunidad para concluir que tal concepto es enteramente inaplicable al otorgamiento de beneficios carcelarios legalmente establecidos, para que una persona, cuya conducta ha sido investigada, acusada, enjuiciada, condenada a pena privativa de libertad, la que ha cumplido en régimen carcelario en más del 50%, demostrando además irreprochable conducta en el recinto carcelario. Si se quisiera restringir el acceso a la libertad condicional de los condenados por delitos de lesa humanidad, correspondería, tal como reconoce la Corte Interamericana, que el Estado modifique la ley. 
El Tribunal Constitucional, por su parte, en sentencia de fecha 26 de junio de 2018, dictada en la Causa Rol N° 3.612, consideró expresamente que el otorgamiento de la libertad condicional no podía estimarse como impunidad: 

“VIGESIMOTERCERO: Que, de acuerdo a la nueva perspectiva compatible con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, las penas sustitutivas de aquellas de privación de libertad no constituyen "un beneficio" y su aplicación no puede ser sinónimo de impunidad. Tienen el carácter de pena, con una intensidad importante en casos como la reclusión parcial o la libertad vigilada intensiva. Por otro lado, este tipo de pena favorece la reinserción social de los condenados, el uso racional de la privación de libertad y la mejor protección a las víctimas”.  

Respecto al sentido y alcance de la libertad condicional en Chile, es importante señalar que la ley, la doctrina y la jurisprudencia reafirman lo que he venido sosteniendo: la libertad condicional no es una forma de impunidad, sino que una forma alternativa de ejecutar la condena impuesta. En efecto, el inciso segundo del artículo 1° del Decreto Ley 321, que establece la libertad condicional para los penados, expresa lo siguiente (énfasis agregado): “la libertad condicional (…) no extingue ni modifica la duración de la pena, sino que es un modo particular de hacerla cumplir en libertad por el condenado y según las disposiciones que se dicten en este decreto ley y en el reglamento respectivo”.
Asimismo, el profesor Enrique Cury ha señalado que "quien está en libertad condicional no ha cesado de cumplir su pena, solo significa que la cumple de una manera distinta"; mientras que el profesor Eduardo Novoa Monreal ha expuesto que "jurídicamente, la libertad condicional no es una forma de reducir o acortar la condena o de remitir una parte de ella: la duración de ella se mantiene, pero en lugar de cumplirse recluido en el establecimiento penal, se entiende cumplida estando fuera de este en uso del beneficio" (énfasis agregados).  
Téngase presente que, la libertad condicional, como su nombre lo indica, no borra el delito ni extingue la pena, sino que permite cumplir el tiempo restante de una pena en un régimen de libertad restringida y no absoluta. En efecto, el artículo 6° del D.L. N° 321 dispone que los condenados en libertad condicional no podrán salir del lugar que se les fije como residencia sin autorización del presidente de la Comisión respectiva. En segundo lugar, están obligados a asistir con regularidad a una escuela nocturna y a trabajar en los talleres penitenciarios, mientras no tengan trabajo en otra parte. Por último, deberán presentarse a la prefectura de policía del respectivo departamento, una vez a la semana, con un certificado del jefe del taller donde trabajen y con otro del director de la escuela nocturna donde concurran, en que conste que han asistido con regularidad y han observado buena conducta. Si el condenado que goza de libertad condicional incumple las obligaciones que le impone el art. 6°, ya referidas, se le revoca el beneficio y el sujeto debe ingresar nuevamente al establecimiento penal que corresponda para satisfacer efectivamente el tiempo que le falte por cumplir de su condena, conforme dispone el art. 7° del D.L. 321. 
A mayor abundamiento, el abogado Gabriel Zaliasnik, profesor de Derecho Penal en su calidad de experto, señaló ante la Comisión encargada de estudiar la procedencia de la acusación constitucional, con fecha 5 de septiembre de 2018, que la libertad condicional no es impunidad en los siguientes términos (énfasis agregado):

“Lo primero que hay que tener claro es que la libertad condicional no es una forma de escapar de la pena, sino que inequívocamente representa justo lo contrario: una forma de cumplimiento de la pena y, por tanto, es castigo, no impunidad (…) Esto no se trata de una interpretación de esta modalidad de cumplimiento. Es algo fuera de toda discusión. Y esto se debe a que el sistema penitenciario chileno está inspirado en el llamado “sistema de Crofton o irlandés”, que apunta al progresivo reintegro de la persona a la sociedad, mediante etapas sucesivas de la modalidad de cumplimiento de la pena, partiendo por el más sevro –de encierro total- y terminando con, precisamente, la libertad condicional. 
En un sistema así, no sólo es deseable que todos los condenados a penas privativas de libertad obtendan eventualmente la libertad condicional, sino que es impensable que ésta no esté considerada. De hecho, es muy extraño que las legislaciones occidentales no consideren la libertad condicional en el caso de las privativas de libertad. Sólo excepcionalmente en algunas penas perpetuas se reconoce la posibilidad de pena de presidio sin libertad condicional o “life without parole”, en que se entiende que no corresponde a la libertad condicional, sólo porque no se espera que la persona se reintegre a la sociedad. 

Así, no hay que verlo como una mera concesión graciosa al imputado, sino como un engranaje más del mecanimo de la prisión (…) Suprimirla sería no entender un sistema que está basado, por mucho que uno tenga distintas opiniones sobre la función de la pena, en la idea de la prevención especial en la ejecución, en la idea de que el individuo pueda ir reintegrándose progresivamente a la vida en sociedad”. 
¿Es posible hablar de impunidad en los siete casos referidos en la acusación, si todos han cumplido al menos la mitad de la condena al interior de un recinto penitenciario? ¿Y si uno de ellos permanece allí? 
¿Puede hablarse de “impunidad” a través de la libertad condicional que se les otorgó? ¿No implicaría ello hacer del término “impunidad” un sinónimo de cualquier beneficio que se otorgue a los condenados por delitos de lesa humanidad? Las sentencias de tribunales internacionales citadas en la propia acusación presentada reconocen que ello no es posible, sino que sólo al otorgar esos beneficios los jueces deben cuidar de que ellos no lleguen a constituir una forma de impunidad.

A mayor abundamiento, 
las “Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos”, adoptadas por el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra en 1955, establece en la Segunda Parte, a propósito de las reglas aplicables a categorías especiales, en particular a los condenados, establece lo siguiente (énfasis agregado). 

“60. 1) El régimen del establecimiento debe tratar de reducir las diferencias que puedan existir entre la vida en prisión y la vida libre en cuanto éstas contribuyan a debilitar el sentido de responsabilidad del recluso o el respeto a la dignidad de su persona. 2) Es conveniente que, antes del término de la ejecución de una pena o medida, se adopten los medios necesarios para asegurar al recluso un retorno progresivo a la vida en sociedad. Este propósito puede alcanzarse, según los casos, con un régimen preparatorio para la liberación, organizado dentro del mismo establecimiento o en otra institución apropiada, o mediante una liberación condicional, bajo una vigilancia que no deberá ser confiada a la policía, sino que comprenderá una asistencia social eficaz”.


Asimismo, las “Reglas mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de la libertad” o “Reglas de Tokio”, adoptadas por la Asamblea General en su resolución 45/110, de 14 de diciembre de 1990, establecen lo siguiente (énfasis agregado):
“8. Imposición de sanciones.
8.1 La autoridad judicial, que tendrá a su disposición una serie de sanciones no privativas de la libertad, al adoptar su decisión deberá tener en consideración las necesidades de rehabilitación del delincuente, la protección de la sociedad y los intereses de la víctima, quien será consultada cuando corresponda.

8.2 Las autoridades competentes podrán tomar las medidas siguientes: (…)
b) Libertad condicional; (…)”.
Baste lo dicho para dar por contestado el capítulo segundo de la acusación. El concepto de impunidad puede tener cierta elasticidad, pero ni en su concepción más extensiva, ni el criterio más represivo de la pena permite emplearlo, con mínima propiedad a hechos investigados, con autores y partícipes juzgados y condenados, a quienes, habiendo cumplido más de la mitad de sus condenas en régimen cerrado, se les concede, una libertad restringida, que no les permite libertad ambulatoria ni libertad de trabajo, condiciones que, de no cumplirse, ponen fin al beneficio. 
VII. CONCLUSIONES
Al inicio de esta contestación señalé las preguntas que el Senado debe hacerse al momento de determinar mi culpabilidad. De conformidad con lo expuesto anteriormente, puede concluirse lo siguiente:
1. Efectivamente los Ministros de la Excma. Corte Suprema podemos ser objeto de una acusación constitucional. Lo anterior está explícitamente previsto en el artículo 52 N° 2 letra c) de la Constitución Política. Incluso puede encontrarse un caso en que el Senado determinó la responsabilidad constitucional de un Ministro del máximo tribunal de nuestro país, sancionándolo con la destitución inmediata de su cargo y la prohibición de ejercer funciones públicas por cinco años. 

2. Existe una histórica discusión respecto al carácter de los deberes susceptibles de ser infringidos en el marco de una acusación constitucional. El debate ha sido extenso y no son pocos quienes afirman que no se ha zanjado. No obstante nosotros adherimos a la tesis restringida (deberes adjetivos), por considerar que la adhesión a la tesis amplia (deberes sustantivos) implica una contravención a la prohibición prevista en el inciso primero del artículo 76 de la Constitución Política, sólo para efectos de la discusión de las preguntas siguientes, asumiremos la tesis amplia. 
Con todo, hemos hecho referencia a este debate ya que cualquier Sr. o Sra. Parlamentaria que, en defensa de la independencia judicial, estime que la acusación constitucional contra un juez sólo puede prosperar si éste abandona sus deberes de asistir al despacho y allí conocer, resolver y hacer ejecutar lo juzgado, pero que no puede entrar a juzgar sus criterios judiciales, le bastará tan solo esa consideración para absolver a los Ministros acusados, pues en él no encontrará una línea en la que se nos acuse de haber abandonado aquellos deberes adjetivos que permiten el ejercicio de la función jurisdiccional.

3. Ninguna de las siete sentencias referidas en la acusación carecen de fundamento, resuelven un conflicto jurídico que unívocamente debiese haber sido fallado de manera contaria, ni contienen decisiones aberrantes que contravienen sin lugar a dudas el ordenamiento jurídico vigente. Por el contrario, se ha demostrado que la tesis jurídica a la que la Sala Penal de la Excma. Corte Suprema adhirió para resolver estos siete casos, corresponde a una de las interpretaciones jurídicamente plausibles para resolver el asunto. Es más, existen proyectos de ley en actual tramitación que buscan reformar el derecho vigente con el objetivo de evitar que los jueces puedan interpretar la norma del modo que se ha hecho en estos siete casos y en otros más. 

De este modo, a cualquier Sr. o Sra. Parlamentaria que estime que los Ministros acusados cumplieron su deber constitucional de ejercer la jurisdicción y simplemente interpretaron jurídicamente las normas de una de las formas plausibles de hacerlo, atendido el ordenamiento jurídico vigente, le bastará tan sólo esta consideración para absolver a los Ministros acusados.  
4. Los HH. Diputados y Diputadas no demostraron, a través de los antecedentes contenidos en la acusación, la culpabilidad de los Ministros acusados. En efecto, no probaron (1) la infracción de un imperativo que inequívocamente pesaba sobre nosotros, correspondiente a un deber que se desprenda con toda claridad del ordenamiento jurídico vigente, ni (2) un abandono notable, es decir, una falta grave, reiterada y relevante con torcida intención o descuido manifiesto. 
A mayor abundamiento, he contribuido de manera activa a la incorporación del Derecho Internacional de los Derechos Humanos. No desprecio ni desconozco la relevancia de los derechos humanos en las democracias modernas ni tampoco la importancia del derecho internacional a la hora de velar por su protección y promoción. 
De este modo, cualquier Sr. o Sra. Parlamentaria que estime que los Ministros acusados cometimos un error al fallar del modo en que lo hicimos en estos siete casos, optará por nuestra absolución. 


Además de la respuesta a estas cuatro preguntas, puede concluirse lo siguiente: (1) el capítulo acusatorio primero debe ser rechazado, porque los Ministros acusados no faltamos al deber de realizar un control de convencionalidad; por el contrario, fallamos conforme al derecho internacional vigente; (2) el capítulo acusatorio segundo debe ser rechazado, porque los Ministros acusados no facilitamos la impunidad de los crímenes de lesa humanidad; por el contrario, determinamos el modo de ejecución de condenas impuestas (en algunos casos por nosotros mismos) conforme al ordenamiento jurídico nacional e internacional vigente; (3) los Ministros acusados debemos ser absueltos, toda vez que conforme a las normas de un racional y justo procedimiento, no podemos hacernos responsables por lo que gran parte de la población chilena califica como 45 años de injusticia en materia de Derechos Humanos, por mucho que podamos compartir esa afirmación.  
SEGUNDO OTROSÍ: Ruego a esta H. Comisión extender una invitación a los siguientes expertos para que emitan una opinión profesional respecto a la cuestión previa en torno a la admisibilidad de la presente acusación:
1. Sergio Muñoz Gajardo, Ministro de la Excma. Corte Suprema, domiciliado para estos efectos en Compañía de Jesús N° 1140, Santiago.
2. Milton Juica Arancibia, ex Ministro de la Excma. Corte Suprema. 
3. Héctor Salazar Ardiles, abogado, domiciliado para estos efectos en Amunategui N° 277, oficina 501, Santiago. 
4. Lautaro Ríos Álvarez, abogado y profesor de la Facultad de Derecho de la Universidad de Valparaíso. 
5. Claudia Cárdenas Aravena, abogada y profesora de Derecho Penal, domiciliada para estos efectos en calle Pio Nono 1, Providencia, Santiago.
6. Tomás Vial Solar, abogado, profesor y Director del Centro de Derechos Humanos de la Universidad Diego Portales, domiciliado para estos efectos en Avda. República 105, Santiago.
7. Myrna Villegas Díaz, abogada, profesora e investigadora del Centro de Derechos Humanos de la Universidad de Chile, domiciliada para estos efectos en calle Pio Nono 1, Providencia, Santiago.
8. Isidro Solis Palma, abogado, domiciliado para estos efectos en Antonio Bellet 444, oficina 1404, Providencia, Santiago, teléfono de contacto (56-2) 2 605 4469.
9. Luciano Fouillioux Fernández, abogado, ex Subsecretario de Estado, Miembro de la Mesa de Diálogo, Secretario Ejecutivo Programa Derechos Humanos del Ministerio del Interior, Miembro de la Comisión Prisión Política y Tortura (Comisión Valech), y abogado de la Vicaría de la Solidaridad, domiciliado en Ahumada 370, oficina 725, Santiago. 
TERCER OTROSÍ: Ruego  a esta H. Comisión tener por acompañados los siguientes documentos: 
10. Copia simple de sentencia dictada por la Corte Suprema sobre apelación a recurso de amparo, Rol  N° 16.817-18, fecha 30 de julio de 2018.

11. Copia simple de sentencia dictada por la Corte de Apelaciones de Santiago sobre recurso de amparo, Rol N° 1.589-2018, de fecha 17 de julio de 2018.

12. Copia simple de sentencia dictada por la Corte Suprema sobre apelación a recurso de amparo, Rol  N° 16.819-2018, fecha 30 de julio de 2018.

13. Copia simple de sentencia dictada por la Corte de Apelaciones de Santiago sobre recurso de amparo, Rol N° 1571-2018, de fecha 17 de julio de 2018.

14. Copia simple de sentencia dictada por la Corte Suprema sobre apelación a recurso de amparo, Rol  N° 16.820-2018, fecha 30 de julio de 2018.

15. Copia simple de sentencia dictada por la Corte de Apelaciones de Santiago sobre recurso de amparo, Rol N° 1590-2018, de fecha 17 de julio de 2018.

16. Copia simple de sentencia dictada por la Corte Suprema sobre apelación a recurso de amparo, Rol  N° 16.821-2018, fecha 30 de julio de 2018.

17. Copia simple de sentencia dictada por la Corte de Apelaciones de Santiago sobre recurso de amparo, Rol N° 1570-2018, de fecha 17 de julio de 2018.

18. Copia simple de sentencia dictada por la Corte Suprema sobre apelación a recurso de amparo, Rol  N° 16.822-2018, fecha 30 de julio de 2018.

19. Copia simple de sentencia dictada por la Corte de Apelaciones sobre Santiago de recurso de amparo, Rol N° 1568-2018, de fecha 17 de julio de 2018.

20. Copia simple de sentencia dictada por la Corte Suprema sobre apelación a recurso de amparo, Rol  N° 16.961-2018, fecha 31 de julio de 2018.

21. Copia simple de sentencia dictada por la Corte de Apelaciones de Santiago sobre recurso de amparo, Rol N° 1574-2018, de fecha 20 de julio de 2018.

22. Copia simple de sentencia dictada por la Corte Suprema sobre apelación a recurso de amparo, Rol  N° 16.958-2018, fecha 31 de julio de 2018.

23. Copia simple de sentencia dictada por la Corte de Apelaciones de Santiago sobre recurso de amparo, Rol N° 1600-2018, de fecha 19 de julio de 2018.

24. Copia simple de sentencia dictada por la Corte Suprema sobre apelación a recurso de amparo, Rol N° 95.099-2016, de fecha 13 de diciembre de 2016.

25. Copia simple de sentencia dictada por la Corte Suprema sobre apelación a recurso de amparo, Rol N° 781-2016, de fecha 8 de septiembre de 2016.

26. Copia simple de sentencia dictada por la Corte Suprema sobre apelación a recurso de amparo, Rol N° 76.356-2016, de fecha 13 de octubre de 2016.

27. Copia simple de sentencia dictada por la Corte Suprema sobre apelación a recurso de amparo, Rol N° 96.099-2016, de fecha 13 de diciembre de 2016.

28. Copia simple de sentencia dictada por la Corte Suprema sobre apelación a recurso de amparo, Rol N° 198-2017, de fecha 12 de enero de 2017.

29. Copia simple de sentencia dictada por la Corte Suprema sobre apelación a recurso de amparo, Rol N° 387-2017, de fecha 17 de enero de 2017.

30. Copia simple de sentencia dictada por la Corte Suprema, Rol N° 13.149-2015, de fecha 21 de junio de 2016.

31. Copia simple de sentencia de reemplazo dictada por la Corte Suprema, Rol N° 13.149-2015, de fecha 21 de junio de 2016.

32. Copia simple de sentencia dictada por la Corte Suprema, Rol N° 30.598-2014, de fecha 1 de diciembre de 2015.

33. Copia simple de sentencia de reemplazo dictada por la Corte Suprema, Rol N° 30.598-2014, de fecha 1 de diciembre de 2015.

34. Copia simple de sentencia dictada por la Corte Suprema, Rol N° 4300-2014, de fecha 4 de septiembre de 2014.

35. Copia simple de sentencia de reemplazo dictada por la Corte Suprema, Rol N°4300-2014, de fecha 4 de septiembre de 2014.

36. Copia simple de sentencia de reemplazo dictada por la Corte Suprema, Rol N° 5.720-2010, de fecha 7 de marzo de 2012.

37. Copia simple de sentencia dictada por la Corte Suprema, Rol N° 8939-2009, de fecha 30 de agosto de 2010.

38. Copia simple de sentencia de reemplazo dictada por la Corte Suprema, Rol N° 8939-2009, de fecha 30 de agosto de 2010.

39. Copia simple de sentencia dictada por la Corte Suprema, Rol N° 7089-2009, de fecha 4 de agosto de 2010.

40. Copia simple de sentencia de reemplazo dictada por la Corte Suprema, Rol N° 7089-2009, de fecha 4 de agosto de 2010.

41. Copia simple de sentencia dictada por la Corte Suprema, Rol N° 13699-2015, de fecha 11 de enero de 2016.

42. Copia simple de sentencia dictada por la Corte Suprema, Rol N° 13.170-2015, de fecha 21 de enero de 2016.

43. Copia simple de sentencia dictada por la Corte Suprema, Rol N°10.775-2015, de fecha 19 de enero de 2016.

44. Copia simple de sentencia de reemplazo dictada por la Corte Suprema, Rol N°10.775-2015, de fecha 19 de enero de 2016.

45. Copia simple de sentencia dictada por la Corte Suprema, Rol N° 11.208-2015, de fecha 19 de diciembre de 2015.

46. Copia simple de sentencia de reemplazo dictada por la Corte Suprema, Rol N°11.208-2015, de fecha 19 de diciembre de 2015.

47. Copia simple de sentencia dictada por la Corte Suprema, Rol N° 22.856-2015, de fecha 29 de diciembre de 2015.

48. Copia simple de sentencia dictada por la Corte Suprema, Rol N° 9.652-2015, de fecha 21 de diciembre de 2015.

49. Copia simple de sentencia de reemplazo dictada por la Corte Suprema, Rol N° 9.652-2015, de fecha 21 de diciembre de 2015.

50. Copia simple de sentencia dictada por la Corte Suprema, Rol N° 13.154-2015, de fecha 3 de diciembre de 2015.

51. Copia simple de sentencia dictada por la Corte Suprema, Rol N° 1.092-2015, de fecha 14 de septiembre de 2015.

52. Copia simple de sentencia dictada por la Corte Suprema, Rol N° 29.567-2014, de fecha 21 de julio de 2015.

53. Copia simple de sentencia dictada por la Corte Suprema, Rol N° 23.583-2014, de fecha 20 de mayo de 2015.

54. Copia simple de sentencia de reemplazo dictada por la Corte Suprema, Rol N° 23.583-2014, de fecha 20 de mayo de 2015.

55. Copia simple de sentencia dictada por la Corte Suprema, Rol N° 25.138-2014, de fecha 25 de mayo de 2016.

56. Copia simple Boletín N° 11.569-07 correspondiente al Proyecto de ley, iniciado en mensaje de S. E. la Presidenta de la República, que modifica diversos cuerpos legales en lo relativo al cumplimiento de penas y medidas de seguridad. MENSAJE Nº 367-365/. 
57. Copia simple Carta del señor Jaime Campos Quiroga, publicada en Diario El Mercurio con fecha 28 de febrero de 2018. 
58. Copia simple Carta del señor Jaime Campos Quiroga, publicada en Diario El Mercurio con fecha 23 de agosto de 2018. 

59. Copia simple Transcripción de la intervención de la H. Diputada Carmen Hertz, en “Ciclo Derecho y Actualidad: Crímenes de lesa humanidad vs. Beneficios carcelarios”, encuentro académico realizado en la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, con fecha 24 de agosto de 2018, cuyo registro videograbado puede encontrarse en https://youtu.be/4USgSghMtOU. 

60. Copia simple Acta N° 143-2018 correspondiente a Declaración Pública del Pleno de la Excma. Corte Suprema, de fecha 10 de agosto de 2018.

61. Copia simple columna de opinión del profesor de Derecho de la Universidad Diego Portales, señor Juan Enrique Vargas, publicada con fecha 21 de agosto de 2018 en Diario La Tercera. 

62. Copia simple Declaración pública de la Asociación Nacional de Magistrados de Chile, de fecha 24 de agosto de 2018. 

63. Copia simple Carta suscrita por treinta y cinco abogados y académicos del ámbito de las Ciencias Penales, de fecha 26 de agosto de 2018, publicada en Diario El Mercurio. 

64. Copia simple Carta suscrita por catorce profesores de derecho constitucional, de fecha 6 de septiembre de 2018, publicada en Diario El Mercurio. 

65. Copia simple Documento denominado “Análisis Jurisprudencia Sala Penal Corte Suprema Crímenes de Lesa Humanidad”, elaborado por la Dirección de Estudios de la Excma. Corte Suprema, de fecha 29 de agosto de 2018. 

66. Copia simple Nota de prensa titulada “Defensor Nacional afirma que acusación constitucional es un escenario que no corresponde”, de fecha 6 de septiembre de 2018, publicada en Diario El Mercurio. 

67. Copia simple Nota de prensa titulada “Supremos manifiestan preocupación a Presidente Piñera por “gravedad” de acusación a ministros”, que incluye la nota “Juica explica en qué casos concedió libertad condicional”, de fecha 5 de septiembre de 2018, publicada en Diario El Mercurio. 

68. Copia simple Declaración del Consejo General del Colegio de Abogados de Chile de fecha 18 de agosto de 2018. 

69. Copia simple Declaración del Consejo General del Colegio de Abogados de Chile de fecha 28 de agosto de 2018. 
70. Copia simple Carta suscrita por abogados y otros profesionales dedicados a derechos humanos, denominada “Acusación constitucional y la ausencia de una política de Estado contra la impunidad”. 
71. En un pendrive se acompañan los expedientes judiciales completos de las causas judiciales de derechos humanos (sentencias de primera instancia, Corte de Apelaciones y Corte Suprema) referidas en esta presentación: “Operación Albania”; Secuestro y homicidio de José Carrasco Tapia, Felipe Rivera Matus, Gastón Vidaurrázaga Manríquez y 
Abraham Muskatblid Eidelstein; Secuestro de Julián Peña Maltés, Alejandro Pinochet Arenas, Manuel Sepúlveda Sánchez, Gonzalo Fuenzalida Navarrete y Julio Muñoz Otarola; Homicidio de Jécar Nehgme Cristi.
� Fueron condenados a 43 años de prisión efectiva como pena principal y 10 años de interdicción de derechos. Posteriormente, en marzo y junio de 2006, los condenados obtuvieron la disminución de la pena a 26 años, diez meses y quince días. Finalmente, debido a beneficios otorgados en el cumplimiento de la pena, se concedió el beneficio de libertad condicional a Zuñiga Labrador en marzo de 2006 y a Medina Camacho en mayo de 2007. En definitiva cumplieron efectivamente la pena de 11 años y 72 días y de 12 años y 122 días, respectivamente (Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Manuel Cepeda Vargas Vs. Colombia, Sentencia de 26 de mayo de 2010, párr. 152).


� Por mencionar solo algunos ejemplos, este concepto se sostiene en: Caso Hermanos Gómez Paquiyauri Vs. Perú, Sentencia de 08 de julio 2004, párr. 148; Caso Bulacio Vs. Argentina Sentencia de 18 de septiembre de 2003 párr. 120; Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala Sentencia del 8 de marzo de 1998 párr. 173; Corte Interamericana de Derechos Humanos Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala Sentencia de 27 de noviembre de 2003 párr. 126; Caso Las Palmeras. Sentencia de 6 de diciembre de 2001 párr. 56. Corte Interamericana de Derechos Humanos.


� No fue asi en Rol 16.819-2018 (Manuel Pérez Santillán).


� No fue asi en Rol 16.819-2018 (Manuel Pérez Santillán).


� COLLINS, CATH Y OTROS (2013) “Verdad, Justicia Y Memoria Por Violaciones De Derechos Humanos En Tiempos De Dictadura, A 40 Años Del Golpe Militar” pp. 55 Informe Anual sobre Derechos Humanos en Chile, Centro de Derechos Humanos UDP, Chile.





